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INTRODUCCIÓN

La Contraloría de Bogotá D.C., en desarrollo de su función constitucional y legal y en cumplimiento de su Plan de Auditoria Distrital -PAD 2006, Fase I, practicó Auditoría Gubernamental con Enfoque Integral, Modalidad Especial a la Contratación suscrita por el Departamento Técnico Administrativo del Medio Ambiente - DAMA, en el período comprendido entre el 1º de enero de 2004 y el 31 de diciembre del año de 2005, acatando lo establecido en la Constitución Política de Colombia, la Ley 42 de 1993, en concordancia con lo establecido en el Manual para el ejercicio del Control Fiscal en el Distrito Capital, adoptado mediante Resolución No. 036 de 17 de junio de 2003, por medio de la cual se adopta el Manual de Control Fiscal para Bogotá – MAFISBO, Versión 2.0.
La Auditoría consideró los componentes de integralidad aprobados en el memorando de planeación: evaluación al  Sistema de Control Interno,   Contratación y Gestión y Resultados. Los componentes de integralidad seleccionados responden a los resultados del análisis de los antecedentes documentales que reposan en la Contraloría de Bogotá y a los riesgos asociados e identificados de los procesos misionales y actividades ejecutadas en desarrollo de los procedimientos relacionados con el tema de la auditoria.
Para llevar a cabo esta evaluación integral, se utilizaron las técnicas y normas de auditoría establecidas por la Contraloría de Bogotá D.C., las cuales son compatibles con las Normas Colombianas de General Aceptación. 

Como base documental de la auditoria se consideraron entre otros: El informe de auditoría vigencia 2005, la Ficha Técnica de la Entidad, Informe de Evaluación al Sistema de Control Interno del DAMA, Informe se seguimiento a los Planes de Mejoramiento suscritos por la entidad, la Cuenta Anual del periodo fiscal 2005, evaluación a diferentes dependencias de la Entidad, las respuestas y documentación puesta a disposición por la Entidad en desarrollo de la fase de ejecución; así como, los cambios normativos y ajustes presentados durante el periodo analizado.

Teniendo en cuenta que el DAMA es la entidad más importante en el marco de la estructura administrativa ambiental de la ciudad, la Contraloría de Bogotá espera que este informe contribuya a su mejoramiento ya que ello repercutirá no sólo en la mejora de la calidad de vida de los ciudadanos sino del ambiente y los recursos naturales de la Capital de la República.  

1 CONCEPTO SOBRE LA GESTION DEL AREA EVALUADA
37000-

Doctora
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Respetada Doctora:

La Contraloría de Bogotá D.C., con fundamento en los Artículos 267 y 272 de la Constitución Política y el Decreto 1421 de 1993, practicó Auditoría Gubernamental con Enfoque Integral, bajo la Modalidad Especial al Proceso de Contratación efectuado por el Departamento Técnico Administrativo del Medio Ambiente - DAMA, durante los años 2004 y 2005; a través de la evaluación de los principios de economía, eficiencia, eficacia, y equidad, con que administró los recursos puestos a su disposición y los resultados de su gestión, el examen del Balance General a 31 de diciembre de 2004 y el Estado de Actividad Financiera, Económica y Social por el periodo comprendido entre el 1 de enero y el 31 de diciembre del mismo; (cifras que fueron comparadas con las de la vigencia anterior), la comprobación que las operaciones financieras, administrativas y económicas se realizaron conforme con las normas legales, estatutarias y  de procedimientos aplicables, la evaluación y análisis de la ejecución de los planes y programas de gestión ambiental y de los recursos naturales y la evaluación al Sistema de Control Interno. 

Es responsabilidad de la administración el contenido de la información suministrada que fue analizada por la Contraloría de Bogotá, quien la utilizó como insumo para producir el presente Informe Integral que contiene tanto el concepto sobre la gestión adelantada por la Entidad en el 2005, como los pronunciamientos sobre el acatamiento de las disposiciones legales, la calidad y la eficiencia del Sistema de Control Interno en el tema abordado.

En ese contexto el informe contiene los aspectos administrativos, financieros y legales sobre los cuales se detectaron deficiencias por el Equipo de Auditoría en materia tanto del proceso de contratación como en la gestión desarrollada en su ejecución, los cuales se presentan para su consideración en la implementación de las acciones que contribuirán al mejoramiento continuo de la organización y por consiguiente coadyuvaran en la eficiencia y efectividad de la producción y/o prestación de bienes y/o servicios en beneficio de la ciudadanía, fin  último del control. 

La evaluación se llevó a cabo de acuerdo con las Normas de Auditoría Gubernamental Colombianas compatibles con las de general aceptación, así como, con las políticas y procedimientos de auditoría establecidos por la Contraloría de Bogotá; por tanto se requirió, acorde con ellas, de planeación y ejecución del trabajo, de manera que el examen proporcionara una base razonable para fundamentar los conceptos y la opinión expresada en el informe integral. 
El control incluyó el examen, sobre la base de pruebas selectivas, de las evidencias y documentos que soportan la gestión de la Entidad, las cifras y el cumplimiento de las disposiciones legales, así como la adecuada implementación y funcionamiento del Sistema de Control Interno.

Concepto del Sistema de Control Interno

El Sistema de Control Interno en el DAMA en la últimas tres (3) vigencias fiscales ha desmejorando, pese a los compromisos suscritos dentro de los Planes de Mejoramiento, en razón a las deficiencias detectadas.

La opinión sobre el Sistema de Control Interno en el presente ejercicio auditor es de carácter cualitativo por cuanto se aplicó direccionado al entorno de la Contratación, el cual se considera como área crítica.  

Aunque existe formalmente establecida la Oficina Asesora de Control Interno –OACI -  y un Comité de Coordinación del Sistema, legalizado y organizado, este está limitado por su tamaño y por las tareas adicionales a las específicas de la OACI, situación que incide en el desempeño propio y el de toda la organización. Los resultados de la evaluación del SCI ubican a la entidad en el rango de REGULAR, situación que comparada con el resultado de la  evaluación  efectuada por la OACI, con una metodología diferente, la  ratifica  en los siguientes términos: 

“…de acuerdo con los resultados de la evaluación se ubica en un NIVEL MEDIO con un total de 1301 puntos que representan un 62.0%. Sin embargo, comparados con los resultados de la evaluación de la vigencia anterior se evidencia una disminución porcentual del 7.7%”. 

Es importante recalcar que la Entidad se desempeña por medio de contratistas en número que duplica a los funcionarios que conforman la planta. Esto permite reiterar que la funcionalidad misional del DAMA está en manos de contratistas, situación preocupante toda vez que la labor de control y seguimiento a sus objetos contractuales se encuentra a cargo de los ocho (8) directivos con los que hoy cuenta la entidad.
Concepto sobre la Gestión y los Resultados

La contratación del año 2005 comprendió entre otros aspectos la administración, operación, mantenimiento y ampliación de los instrumentos que posee la entidad para desarrollar los programas de monitoreo y manejo ambiental, con el propósito de obtener y/o controlar de manera efectiva, actualizada, confiable y continua no sólo la información sino la operación establecida en los términos de referencia y/o las propuestas contractuales al tenor de los establecido en la política ambiental de la ciudad.

En ese contexto a pesar que la entidad conoce las condiciones reales del comportamiento de las descargas contaminantes que generan deterioro y/o mejoramiento de los recursos naturales y del hábitat urbano regional y que se tienen implementadas y operando los instrumentos de monitoreo y operación ambiental, se tienen planteados los proyectos tendientes a abordar la solución de los problemas ambientales y se tiene suficiente información, esta última no se usa como una herramienta administrativa para la toma de decisiones, la definición de estrategias y/o reformulación de las mismas, tendientes al mejoramiento, recuperación, promoción y control no sólo de la calidad ambiental del Distrito Capital sino de la calidad de vida de los habitantes.

Lo anterior se torna preocupante toda vez que a la información obtenida a partir de la ejecución de los contratos suscritos, base fundamental para la definición de políticas y estrategias conducentes al control y minimización de las cargas contaminantes aportadas en el desarrollo de las actividades antrópicas, por un lado o no se utiliza o no se le efectúa control y seguimiento para su aprovechamiento en la toma de decisiones.

La situación anotada se vuelve crítica aún más si se tiene en cuenta que a pesar que la entidad tiene identificadas y cualificadas no sólo las actividades contaminantes, el grado de afectación a los recursos naturales y el hábitat, sino las áreas, poblaciones y recursos más susceptibles y afectados en la ciudad no se han tomado las acciones tendientes al control efectivo y a la minimización de los impactos identificados.

En ese contexto y teniendo en cuenta por un lado la  falta en la oportunidad de la toma de decisiones y la demora en las actuaciones tendientes a detener, minimizar y/o compensar los impactos detectados, la gestión no cubre ni las expectativas ni las necesidades  de los habitantes y del ambiente capitalino.

En conclusión, aun cuando el DAMA cuenta con información ambiental valiosa la falta de su utilización en la toma de decisiones no provoca ningún beneficio para la entidad, ni para el medio ambiente, los recursos naturales ni la comunidad en general.

Concepto de Gestión de la Contratación 

La gran mayoría de la contratación analizada presenta inobservancia de los principios de transparencia y selección objetiva en el proceso contractual, 

Incumplimiento por parte del Interventor de las funciones respecto a la vigilancia y control del contrato, como también del numeral 1º. del artículo 26 de la ley 80 de 1993: Principio de Responsabilidad:- “Los servidores públicos están obligados a buscar el implemento de los fines de la contratación, a vigilar la correcta ejecución del objeto contratado y a proteger los derechos de la entidad, del contratista y de los terceros que puedan verse afectados por la ejecución del contrato.”
Por tanto se puede derivar responsabilidad al representante legal del DAMA, en lo atinente a las irregularidades planteadas en el informe y producto de la auditoria, conforme al  Numeral 5º. del artículo 26 de la ley 80 de 1993, señala que: “La responsabilidad de la dirección y manejo de la actividad contractual y la de los procesos de selección será del jefe o representante de la entidad estatal quien no podrá trasladarla a las juntas o consejos directivos de la entidad, ni a las corporaciones de elección popular, a los comités asesores, ni a los organismos de control y vigilancia de la misma.”
Por lo anteriormente expuesto, los hallazgos formulados y señalados en el capítulo dos de este informe quedan en firme y con el fin que la labor de Auditoría conduzca a emprender actividades de mejoramiento de la gestión pública, la Entidad debe diseñar un Plan de Mejoramiento que permita corregir en un término razonable las irregularidades detectadas, el cual debe ser remitido a la Contraloría de Bogotá, dentro de los quince (15) días siguientes a la fecha de recibo del presente documento.

El Plan de Mejoramiento debe determinar las acciones concretas que adelantará la Administración en relación con cada uno de los hallazgos formulados y el cronograma en que se implementarán los correctivos, así como los responsables de las mismas y del seguimiento a su ejecución.

Cordial saludo, 

JOSÉ A. CORREDOR SÁNCHEZ

        Director Técnico Sector Recursos Naturales y Medio Ambiente 

2 RESULTADOS DE LA AUDITORÍA
2.1    SEGUIMIENTO AL PLAN DE MEJORAMIENTO AREA CONTRATACION
El DAMA- durante el periodo 2005 suscribió un Plan de Mejoramiento Unificado, producto de la Auditoría Especial al Seguimiento de los Planes de años anteriores, en el cual se incluyen unas acciones enfocadas a la Subdirección Jurídica y Proceso de Contratación:  

2.1.1. Resultados Seguimiento Subdirección Jurídica Y Proceso de Contratación
Hallazgo 4.1.1.2. “Cultura de Autocontrol: En la Subdirección Jurídica no se fomenta  en todos sus niveles la cultura de autocontrol. Lo anterior toda vez que allí no existen suficientes medidas de seguridad, en relación con el manejo de las carpetas que contienen”.
Situación deseada: Contar con el 100% de la documentación ingresada a los expedientes y al SIA DAMA.  Áreas Involucradas: SAS Y SJ.
SEGUIMIENTO PLAN DE MEJORAMIENTO

ENTIDAD: Departamento Técnico Administrativo del Medio Ambiente - DAMA

REPRESENTANTE LEGAL: Claudia María Buitrago Restrepo
PERIDODO INFORMADO:
Fecha de Conformidad: 30/10/2003


Fecha de Seguimiento: 18/05/2006
	FORMULACION PLAN DE MEJORAMIENTO POR EL SUJETO DE CONTROL
	SEGUIMIENTO SUJETO
	SEGUIMIENTO CONTRALORIA

	COMPONENTE DE INTEGRALIDAD


	NUMERO Y DESCRIPCION DEL HALLAZGO
	ACCIONES CORRECTIVAS
	RESPONSABLE
	META
	UNIDAD DE MEDIDA
	FECHA
	SEGUIMIENTO
	RANGO

DE CUMPLIMIENTO

	
	
	
	
	
	
	INICIO
	FINAL
	AVANCE FISICO DE EJECUCION DE LA METAS
	ANALISIS
	

	Contratación
	Hallazgo 4.1.1.2. “Cultura de Autocontrol: En la Subdirección Jurídica no se fomenta en todos sus niveles la cultura de autocontrol. Lo anterior toda vez que allí no existen suficientes medidas de seguridad, en relación con el manejo de las carpetas que contienen”.
	Levantar el inventario de expedientes. Implementación de metodologías para control  y organización de los expedientes. Digitalización de los expedientes en el SIA DAMA. Garantizar la continuidad del control y seguimiento de los expedientes. Archivar la correspondencia que a la fecha se encuentra sin anexar al expediente. Discriminar la información que reposa en expedientes para establecer cuales son de sustanciar y de archivar. Refacción y foliación de expedientes. Continuidad en el control, manejo y archivo de los documentos.
	Maria Elvia Diaz Diaz – profesional

Sub. Jurídica

Maria del Pilar Acosta Subdirector Jurídico


	Contratar  el manejo de los expediente
	Ejecución del contrato
	Enero

2003

Al unificar Planes

 Feb. 2005
	Junio

2003

Al unificar Planes

Sept.
2005
	· Inventario 6.936 Exp. de aproximados 20.000.

· Metodología p/control y organiz. Exp. informal.

· Digitalización SIA-DAMA  7.127 Exp. y 3.452 documentos.

· Archivo de documentos represados 70% aprox.

· Refacción y foliación Exp. 1.200 aprox. 5% del inventario.

· Persisten Exp. Con documentos sin firma, en desorden cronológico, sin foliar, etc
	
	1
1

1

1

1

1



	Contratación
	Se estableció que no se encuentra depurado el 100% de los expedientes, muchos de éstos, desde el año 1995 y hasta 2003, se encuentran sin legajar, sin foliar, en desorden cronológico, etc.…lo que evidencia que, no obstante haberse suscrito el Convenio con Corantioquia, no se presenta continuidad por parte de la Entidad de la segunda fase del mismo denominada “Autoridad al Día”, lo que ocasiona que nuevamente la situación de mal manejo y organización de expedientes y archivo se este presentando.
	
	
	Depurar y actualizar el 100% de los expedientes de la Entidad. Ingresar el 100% de los expedientes y la documentación al SIA DAMA
	Numero de expedientes actualizado / total de expedientes
	Marzo 2006
	octubre  2006
	a) 
	
	

	Total Acciones
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	
	 6

	PROMEDIO
	1

	PORCENTAJE DE CUMPLIMIENTO
	50%


2.1.1.1 Hallazgo Administrativo con incidencia Disciplinaria No. 1: Incumplimiento parcial de las Metas y Acciones del Plan de Mejoramiento suscrito por el DAMA con motivo de la Auditoría Especial a la Contratación realizada en la Fase I del PAD 2003 y cuyo seguimiento se realizó en la Fase I del PAD 2005.

Analizadas las respuestas entregadas por la Entidad al aparte del Informe Preliminar que trata del Seguimiento al Plan de Mejoramiento de la Subdirección Jurídica en el Proceso de Contratación, se mantiene el presunto hecho irregular constitutivo de Hallazgo Administrativo con incidencia Disciplinaria por el Incumplimiento parcial de las acciones propuestas en los  Planes de Mejoramiento suscritos por el DAMA, de conformidad con la Resolución Reglamentaria 036 del 17 de junio de 2003 "Por la cual se adopta el Manual de Fiscalización para Bogotá MAFISBO Versión 2.0", expedida por la Contraloría de Bogotá; en razón que no se desvirtúan las observaciones sobre el estado de los Expedientes y por el contrario se corroboran las afirmaciones sobre el estado de avance de las acciones de mejoramiento, a saber:     

Cuadro No. 1
	ACCION DE MEJORAMIENTO
	ESTADO DE ACCIONES DE MEJORAMIENTO

	Levantar el inventario de expedientes
	No se tiene certeza del número real de expedientes que posee la entidad.

Se estiman un total de 20.000 expedientes en medio físico.

	Implementación de metodologías para control  y organización de los expedientes. 
	No se han implementado metodologías para el control y organización de los expedientes. Se continúa presentando deficiencias en la parte del archivo, organización y manejo de expedientes. 

	Digitalización de los expedientes en el SIA DAMA.
	Con corte  a diciembre de 2005 se tenían digitalizados en el SIA DAMA un total de 7000 expedientes.

	Garantizar la continuidad del control y seguimiento de los expedientes. 


	No obstante que la persona encargada del manejo de expedientes realiza control de salida y entrada por escrito de los mismos, una vez prestadas las respectivas carpetas pasan por las manos de diferentes funcionarios sin que el encargado del préstamo se entere. Esto le imposibilita dar cuenta, a un usuario nuevo, de la dependencia que tiene el expediente en un momento dado.

En ese orden de ideas no se garantiza  el seguimiento en tiempo real de los expedientes. 


	Archivar la correspondencia que a la fecha se encuentra sin anexar al expediente. Discriminar la información que reposa en expedientes para establecer cuales son de sustanciar y de archivar. 
	Aún se encuentran expedientes con rezago de archivo de documentos, lo cual incide en que al momento de la consulta no se tenga conocimiento de la última actuación efectuada por el DAMA.

	Refacción y foliación de expedientes. 


	Con corte a 31 de diciembre se adelantó la refacción de 1200 expedientes, equivalentes al 5% de los estimados en la entidad. 

	Continuidad en el control, manejo y archivo de los documentos
	Se Evidencia incumplimiento de la acción, en razón a que todavía existen expedientes con documentos legajados sin firma, sin orden cronológico y desactualizados.


De acuerdo con los procedimientos de archivo y control de documentación, preservación de la memoria Institucional y sistemas de información implementados para hacer operativa y funcional la gestión del DAMA, la situación esperada es la de obtener una organización y control sobre los documentos que hacen parte de cada expediente, basado en un procedimiento estándar de obligatorio cumplimiento que contenga las indicaciones precisas para su conformación, identificación, codificación, foliación, manejo, custodia, archivo, conservación, préstamos, etc.

Incluye la obligación de alimentar y mantener actualizado el Sistema de Información Ambiental – SIA-DAMA para que sirva de herramienta gerencial en la toma de decisiones y para la consulta de los diversos usuarios tanto internos como externos.

Como se planteó originalmente el hallazgo en la auditoría Especial a la Contratación de las vigencias 2001 y 2002, la causa obedece a la falta de cultura de control por parte de la Subdirección Jurídica, de insuficientes acciones de apoyo por parte de la Oficina Asesora de Control Interno y lineamientos claros y contundentes por parte de la Dirección de la Entidad.

Como consecuencia se tiene, que a pasar de haber transcurrido tres (3) años de haberse diagnosticado la situación y haberse suscrito acciones para obtenerlo, a la fecha no se conoce el inventario real de los expedientes; se continúa con el rezago en la conformación y control de los mismos, es mínimo el porcentaje de alimentación del SIA-DAMA con la información de dichos instrumentos; en demérito de una gestión ágil, oportuna, confiable y útil.     

Es necesario precisar que producto de la Auditoría de Seguimiento de la Fase I del PAD 2005, se emitió un informe de resultados y estadísticas del avance de acciones de mejoramiento, el cual fue enviado a la Entidad y al que ésta respondió con un Plan de Mejoramiento Unificado, donde se incluyeron las acciones pendientes de cumplimiento de los Planes individuales anteriores; y que mediante oficio No. 37000-21879 de la Contraloría y radicado DAMA 2005EE22100 el 23 de septiembre de 2005, no se dio conformidad a dicho Plan en razón a que no se ajustaba a las exigencias de las Resoluciones No. 053 de 2001, No. 023 de 2002 y a lo establecido en la Resolución No. 51 de 2004; específicamente para el tema de los expedientes, se renovaron acciones y definieron nuevos términos para su implementación, los cuales se vencen en octubre de 2006. 
2.2. EVALUACIÓN AL SISTEMA DE CONTROL INTERNO

Esta Auditoría incluyó la evaluación al Sistema de Control Interno de las Áreas involucradas en el proceso de Contratación del DAMA, para el periodo comprendido entre el 1º de enero y el 31 de diciembre de 2005 y su examen se realizo en dos etapas: a) evaluación preliminar con base en encuestas aplicadas a los funcionarios encargados de las Subdirecciones y b) posterior verificación del cumplimiento y aplicación dentro la Fase de Ejecución, lo que permitió emitir concepto sobre el SCI del área en cuestión, en cumplimiento de la Constitución Política de Colombia; Ley 42 de 1993, Manual para el Ejercicio del Control Fiscal en el Distrito Capital, los procedimientos establecidos para el efecto y demás Normas de Auditoría Gubernamental Colombianas; lo normado en las Leyes No. 87 de 1993,  80 de 1993 y  489 de 1998; los Decretos No. 2145 de 1999, 2539 de 2000 y 1537 de 2001; las  Directivas Presidenciales No. 02 de 1994, 01 de 1997 y  09 de 1999; las Circulares No. 01 y  02 de 2000 del Consejo Asesor del Gobierno Nacional en materia de Control Interno y la Circular Externa No. 031 de 2000 en concordancia con la Resolución  No. 196 de 2001 de la Contaduría General de la Nación.

La evaluación se realizó a las siguientes dependencias: Subdirección de Ambiental Sectorial, Oficina Asesora de Control Interno, Subdirección de Ecosistemas y Biodiversidad, Subdirección de Gestión Local, Subdirección de Control de Vivienda, Subdirección Administrativa y Financiera, Subdirección Jurídica, Oficina Asesora de Planeación, Oficina Gerencia Río Bogota, Funcionarios y contratistas de la Red de Monitoreo del Aire y de la Red de Monitoreo de Ruido, Grupo de Residuos Sólidos y Contratistas Asesores de la Dirección, entre otros; se efectuó la valoración de las cinco fases fundamentales que involucran todos los componentes del sistema, pero enfocados hacia el proceso de Contratación, tal como se señala en el cuadro No. 2
Cuadro No. 2
FASES Y COMPONENTES DEL SISTEMA DE CONTROL INTERNO

EVALUADOS EN  LAS DEPENDENCIAS DEL DAMA

	AMBIENTE DE CONTROL
	ADMINISTRACIÓN DEL RIESGO
	OPERACIONALIZ. DE LOS ELEMENTOS
	DOCUMEN-TACIÓN
	RETROALIMENTA-CIÓN

	Principios y valores Institución.
	Valoración del riesgo
	Esquema organizacional 
	La memoria institucional
	Comité de Coordinación del SIC

	Compromiso y respaldo de la alta dirección
	Manejo
	Planeación de la entidad
	Manuales


	Planes de mejoramiento



	La cultura del autocontrol


	El monitoreo a los riesgos
	Procesos y procedimientos
	Normas y disposiciones internas
	Seguimiento a los planes de mejoramiento

	Cultura del diálogo
	
	Desarrollo del talento humano
	
	

	
	
	Sistemas de información
	
	

	
	
	Democratización de la administración pública
	
	

	
	
	Mecanismos de verificación y evaluación
	
	


    Fuente: Manual del Proceso de Prestación del servicio Micro de la Contraloría de Bogotá.
El resultado de esta evaluación se enfocó específicamente a conceptuar sobre el proceso de contratación, sus fortalezas y debilidades, las cuales motivaron las respectivas observaciones, hallazgos y advertencias. 

2.2.1. Resultados

A continuación se citan las circunstancias encontradas que indican desviación o incumplimiento de alguno de los objetivos del Sistema de Control Interno
, entre otros: 

1. Sistema organizacional deficiente

2. Inestabilidad del nivel directivo y operativo

3. Falta de atención y orientación al ciudadano

4. Deficiente racionalización e interrelación de los trámites y actividades misionales, operando para algunos procedimientos con manuales desactualizados y para otros casos con absoluta carencia de estos.  

5. Pérdida de la memoria institucional como herramienta para la toma de decisiones y como elemento de control y seguimiento
6. Deficiente uso del Sistema de Información Ambiental - SIA-DAMA.

7. La falta del procedimiento para el reporte, registro y control de las cuentas por cobrar.

8. Carencia real de Interventoría a la mayoría de los contratos y órdenes de servicio suscritos por el DAMA, puesto que esta función fue asumida por los subdirectores y unos pocos funcionarios de planta de la entidad, labor que se circunscribe al diligenciamiento de un formato mediante el cual se certifica el recibido a satisfacción del bien o servicio pero omitiendo las actividades y responsabilidades reglamentadas en el Manual de Interventoría.

9. No existe integración armónica entre las subdirecciones del DAMA, las que actúan como Oficinas independientes.
10. Gestión misional en cabeza de personal vinculado mediante la modalidad de contratos y órdenes de prestación de servicios, constituyéndose en riesgo tanto por la pérdida de la memoria institucional como por la ineficiencia en la prestación del servicio al momento que dichos contratos no se renuevan. 

11. Incremento de PQR’s situación que evidencia la inconformidad de los usuarios por los diferentes temas de competencia del DAMA

12. Procedimientos para la atención a usuarios, con excesivos pasos que traumatizan la gestión institucional, demora en los conceptos técnicos, lentitud en la promulgación de los actos administrativos, falta de oportunidad en la toma de medidas preventivas, represamiento en la Subdirección Jurídica.

13. Insuficiente espacio físico para el desarrollo de las actividades laborales del Talento Humano de planta y contratistas, así como para la atención de los usuarios.

2.2.1.1. Ambiente de Control 

Resultado de las encuestas muestran un mediano cumplimiento de lo establecido en el artículo 3, literal b., de la Ley 87 de 1993 que indica que “Le corresponde a la Dirección la responsabilidad no solo de establecerlo y mantenerlo sino de perfeccionarlo y adecuarlo a la naturaleza, estructura y misión de la organización”. Aunque la entidad cuenta con una Oficina Asesora de Control Interno, organizada y con los conocimientos apropiados, se aprecia debilidad en los demás directivos de la Institución en este componente, el cual se traduce en lineamientos y directrices para que fluyan a los todos los procesos y actividades misionales.

La OACI en su Informe manifiesta: “la calificación de Ambiente de Control disminuyó obteniendo un  puntaje de 268 de 400 posibles, lo cual pone de manifiesto la falta de participación y el compromiso de cada uno de los directivos y servidores públicos de las diferentes dependencias, a causa de los continuos cambios de directivos presentados durante el año 2005,  contribuyendo a desmejorar la gestión e inalcanzar las metas y objetivos de la organización con eficiencia y eficacia”.

Principios y Valores Institucionales

El DAMA cuenta con Código de Ética, el cual contiene diez (10) valores que según éste sobresalen y caracterizan a la Entidad: Honestidad, Compromiso, Respeto, Responsabilidad, Lealtad, Eficiencia, Ética Profesional, Sentido de Pertenencia, Confianza y Trabajo en Equipo; y se constató que han sido definidos, plasmados y difundidos a través de la página Web, Intranet y en diferentes afiches localizados en las dependencias de la Entidad.

El Código de Ética consta de: presentación, diagnóstico de debilidades, misión y visión del DAMA, comportamiento de los funcionarios, postulados del buen servicio y el decálogo de Valores propiamente dicho. 

Del Informe de la OACI se destaca que “Los funcionarios en algunos casos no interiorizan los principios y valores de la entidad aunque los conocen”, y expone como principal causa: “Debido al continuo cambio de directivos se ha dejado de socializar entre los servidores los principios y valores”.

Compromiso y Respaldo de la Alta Dirección 

Este elemento es crítico pues no contó con la suficiente voluntad por parte de los directivos, reduciendo los recursos y no propiciando los espacios suficientes para actividades con el fin de mantener y mejorar el SCI.   La alta dirección no asumió el liderazgo e iniciativa necesarios para el conocimiento, manejo y aplicación de mecanismos de control y autocontrol, herramientas fundamentales para el mejoramiento continuo y para el cumplimiento de los objetivos misionales de la Entidad.  

Cultura de Autocontrol  

No obstante conocer el concepto que encierra el autocontrol, en la Organización es necesario que reforzar en actividades de capacitación, inducción y reinducción que permita dar a conocer la importancia del significado del autocontrol en la labor diaria. 

Las deficiencias en este sentido se relacionan con la falta de atención al levantamiento y actualización de procedimientos técnicos y administrativos que refuercen el autocontrol, así como el desconocimiento y no aplicación del Manual de Interventoría. 

Cultura del Dialogo  

Este elemento de carácter horizontal y vertical no es lo suficientemente fluido y por tanto no contribuye a una gestión eficaz, aunque los existentes pudieran ser suficientes; la evaluación mostró que es uno de los componentes más débiles, pues cada dependencia opera en forma aislada.  

La comunicación entre áreas misionales y entre los mismos grupos misionales y de apoyo exigen de trabajo adicional por la falta de comunicación y utilización de las herramientas tecnológicas, con lo que se dilata el suministro ágil y confiable de información y de algunos productos, así como la entrega oportuna y fluida de expedientes.  Se reitera la observación que el trabajo se realiza en forma aislada, sin facilitar el diálogo, esta poca interacción entre subdirecciones se radicaliza entre los grupos donde existe mayor interdisciplinariedad. 

2.2.1.2. Administración del Riesgo

La OACI comunica que los Mapas de Riesgos en este momento se encuentran desactualizados (Resolución 628 de 2003, "Por  la cual se establecen los Mapas de Riesgos y sus respectivos mecanismos de control de los procesos y procedimientos del DAMA".), puesto que fueron realizados sobre la base de procesos y procedimientos que también están en etapa de ajuste para la nueva realidad de la Entidad.

Textualmente tomado del Informe de la OACI se lee: El DAMA “…durante el año 2005 no realizó en coordinación con la Oficina Asesora de planeación jornadas de capacitación y retroalimentación para fortalecer los temas que hacen parte de la cultura de la prevención de riesgos, los cuales se presentan como instrumento para la actualización de los mapas de riesgos permitiendo contrarrestar eventualidades que se presenten en el desarrollo de la gestión, situación que se ve reflejada en el disminución de la calificación (121) con respecto al año anterior (233)”.

Valoración, Manejo y Monitoreo

Estas Fases presentan debilidad a nivel en la entidad, por cuanto aunque se valoraron e identificaron dentro de un mapa de riesgos, hace falta actualizarlos y socializarlos de acuerdo con los procesos y procedimientos que adelanta cada funcionario. 

Por lo tanto el principal problema en la Administración del Riesgo es el hecho que gran parte de los funcionarios no lo tengan en cuenta y menos lo asocien a sus procesos; no obstante la OACI esté empeñada en la actualización de los Mapas de Riesgos a los cuales valorar y monitorear.

De acuerdo al literal a., del artículo 2º. y el literal e., del artículo 3º, de la Ley 87 de 1993, la Administración del Riesgo debe considerar entre otras, la adopción de normas para la protección y utilización de los recursos, ante la posibilidad de ocurrencia de los hechos determinados dentro del Mapa de Riesgos. 

Específicamente para el área de contratación, la OACI comenta haber realizado seguimiento tan solo a las actividades que integraban el Plan de Mejoramiento presentado a la Contraloría para el archivo y manejo de expedientes de la Contratación; resultado del cual se programa mejorar el área de expedientes, previa evaluación y diagnóstico por parte de la OACI.     

2.2.1.3. Operacionalización de los Elementos

Esta fase permitió determinar el desarrollo en la entidad, de aspectos tales como: articulación e interrelación del esquema organizacional, la planeación como elemento para asegurar la efectividad de la gestión pública, el levantamiento y desarrollo del manual de funciones, procesos y procedimientos, el desarrollo del talento humano acorde con los requerimientos de la institución, la adopción de mecanismos que permitan la participación y control ciudadano; la adopción de eficientes sistemas de información; así como, la adopción de mecanismos de evaluación y verificación de los objetivos previstos. 

Respecto del Desarrollo del talento humano la OACI en su informe expresa: “…considerando la importancia que representa el desarrollo del Talento Humano en la Entidad, con la participación de los servidores públicos de las diferentes dependencias se elaboró un Plan Anual de Capacitación el cual no se ejecutó”. (el resaltado es nuestro)“Los cambios en la Administración, la rotación de personal, la falta de inducción específica del cargo y el desconocimiento en el tema de Control Interno de los nuevos funcionarios, fueron algunos de los factores de mayor relevancia que afectaron el nivel de avance del sistema de control interno durante la vigencia del 2005”. 

Esquema Organizacional
Aunque existen líneas claras de autoridad y se tiene definida una estructura institucional, no se cuenta con el talento humano suficiente para el cumplimiento de las funciones establecidas como autoridad ambiental, coordinadora del SIAC y gestora de proyectos ambientales, las relacionadas por el Plan de Ordenamiento Territorial - POT, el plan de desarrollo y las determinadas en el Plan de Gestión Ambiental – PGA.

La Organización está diseñada en forma de estructura plana, de pocos niveles, y asume los frentes de trabajo con grupos que integran a contratistas, y de cuyo desempeño debe responder, por lo general el Subdirector respectivo quien obra como “Interventor” de dichos contrato, labor que en la práctica no se cumple por cuanto la realidad es que se limita a la expedición de un certificado de recibido a satisfacción del servicio o producto. 

El siguiente cuadro muestra el comportamiento que la actividad de “Interventoría” no se da propiamente por la incapacidad física para realizarla. 

Cuadro No. 3
	CUADRO RESUMEN DE LAS INTERVENTORÍAS A LA CONTRATACIÓN DEL AÑO 2005 

	FUNCIONARIO ENCARGADO DE LA INTERVENTORÍA


	NÚMERO DE CONTRATOS

	SUBDIRECCIÓN  ADMINISTRATIVA Y FINANCIERA
	43

	SUBDIRECCIÓN  CONTROL DE VIVIENDA
	48

	SUBDIRECCIÓN  JURÍDICA
	93

	SUBDIRECCIÓN  ECOSISTEMAS Y BIODIVERSIDAD
	51

	OFICINA ASESORA DE PLANEACIÓN
	23

	SUBDIRECCIÓN  AMBIENTAL SECTORIAL
	170

	SUBDIRECCIÓN  GESTIÓN LOCAL
	60

	DIRECCIÓN
	14

	Subtotal
	502

	OTROS FUNCIONARIOS
	98

	TOTAL CONTRATOS DEL LISTADO
	600


Planeación  
Aunque la Entidad cuenta con planes de acción, estratégico e indicativo, su cumplimiento y cabal aplicación no se puede dar debido a la falta de continuidad en los cargos directivos y su grupo de colaboradores, situación que paraliza temporalmente la Entidad con motivo de la etapa de ajuste y conocimiento del desempeño de los respectivos cargos.

Procesos y Procedimientos 

Se tienen identificados los procesos misionales y de apoyo. No obstante, en la Entidad se sigue aplicando el Manual de Procesos y Procedimientos la resolución No. 990 del 11 de julio de 2003, "Por la cual se adopta el manual de procesos y procedimientos del DAMA" suscrito con anterioridad a la reestructuración del DAMA dada mediante el Decreto 330 de 2003, razón por la cual se adelanta el proyecto de actualización. Para ajustarse a los cambios y necesidades de las diferentes áreas se producen circulares e instructivos relacionadas con el tema, pero aún no se cuenta con procedimientos formales para la Subdirección de Control de Vivienda y para la Subdirección de Gestión Local.

Sistemas de Información

El DAMA cuenta con el Sistema de Información Ambiental - SIA-DAMA, para capturar toda la información Ambiental e institucional, el cual permanece con baja utilización por la falta de directrices precisas por parte de las Directivas, que parecen no estar concientes de las bondades de esta costosa herramienta. 

Adicionalmente cuenta con una red de cómputo, buena parte de la cual tiene en sus puntos o estaciones de trabajo equipos en calidad de arrendamiento, hardware y software con las limitaciones tecnológicas por no corresponder a últimos modelos ni configuración con versiones actualizadas, incluso que no soportan la instalación de los nuevos Antivirus por su escasa capacidad.

También cuenta con Sistemas y Módulos computarizados independientes para el manejo de la Información de Contabilidad, de Inventarios, de presupuesto, bajo diferentes desarrollos de sistemas y plataformas. La restante información se realiza con herramientas de ofimática como hojas de cálculo Excel, procesador de texto Word, etc.      

Algunas de las observaciones evidenciadas son:  

· Carencia de equipos modernos y actualizados para cubrir las necesidades de todos los funcionarios y los mismos contratistas, por lo que algunos de ellos son vinculados por prestación de servicios con equipos de computo incluido, corriendo el riesgo de  pérdida de la memoria institucional. 

· Los contratistas no ingresan los datos e informes producto de su labor al SIA-DAMA, por la carencia de equipos habilitados para el efecto, exigencia por parte del interventor o encargado del seguimiento de sus actividades, capacitación e inducción sobre el manejo del Sistema, etc.

· La información producida por las diferentes dependencias, en gran parte no queda interrelacionada en el SIA-DAMA, al no contar con procedimientos o mecanismos oportunos, por tanto muchos reportes no son confiables para la toma de decisiones.

· El SIA-DAMA no reporta una información oportuna y veraz. 

· Al no incluirse en el SIA-DAMA los productos objeto de múltiples contratos, esta información queda como copia dura literalmente abandonada en los archivos de la Entidad y sus resultados no son el soporte de nuevas actuaciones.

· La atención de peticiones, quejas y reclamos al no estar sistematizada no permite efectuar el adecuado seguimiento como tampoco una respuesta oportuna.

· La página Web del DAMA no se encuentra actualizada por falta de administrador, según lo afirma la OACI.

· Los Mapas de riesgo se encuentran desactualizados y no existe constancia de la socialización de la Matriz de riesgos.

Democratización de la Administración Pública
La entidad utiliza diversos canales de comunicación como e-mail, página Web, programas de televisión, cuñas radiales, afiches, guías ambientales y volantes para informar al usuario sobre los diferentes servicios y programas con que cuenta, esta información ha sido vital para que se consulte mucho más el área técnica y se promueva la institución.

No obstante implementarse mecanismos para consultar opiniones, necesidades y prioridades de los ciudadanos mediante audiencias públicas en el licenciamiento ambiental, para otros programas o proyectos como el Pacto de Bordes sobre los Cerros Orientales de Bogotá y ahora por intermedio de la Subdirección de Gestión Local; aún no facilita la participación de la comunidad en la toma de decisiones; lo anterior se evidencia en:

· El DAMA no cuenta con una guía o programa de control social que facilite al usuario el seguimiento y evaluación de los planes, proyectos, servicios y contratos, en aplicación de los principios de transparencia y publicidad.  

· Se carece de un instructivo institucional para hacer más efectiva la planeación participativa de los usuarios, ciudadanos y los mismos funcionarios.

· La rendición de cuentas a los ciudadanos solo se da de manera global como parte de toda la Administración Distrital.

· Los programas educativos para preparar a los ciudadanos en la gestión institucional, son bastante limitados.

Mecanismos de verificación y evaluación
La Oficina Asesora de Control Interno tiene elaborado un Plan General de Evaluación, de acuerdo con el panorama de riesgos de la organización, donde  se refleja el riesgo asociado a los recursos, procesos y sistemas de información de la entidad, no obstante es muy amplio para desarrollarse con los funcionarios adscritos a este despacho. Y que adicionalmente se le ha encomendado labores de atención a requerimientos de los Entes de Control, configurar planes de mejoramiento, etc.  

Aún así, no se cuenta con mecanismos efectivos para determinar la efectividad de las acciones ambientales sobre el estado, manejo y conservación de los recursos naturales mediante instrumentos diversos, uno de los cuales corresponde a los indicadores de calidad y sostenibilidad ambiental de la ciudad y el avance mismo de las cuentas ambientales de la capital, que pueden determinar la cantidad y calidad de los activos ambientales y el gasto público en esta materia.

Propiamente en el área de contratación, la OACI manifiesta no haber realizado la evaluación planeada, que se encontraba en cabeza de la Jefe de la Oficina. 

2.2.1.4. Documentación
La entidad no tiene una buena memoria institucional, no se utiliza para sustentar la toma de decisiones, su principal herramienta no es alimentada en forma completa y oportuna (SIA-DAMA) el cual debería ser el mayor soporte técnico de la Entidad. 

A la apreciación del Equipo Auditor se suma el Informe de la OACI, que al respecto expresa: “Falta de conocimiento de las competencias institucionales desde cada una de las dependencias, afectando la inobservancia de términos legales y de respuestas oportunas. Limitación en el recurso humano para el proceso de evaluación, el asesoramiento en el desarrollo de los procesos administrativos y sistema de control interno por parte de la oficina asesora de control interno. Falta de conocimiento de las competencias institucionales desde cada una de las dependencias, afectando la inobservancia de términos legales y de respuestas oportunas. Limitación en el recurso humano para el proceso de evaluación, el asesoramiento en el desarrollo de los procesos administrativos y sistema de control interno por parte de la oficina asesora de control interno”.

Memoria Institucional 
En las dependencias evaluadas se estableció que operan los diferentes sistemas de información de la entidad: archivos, informes, memoria institucional y demás documentos. Se están emitiendo continuamente normas como decretos, resoluciones y demás actos que regulan la actividad ambiental de la ciudad urbana y rural. 

Este patrimonio se conserva de manera formal, se cuenta con un Centro de Documentación especializado donde los funcionarios y ciudadanos pueden consultar videos, revistas institucionales, fotografías, publicaciones, etc., producto de la actividad ambiental de la ciudad, de la Región y la Nación.

De los expedientes consultados se aprecia:

· Desorganización en los archivos y los actuales contratistas aducen no conocer la gestión realizada con anterioridad a la suya.

· La entrega de expedientes no es oportuna y al no estar incluida esta información en el SIA-DAMA, no permiten una consulta oportuna, ágil y óptima para la toma de decisiones.

· No hay continuidad en la actualización de expediente, se deben formalizar procedimientos que sean ágiles y expeditos para la entrega de expedientes, su consulta y utilización.

· Renuencia de los interventores para archivar en los expedientes los productos finales de los contratos o indicar a través de algún procedimiento su ubicación para consulta y uso.

· Conformación de expedientes en forma desordenada, sin archivo de documentos básicos, sin foliar o foliados a lápiz, etc.

Manuales  

El DAMA como entidad requiere de manuales, por cuanto en ellos se establecen los procedimientos de las actividades a desarrollar en cumplimiento de los proyectos y labores administrativas. Además, facilitan una adecuada delimitación de los niveles de autoridad y de responsabilidad, de acuerdo al literal d., artículo 4º, de la Ley 87 de 1993. 

Desactualización del Manual de procesos y procedimientos, aplicándose el normado mediante la Resolución No. 990 de 2003 suscrito con anterioridad a la reestructuración del DAMA dada mediante el Decreto 330 de 2003, por lo que ya no se ajusta a la realidad del Ente.  A pesar de estar disponible en Intranet (Red de  Área Local y la Web Site y la página Web, el hecho es que no siempre se tiene conocimiento de ello y no es herramienta de constante consulta.

Otras debilidades evidenciadas fueron:

· No se efectúa la verificación de la aplicación de los manuales como parte de las labores que desarrollan los diferentes funcionarios. Esta sólo se realiza cuando hay problemas en algún área (registros contables, cruces de información, demoras en actos administrativos, reportes y otros), lo que conlleva a que la  información no sea oportuna, ni confiable. 

· No se logra trabajar conforme a lo establecido en las normas que regulan el SCI en los registros que soportan el desarrollo de los diversos procesos, como base del trabajo institucional y la toma de decisiones. 

· El Manual de Interventoría adoptado mediante Resolución No. 015 de enero de 1998, no es aplicado a pesar de contener aspectos tales como: objetivos generales de supervisión, funciones del interventor; formas de comunicación, responsabilidades del interventor; diagramas de flujo de los distintos contratos del DAMA, sistema de manejo y control de los contratos, normas específicas de los Entes de Control y manejo para toda clase de contratos (consultoría, obra, suministro, prestación de servicios e interadministrativos). 

· Además de lo enunciado, se pudo reiterar que los procedimientos establecidos hasta el momento, no tienen la necesaria difusión y no conllevan a la racionalización de recursos, especialmente tiempo. 

Normas y Disposiciones Internas  

Al determinar la manera de utilización de normas y disposiciones, se encuentra que buena parte de ellas son conocidas en los niveles directivos y no se socializan con el personal a cargo. 

Las diversas áreas evaluadas y los funcionarios encuestados cuentan con ellas, poseen, conocen y examinan; están en la red para consulta como mecanismo adecuado de divulgación que facilita su consulta y uso tanto a funcionarios como a ciudadanos.  Sobre el tema la OACI evidencia en su informe: “…se carece de un normograma que permita actualizar la gestión de las diferentes dependencias”. 

2.2.1.5. Retroalimentación 

La evaluación de esta fase permitió determinar la constitución del Comité Coordinador de Control Interno y su función evaluadora y dinamizadora en el proceso de implementación del Sistema de Control Interno de la  Entidad. Facilita conocer la existencia de planes de mejoramiento en el ámbito de todas las dependencias y el seguimiento que a éstos se hace, es decir su función de acompañamiento. 
Lo anterior indica que esta fase dinamizadora del Sistema de Control Interno no ha sido efectiva, en la medida que la cultura de autocontrol, que es la que permite trabajar en el mejoramiento de la gestión administrativa, ha sufrido un notable retraso, a pesar de los esfuerzos de OACI.

De acuerdo con lo manifestado por la OACI, las actuaciones y conceptos técnicos y jurídicos se realizan a criterio del funcionario o contratista encargado del asunto, por cuanto “No hay consolidado un trabajo de análisis  jurídico que permita hacer DOCTRINA JURIDICA, quedando  alguna veces a criterio de los funcionarios”.

Planes de Mejoramiento
Aunque se encuentran formalmente establecidos, por efecto de los cambios de Dirección y sus Equipos de Colaboradores, el cumplimiento de las metas y actividades también han tenido nuevas orientaciones, y etapas de receso o inactividad por efecto de los constantes cambios.

Los planes de mejoramiento son una de las herramientas que facilitan cumplir los principios básicos de igualdad, eficiencia, economía, celeridad e imparcialidad, entre otros, tal como lo indica el artículo 1º. De la Ley 87 de 1993; es  trabajar en aras de cumplir con las actividades en ellos propuestas y  mitigar debilidades detectadas.   Para su diligenciamiento y confección, la OACI reconoce en su Informe: “Limitada cobertura en asesoría y acompañamiento por parte de la Oficina asesora por efecto del reducido grupo y el tamaño de la entidad”.
Seguimiento  
Este se ejerce a través de los planes de mejoramientos, como resultado de los  procesos auditores. La Entidad no ha trabajado de manera eficiente en su seguimiento con acciones específicas, sino que por intermedio de la OACI se consolida la información que al respecto proveen los diferentes responsables de actividades de mejoramiento sin entrar a verificar su veracidad y confiabilidad.  El Informe de la OACI en su evaluación aduce que: “Algunas áreas aún perciben el control interno como policivo y no de asesoría y acompañamiento”.
2.2.2. Conclusiones

El Sistema de Control Interno en el DAMA en la últimas tres (3) vigencias fiscales ha venido desmejorando, pese a los compromisos suscritos dentro de los Planes de Mejoramiento, en razón a las deficiencias detectadas.

La opinión que expresamos sobre el Sistema de Control Interno en el presente ejercicio auditor es de carácter cualitativo por cuanto se aplicó direccionado al entorno de la Contratación, el cual se considera como área crítica.  

Aunque existe formalmente establecida la Oficina Asesora de Control Interno y un Comité de Coordinación del Sistema, legalizados y organizados, están limitados por su tamaño y las tareas adicionales a las propias de la OACI, situación que incide en el desempeño propio y el de toda la organización, considerado por esta auditoria en el rango de REGULAR, situación que evaluada con una metodología diferente, es  ratificada por la OACI en los siguientes términos: “…de acuerdo con los resultados de la evaluación se ubica en un NIVEL MEDIO con un total de 1301 puntos que representan un 62.0%. Sin embargo, comparados con los resultados de la evaluación de la vigencia anterior se evidencia una disminución porcentual del 7.7%”. 

Corrobora el concepto del Sistema de control Interno del DAMA emitido por este ejercicio auditor, lo expresado por el Contador Público Juan José Rojas Rodríguez, en desarrollo del contrato de prestación de servicios No. 292/2005 cuyo objeto fue apoyar el proceso de saneamiento contable de la entidad, que en su informe final, incluyó un “análisis y evaluación de carácter general acerca de los procedimientos y sistemas de control interno contable…” en que manifiesta entre otros, lo siguiente:  

“…concluimos que existen serias debilidades en los sistemas de control interno contable y financiero que traen como consecuencia la ausencia de un registro oportuno de las operaciones y transacciones de la entidad y los posibles ingresos que puedan generar su labor como autoridad ambiental y ello se deriva de la ausencia de definición de procesos básicos de la entidad, lo mismo que de procedimientos y sistemas de control interno que conduzcan a su debido registro como consecuencia de una debida coordinación entre todas las áreas desde el momento en que se inician hasta que se registren y recauden, pero como no se encuentran definidos la resultante es un desvertebramiento de los procesos y de la estructura organizacional, donde cada área o dependencia realiza una labor en forma independiente sin integración con las demás, que contribuyen a la ausencia de registros y por ende a la posible confiabilidad y razonabilidad de los registros contables”(el subrayado fuera de texto)

“Limitaciones en los alcances del trabajo: …los funcionarios que intervienen en los procesos manejan o disponen de información parcial pero no existen adecuados flujos de soporte y respaldo entre las diferentes áreas y se hace difícil construir información y por lo tanto tener certeza razonable que todos los hechos, operaciones y transacciones que realiza la entidad se encuentren debidamente soportados y registrados” 
“…con excepción de lo correspondiente a multas y sanciones que fue tomada a partir de las resoluciones expedidas, pero en los otros casos no existen los medios que nos permitan aseverar que todos los efectos económicos que sean susceptibles de ser cuantificados y registrados se encuentren efectivamente contabilizados y especialmente por efectos, conforme lo mencionamos anteriormente que no existe integración  ni coordinación entre las áreas y ello permite que los funcionarios actúen, decidan o ejecuten actividades que podrían ser consideradas contablemente pero no son reportadas y por consiguiente no es fácil determinar si se incorpora todo que requiere ser registrado o si por el contrario ya existen algunas decisiones  que podrían conducir a otros efectos, como es el caso de los convenios que en principio ya se encuentran ejecutados, suspendidos o en vía de liquidación”    

2.3. SÍNTESIS Y HALLAZGOS 
2.3.1. Análisis de Contratos suscritos dentro del Proceso de Liquidación del Contrato No. 015 de 1994 PTAR El Salitre
En cumplimiento de la Resolución No. 2036/03 de terminación del contrato 015/94, el Distrito compró anticipadamente la PTAR Salitre, por lo que tuvo  que efectuar erogaciones de aproximadamente US$74,0 millones, equivalentes a $199.081,7 millones, incluida la indemnización correspondiente, los cuales se encuentran discriminados de acuerdo con el cuadro No. 4
Cuadro No. 4
PAGOS FONDO CUENTA POR TERMINACIÓN CONTRATO 015/94
(Valores en millones $)
	VERIFICACION PAGOS FONDO CUENTA A BAS POR TERMINACION CTO 015/94

	FECHA
	SOPORTE
	BENEFIC.
	CONCEPTO
	VALOR

	09-08-04
	Fra. 058 cto 015
	BAS
	Capacitación Entrenamiento 
	60,30

	05-02-04
	Oficio 562778
	BAS
	Terminación Cto. 015/94 VNT
	31.579,40

	11-02-04
	Oficio 8598
	BAS
	Terminación Cto. 015/94 VNT
	8.284,10

	11-02-04
	Oficio 8597
	BAS
	Terminación Cto. 015/94 VNT
	7.115,90

	05-02-04
	Oficio 8569
	BAS
	Terminación Cto. 015/94 VNT
	25.320,50

	16-02-04
	Oficio 8621
	BAS
	Terminación Cto. 015/94 VNT
	8.186,48

	16-02-04
	Oficio 8660
	BAS
	Terminación Cto. 015/94 VNT
	7.813,51

	20-02-04
	Oficio 8661
	BAS
	Terminación Cto. 015/94 VNT
	63.097,49

	20.294,86
	Oficio 8661
	BAS
	Terminación Cto. 015/94 VNT
	20.294,86

	SUBTOTAL VALOR NEUTRO DE TERMINACION
	171.692,24

	15-12-2004
	Pago Cto. 015/94
	BAS
	Liquidación  015/94 DELTA
	27.389,38

	TOTAL CANCELADO A BAS POR TERMINACION CTO 015/94
	199.081,62


Fuente: Informes Fiduciaria Popular año 2004

Igualmente, en contratos de prestación de servicios para el apoyo técnico, legal y financiero, dentro del proceso de liquidación del contrato No. 015/94 la Entidad invirtió $1.005.587.046, los cuales fueron revisados y analizados: 

2.3.1.1. Contrato de Prestación de Servicios 056 del 18 de Abril de 2005
Por valor de $348.000.000, con el objeto de contratar la prestación de servicios profesionales de una firma de abogados que se encargue de representar al Distrito Capital en todas las actuaciones del proceso de arbitramento instaurado para reclamar un desequilibrio económico del contrato 015 de 1994. Contratista Martha Clemencia Cediel de Peña.
Revisado el expediente del proceso arbitral se observan las actuaciones que la apoderada del Distrito ha realizado hasta el momento en la defensa de sus intereses, es decir que respecto al cumplimiento del objeto contractual y obligaciones del contratista se vienen cumpliendo.

Respecto a la selección del contratista, si bien por la cuantía del contrato, conforme al presupuesto del DAMA estaría dentro de aquellos en los que el mismo debería ser seleccionado a través de licitación o concurso público, se trata de un contrato de prestación de servicios profesionales que conforme al literal d del artículo 24 de la ley 80 de 1993, se puede contratar directamente y no solo por esa razón sino que además, la contratista realizó el acompañamiento al DAMA-Distrito, en el proceso de liquidación del contrato 015 de 1994, que dio lugar al proceso arbitral, por ende es conocedora del mismo. Por tanto esta enmarcado la suscripción del mismo dentro de lo dispuesto por la ley.

2.3.1.2.  Hallazgo Administrativo con incidencia Disciplinaria No. 2  Contrato 188 del 24 de diciembre de 2004)
Por valor de $100.000.000 mas una adición de $50.000.000; con el objeto de contratar la prestación de servicios profesionales de una firma de expertos financieros para que asesore al Distrito en el proceso arbitral derivado del contrato 015 de 1994. Contratista Taller de Estrategias S.A.
No cumple con los diez años de experiencia establecidos en los términos de referencia; fue constituida el 15 de abril de 1996, mediante escritura pública 1267 del 9 de abril de 1996 y el contrato se suscribió el 24 de diciembre de 2004 (tendría 8 años y 8 meses). Desconociéndose el principio de selección objetiva consagrado en el artículo 29 de la ley 80 de 1993.

Efectivamente se contrato a una firma para que asesora al distrito en el tema financiero dentro del proceso arbitral derivado del contrato 015 de 1994, pero con el inconveniente de que se contrato sin haberse iniciado el proceso arbitral en la Cámara de Comercio, pues el Tribunal de Arbitramento compuesto por los Siguientes Árbitros: Juan Camilo Restrepo Salazar, Carlos Antonio Espinosa Pérez y Eduardo Zuleta Jaramillo, se instalo el 29 de abril de 2005 y el contrato se suscribió el 24 de diciembre de 2004.

La anterior situación condujo a que no se cumpliera con el objeto del contrato, en estos primeros cuatro meses resultando superflua la celebración de este contrato para este periodo; pues si bien el contrato y los términos de referencia indican: que, el contratista debía “… Acompañar a través de estudios y conceptos necesarios al Distrito y a los abogados que asesoran al Distrito, demás actividades que sean solicitadas por el DAMA o por los abogados del Distrito, como presentar un informe parcial de actividades (primer mes de ejecución), un segundo informe (tercer mes de ejecución), un  informe final (al momento de culminación del contrato)…” No se evidencia el cumplimiento dichas obligaciones. Como informe de actividades se relacionan un sin numero de actividades, sin que se demuestre que efectivamente se produjeron; es decir, no existen los estudios o conceptos, con los cuales se pretendía asesorar al Distrito y a sus abogados.

El primer pago se realiza al contratista, sin existir su justificación o cumplimiento del objeto contractual, sencillamente porque conforme al expediente el trámite arbitral inicia el 20 de abril de 2005 y el Tribunal Arbitral se instaló el 29 de abril de 2005, donde se fijaron los honorarios a los árbitros y el secretario.

Por tanto a pesar de haberse limitado o mejor determinado el tema de convocatoria del Tribunal de Arbitramento dentro del acta de liquidación del contrato, no se había presentado la demanda y por tanto el establecimiento concreto de los hechos y de las pretensiones sobre las cuales debía pronunciarse el contratista para asesorar al DAMA y a sus apoderados conforme al objeto contractual; resultando la celebración de este contrato un gasto innecesario, ya que el contratista recurrió a formular o crear presuntas pretensiones para tener algún elemento al que referirse y mostrar alguna actividad que  justificará el pago. 

Es decir que no se realizó asesoramiento alguno, pues el único informe que reposa dentro de la carpeta del contrato y realizado a solicitud del DAMA corresponde a las conclusiones derivadas del contrato 199 de 2003 y 038 del 28 de mayo de 2004, que previamente realizó con el DAMA dentro del proceso de liquidación del contrato 015 de 1994.

Como consecuencia de haber suscrito el contrato con antelación a la iniciación del proceso arbitral, surge la necesidad de modificar el contrato estableciendo otras obligaciones, prorrogando el plazo y adicionando el valor, en $50.000.000, pues su vencimiento 24 de mayo de 2005, coincidía con la apertura del proceso arbitral y dentro del cual era que se requería su apoyo.

Dentro de la prorroga el apoyo o asesoría dado por el contratista al proceso arbitral corresponde al análisis del dictamen pericial, con lo cual se confirma que el contrato debió suscribirse una vez instalado el Tribunal de Arbitramento. 

Lo anterior puede ser constitutivo de un detrimento, teniendo en cuenta que la contratación estatal se encamina al cumplimiento de los fines del estado y que conforme al numeral 4º del artículo 26 de la ley 80 de 1993:”…Las actuaciones de los servidores públicos estarán presididas por las reglas sobre administración de bienes ajenos y por los mandatos y postulados que gobiernan una conducta ajustada a la ética y a la justicia…”. 

Como el contrato esta en ejecución no es procedente tramitarse como un hallazgo fiscal, ya que de acuerdo al inciso 2º. del artículo 65 de la ley 80: “…Una vez liquidados o terminados los contratos, según el caso, la vigilancia fiscal incluirá un control financiero, de gestión y de resultados, fundados en la eficiencia, la economía, la equidad y la valoración de los costos ambientales…” pero se deberá hacer seguimiento al mismo. 

Lo anterior denota el incumplimiento de las obligaciones del interventor encargado de la vigilancia y control del contrato y como lo señala el numeral 1º. del artículo 26 de La ley 80 de 1993: “… principio de responsabilidad- Los servidores públicos están obligados a buscar el implemento de los fines de la contratación, a vigilar la correcta ejecución del objeto contratado y a proteger los derechos de la entidad, del contratista y de los terceros que puedan verse afectados por la ejecución del contrato…”
ANALISIS RESPUESTA
La administración pretende enmarcar la celebración de este contrato, dentro del principio de planeación y conveniencia como argumento de defensa, lo cual resulta equivocado, púes efectivamente los mismos no se aplicaron y de haber sido así cosa distinta hubieran sido los resultados.

Si bien el contratista actuó dentro del la liquidación del contrato 015 de 1994 y se había acordado someter las diferencias a un tribunal de arbitramento, este hecho por si, no era indicador del momento mismo de su instalación y consecuente presentación de la demanda, para adoptar la decisión de contratar la firma TALLER DE ESTRATEGIAS.

Por otra parte como se indicó antes, la firma participó en el proceso de liquidación a través de los contratos199 de 2003 y 038 del 28 de mayo de 2004, y en ellos presentó su análisis financiero sobre el tema y por ende tenía claro su posición respecto al objeto de la demanda, y por tanto no requería planear estrategia alguna.

Entonces es claro que, no se realizó ningún aporte dentro del contrato 188 de 2004, en su plazo inicial, distinto al que se realizó en los contratos antes indicados, no siendo cierto, lo manifestado en la respuesta sobre el diseño de estrategia para la defensa de los intereses del distrito al no ser evidente la misma dentro la ejecución del contrato.

Es menester, dejar en claro que, este ente de control para realizar la correspondiente afirmación, de manera responsable, analizó uno a uno los informes presentados en los distintos contratos. 
2.3.1.3. Hallazgo Administrativo de Incidencia Disciplinaria No. 3  Contrato 038 del 24 de mayo de 2004 

Por valor de $232.000.000 con el objeto de “contratar la prestación de servicios profesionales de expertos financieros para apoyar al DAMA en el proceso de liquidación del contrato de concesión no. 015 de 1994.” Contratista Taller de Estrategias.
Analizado los documentos que soportan la ejecución del contrato se observa el cumplimiento por parte del contratista del objeto contratado.

Por la cuantía conforme al numeral 1º. Del artículo 24 de la ley 80, la escogencia del contratista se debía realizar mediante la modalidad de concurso público, situación que no fue observada, desconociéndose el principio de selección objetiva consagrado en el  articulo 29 de la ley 80 de 1993 y el de transparencia, Articulo 24 de la ley 80 de 1993, por parte del DAMA. 

En virtud del artículo 62 de la ley 80 de 1993, la competencia sobre el control de la inobservancia de los principios de contratación estatal, radica en el ministerio público, por tal razón el desconocimiento de tales principios es de orden disciplinario.

ANALISIS RESPUESTA
Es para este ente de control claro, como se indica en el informe que, la omisión en la aplicación de los principios contractuales señalados en la ley 80 de 1993, son de competencia del ministerio público, a quien, se le dará traslado para que asuma el conocimiento del mismo.

Cosa distinta es que, en ejercicio de nuestra función pública, tales irregularidades deben ser señaladas al sujeto de control para que, las subsane en el cumplimiento de sus funciones, ya que, con ellas se desconoce el derecho fundamental a la igualdad.

La administración no puede alegremente dar repuesta a una observación tan importante, sobre el manejo de la contratación, amparada en la competencia que, lo único que hace, es confirmar la manera irregular como se conduce la misma. Se le recuerda que los funcionarios públicos responden por acción u omisión.
2.3.1.4.  Hallazgo Administrativo de Incidencia Disciplinaria No. 4  Contrato 141 del 7 de octubre de 2004
Valor inicial $30.000.000 mas una adición de $15.000.000 con el objeto de “…asesorar y acompañar al DAMA en los aspectos de derecho administrativo aplicables al proceso de liquidación del contrato de concesión 015 de 1994”. Martha Clemencia Cediel de Peña.
Respecto a la ejecución del objeto contractual y de las obligaciones, se estableció a través del análisis a toda la documentación que corresponde al proceso de liquidación del contrato 015 de 1994, su cumplimiento.

Ahora bien en lo que tiene que ver con la selección, a pesar que, por la cuantía y por tratarse de la contratación de un servicio profesional, conforme al literal a y d del artículo 24 de la ley 80 de 1993, el contratista se podía seleccionar mediante la modalidad directa, está se debía realizar mediante convocatoria pública, desconociéndose el principio de transparencia consagrado en el artículo 24 de la ley 80 de 1993.

En virtud del artículo 62 de la ley 80 de 1993, la competencia sobre el control de la inobservancia de los principios de contratación estatal, radica en el ministerio público, por tal razón el desconocimiento de tales principios, es de orden disciplinario.
ANALISIS RESPUESTA
Si bien se trata de la contratación de un servicio profesional, no menos cierto es que amparado en ello, no se puede desconocer que, existen muchos profesionales que reúnen tales características, para ser contratados 

La ley cuando habla de los profesionales, para ser contratados directamente, esta haciendo referencia a profesionales con calidades que desbordan las normales, por tanto su escogencia no puede ir en contravía de los principios constitucionales, de los intereses patrimoniales de la entidad, y mucho menos en el desconocimiento de los principios de selección objetiva y transparencia, porque además, existen en nuestro medio muchos profesionales con tales calidades. 

2.3.1.5. Hallazgo Administrativo de Incidencia Disciplinaria No. 5 Contrato 163 del 3 de diciembre de 2004
Por valor de $28.993.050, mas una adición por $15.000.000 valor total $43.993.050, con el objeto de “…asesoría y control de los aspectos técnicos derivados de la operación de la PTAR El salitre y de la liquidación del contrato 015 de 1994.”  Consorcio Ceilam.
Analizados los cuatro tomos compendio del acta de liquidación, se verificó el cumplimiento del objeto contractual.

No obstante lo anterior, en los tomos no aparece un resumen ejecutivo que cuantifique lo que sale a deber el Distrito a BAS y viceversa o a que corresponden las sumas iniciales de reclamación y las posteriores.

Respecto a la selección del contratista, a pesar que por la cuantía, conforme al  literal a del artículo 24 de la ley 80 de 1993, el contratista  se podía seleccionar mediante la modalidad directa, está se debía realizar mediante convocatoria pública. Desconociéndose el principio de transparencia consagrado en el artículo 24 de la ley 80 de 1993.
En virtud del artículo 62 de la ley 80 de 1993, la competencia sobre el control de la inobservancia de los principios de contratación estatal, radica en el ministerio público, por tal razón el desconocimiento de tales principios, es de orden disciplinario.
ANALISIS RESPUESTA
Si bien se trata de la contratación de un servicio profesional, no menos cierto es que amparado en ello, no se puede desconocer que, existen muchos profesionales que reúnen tales características, para ser contratados 

La ley cuando habla de los profesionales, para ser contratados directamente, esta haciendo referencia a profesionales con calidades que desbordan las normales, por tanto su escogencia no puede ir en contravía de los principios constitucionales, de los intereses patrimoniales de la entidad, y mucho menos en el desconocimiento de los principios de selección objetiva y transparencia, porque además, existen en nuestro medio muchos profesionales con tales calidades. 

2.3.1.6. Hallazgo Administrativo de Incidencia Disciplinaria No. 6 Contrato 243  del 21 de noviembre de 2003 
Por valor de $100.000.000 con el objeto de “Contratar la prestación de servicios profesionales de la firma en virtud de la cual, ésta asesorará y acompañará al DAMA, con dedicación y pago por horas, en los aspectos jurídicos que correspondan, frente a la eventual decisión de la administración de dar por terminado unilateralmente el contrato de concesión 015 de 1.994 y las consecuencias que de ello se deriven” Contratista Rodríguez Azuero Asociados.

Este contrato fue suscrito ante la necesidad de evaluar jurídica y financieramente la posible terminación del contrato 015 de 1994, es decir no corresponde a la liquidación.

De la relación de actividades donde se factura las horas, por parte del contratista, se podría pensar que las mismas fueron ejecutadas, pero dentro de la carpeta no existe la más mínima evidencia de haberse efectuado, o informe alguno como se indica en el acta de liquidación, muy a pesar  que en redacción de documentos se emplearon 49 horas, en análisis 24 y en reuniones internas y externa 76, que corresponden al 45.66% del total de las 325.95 horas facturadas.

Por otra parte respecto a la eficiencia de la gestión y de los resultados obtenidos, es claro que, de la forma como se contrata este tipo de servicios profesionales; por horas, permite que gran parte de la ejecución contractual, se desarrollo en tele conferencia que no deja vestigios de lo actuado y si se obtienen con ello resultados en beneficio de la administración y para lo cual fueron contratados, resultando inocua la misma. Lo anterior puede ser constitutivo de un posible detrimento fiscal si la administración no prueba los resultados del mismo. 
ANALISIS RESPUESTA
Como consta en los sin números oficios remitidos y solicitados a la administración sobre todos los documentos soporte de la liquidación del contrato, no se allegó cosa distinta a lo que se refiere en el informe.

Pretender el DAMA, imponer la obligación a la contraloría de Bogotá de probar la ejecución de un contrato, es invertir la carga de la prueba, en quien la tiene, omitiendo su propia obligación. 

Resultando absolutamente descabellada, carente de seriedad, la respuesta dada por la administración a la observación, que raya en la falta de respeto a la función de este ente de control y que obstaculiza el control fiscal. Procediéndose a tramitarla como hallazgo fiscal.

Lo anterior es palmario que, la administración no suministra la información que se solicita dentro del término de ejecución de la auditoria, y que si lo hace es parcial.

2.3.1.7. Hallazgo Administrativo de Incidencia Fiscal No. 7  Análisis de los pagos de la liquidación del Contrato  015 de 1994 
De conformidad con lo expuesto en el numeral 14.2 del Acta de liquidación bilateral, suscrita el 7 de diciembre de 2004 entre el Distrito y el Concesionario BAS, el D.C. presentaba reclamaciones dentro del periodo de negociación, por valor de US$31.555.911, representados en los siguientes conceptos:

Cuadro No. 5
RECLAMACIONES DEL DISTRITO
(Valores en us$)

	CONCEPTO
	VALOR US$

	Desequilibrio económico derivado de la aplicación de la formula matemática para calcular la TIR
	14.932.000

	Estación elevadora, By-PASS y otras estructuras indispensables para la operación de la PTAR y su compatibilidad
	8.556.411

	Reclamación por exención al Concesionario del IVA
	567.500

	Reclamación por exceso de indemnización 
	6.500.00

	Reclamación por instrumentación inadecuada
	aproximadamente   1.000.000

	Saldo del Fondo de Reposición sobre valor en libros a 31-12-03
	725.000

	TOTAL RECLAMACIONES DISTRITO –DAMA-
	31.555.911


Fuente: Acta de liquidación cto. 015/94 (valores aproximados)
De otra parte, BAS presentó formalmente las siguientes reclamaciones:
Cuadro No. 6
RECLAMACIONES DEL CONCESIONARIO BAS

(Valores en us$)

	CONCEPTO
	VALOR US$

	Depósito previo debido a un encaje a la financiación externa establecida mediante Resoluciones proferidas por el Banco de la República, actualizado a abril de 2004 ante la CCI
	11.457.267

	Químicos (US 6M/factor de corrección (US1.1M/ multas US$ 0,2) ante la CCI
	7.200.000

	Lucro cesante por los ingresos relativos a las actividades de administración, operación y mantenimiento que el concesionario esperaba obtener en los 23 años restantes de ejecución del contrato.
	25.000.000

	Vigilancia y estudios de terrenos Tequendama
	200.000

	Otras indemnizaciones a terceros, según documento del 29 de diciembre de 2003, radicado No. 2203ER45988
	500.000

	Equilibrio económico por cambios de la Ley tributaria (Impuestos que hacían parte de la estructura de costos del Concesionario)
	2.676.186

	Inventario final del Almacén
	366.857.

	TOTAL RECLAMACIONES CONCESIONARIO BAS 
	47.400.310


En el capitulo XVI del acta de liquidación se establecen los “ACUERDOS ALCANZADOS”, los cuales se presentan en el cuadro No. 7.
Cuadro No. 7

ACUERDOS ALCANZADOS EN LIQUIDACIÓN FINAL DEL CONTRATO 015/94 
(Valores en us$)

	CONCEPTO
	VALOR EN US $

	SUMAS ADEUDADAS AL CONCESIONARIO:
	PARCIAL
	TOTAL

	Vigilancia y Estudios predios Tequendama 3 y 4
	271.372,00
	

	Suministro de químicos en julio, agosto y dos días septiembre/04
	352.230,63
	

	DELTA
	10.896.791
	

	A)  SUBTOTAL A FAVOR DEL CONCESIONARIO
	
	11.493.393,63

	SUMAS ADEUDADAS AL DISTRITO
	
	

	Multas no descontadas
	76.983,52
	

	Bienes no entregados por el concesionario
	41.960,48
	

	Obras no ejecutadas por el concesionario
	42.576,33
	

	B)  SUBTOTAL A FAVOR DEL DISTRITO
	
	161.520

	VALOR DE NEGOCIACIÓN
	
	

	Costo Reductores suministrados *
	      (631.889)*
	

	Costo marginal de ajuste
	1.368.111
	

	C) SUBTOTAL NEGOCIACIÓN
	
	2.000.000

	TOTAL A CANCELAR AL CONCESIONARIO BAS 
(A-B-C) Sin incluir los reductores.*
	
	9.963.762,30


Fuente: Informes Ejecución Presupuestal Fiduciaria Popular
Del cuadro anterior y del análisis del acta de liquidación se deduce que a BAS únicamente se le reconoció el valor de US$271.372, por concepto de vigilancia y estudios de los predios Tequendama; y US$352.230,63 por el suministro de químicos en el tratamiento de las aguas residuales, durante los meses de julio, agosto y dos días de septiembre de 2004.

El concesionario desistió de la demanda arbitral interpuesta ante la Corte Internacional de Arbitraje CCI de París que versaba sobre la interpretación de aspectos técnicos del contrato y declara que no concurrirá a ninguna instancia judicial a reclamar las pretensiones de la misma. Sin embargo, con respecto a la demanda arbitral interpuesta ante la Corte Internacional de Arbitraje identificada con el CCI13074KGA/CCO mediante la cual BAS pretende un restablecimiento del equilibrio económico del contrato por decisiones adoptadas por el Banco de la República, será resuelta por un tribunal arbitral a cuyo fallo se atendrán las partes; para tal efecto acordaron que no aplicará la cláusula compromisoria pactada. Como se anoto anteriormente, la demanda ya se presentó y el tribunal se instalo el 29 de abril de 2005.
El componente DELTA del valor de terminación asciende a US$10.896.791, el cual se encuentra pactada en el Acta Aclaratoria No. 3 del Contrato 015 de 1994.
Con base en lo anterior se concluye que de los $47.400.310 que pretendía BAS, se acordó la suma de $11.493.393,63, valor que incluye el DELTA; es decir $35.906.916,37 menos.  Con respecto a esta suma, es importante aclarar que la Entidad en sus respuestas manifiesta que la Contraloria está incluyendo el valor DELTA en las reclamaciones de BAS inicialmente presentadas por $47.400.310; afirmación que no es cierta, toda vez que lo que se informa por parte de este Ente de control, es que en los acuerdos finales que quedaron a favor del concesionario, ya esta incluido el DELTA. Igualmente se le aclara que los datos fueron tomados para su análisis y verificación del Acta de Liquidación legalmente suministrada por la Entidad a este Ente de Control, los cuales aparecen en la página 61 Cuadro “Liquidación Final”. 
El concesionario desistió de la reclamación en el reconocimiento del pago del valor de los inventarios ubicados en el Almacén General y de laboratorio de la PTAR, los cuales son de propiedad del Distrito; y entrego mediante inventario del 7 de julio de 2004, los bienes muebles ubicados en las oficinas administrativas de BAS de la calle 93 con 11; y se descontó de la liquidación del contrato 015/94, US$41.960,48 valor de bienes no entregados.

El concesionario pagó al Distrito, la suma de US$42.576,33 por las actividades relativas al componente forestal, que no pudieron ejecutarse durante el tiempo en que BAS tuvo a su cargo la operación del PTAR El Salitre; valor que se descontó del total adeudado a BAS por el Distrito. 
Con respecto a las pretensiones del Distrito, se acordó que el concesionario pagaría US$76.983,52 por concepto de multas que le fueron aplicadas y que no fueron descontadas de los pagos efectuados por tratamiento de aguas.
De otra parte, se llegó a un valor de negociación, luego de análisis y discusiones que se concretaron en reunión del 28 de octubre de 2004 entre el Director del DAMA y el representante de BAS, según consta en ayuda de memoria que se suscribió: “…CONCLUSIONES: los acuerdos básicos sobre los cuales se hará el acta de liquidación bilateral en el marco de lo previsto en el Contrato de Concesión y la Ley de contratación Estatal son los siguientes: El valor que queda por cancelar por parte del Distrito es DELTA menos DOS MILLONES DE DOLARES (US$2.000.000) que BAS pagará al Distrito representados en: Quinientos mil dólares (US$500.000) aproximadamente en cinco reductores nuevos que BAS comprará, traerá a Colombia y entregará al Distrito… el resto (UN MILLON QUINIENTOS MIL DOLARES) aproximadamente, se descontarán en efectivo del pago que hará al Distrito.  Nota Una vez se cuente con la determinación del valor preciso de los reductores se deducirá el monto liquidado a descontar teniendo en cuenta la suma de estos dos conceptos.”
Posteriormente en los acuerdos se determinó que el valor de los reductores de los cinco tornillos de Arquímedes de la estación de bombeo del afluente, según consta en documentos que obran en el anexo 8 del acta de liquidación ascienden al valor de US$631.889;  por tanto el restante de los US$2.000.000 valor acordado en la negociación, es decir US$1.368.111 se descontó por parte del Distrito, del valor adeudado a BAS.
En conclusión se determina del análisis del acta de liquidación, que las sumas adeudas al Distrito por multas no descontadas, bienes no entregados y obras no ejecutadas en total US$161.520; así como los US$1.368.111 que quedo del valor de negociación, fueron descontados del valor total adeudado por el Distrito a BAS, para un valor neto US$9.963.762,30 a favor de BAS, los cuales como consta en los Informes Ejecución Presupuestal Fiduciaria Popular, fueron pagados del Fondo Cuenta el 15 de diciembre de 2004, en pesos colombianos que ascendieron a  VEINTISIETE MIL TRECIENTOS OCHENTA Y NUEVE MILLONES TRECIENTOS OCHENTA Y SEIS MIL CIENTO NOVENTA Y OCHO PESOS CON NOVENTA Y SEIS CENTAVOS. ($27.389.386.198,96.)
No obstante lo anterior, analizados todos los documentos que hacen parte del proceso de liquidación del contrato, en ellos se realiza la relación de pendientes y de entrega de bienes, sin que se puede determinar dentro de ese compendio, de donde surge el valor de US$2.000.000, finalmente acordados, cuando el Distrito había presentado reclamaciones por un total US$31.555.911. Es decir, no hay claridad, por que el Distrito desistió de la reclamación de US$29.555.911 que inicialmente había pretendido a la terminación unilateral del contrato.
ANALISIS DE LA RESPUESTA
Le asiste toda la razón a la administración, cuando afirma que tanto el Distrito como BAS, presentaron reclamaciones, lo cual no es objeto de discusión.

La esencia del cuestionamiento de este ente de control, radica en la ausencia total de documentos que, soporten la toma de desiciones que, condujeron a la postre a menguar las reclamaciones del distrito de manera significativa.
El Distrito cuando advierte la inconveniencia de continuar con la ejecución del contrato 015 de 1994, contrata a expertos analistas financieros como a la firma TALLER DE ESTRATEGIAS, CEILAM, entre otras y  MARTHA CEDIEL, RODRIGUEZ AZUERO ASOCIADOS como firma de abogados, los cuales producto de la ejecución de tales contratos, presentan con sustentos los valores y conceptos que, debía ser objeto de reclamación por parte del Distrito, en el evento de proceder a dar por terminado el contrato, como efectivamente así ocurrió.

Una vez inmersos dentro del proceso de liquidación, se presentan reclamaciones por las partes contratantes. Dentro de las reclamaciones presentadas por BAS, los analistas financieros aportan razones de orden financiero y jurídico de peso, para no aceptar por parte del distrito tales reclamaciones, lo que, condujo a que, éste desistiera de tales, al punto aceptar solo lo concerniente a la reclamación por el equilibrio económico como consecuencia del cambio de la Ley tributaria (Impuestos que hacían parte de la estructura de costos del Concesionario), sobre el cual se acordó someterla a un tribunal de arbitramento que, en este momento falló en primera instancia a favor de las pretensiones del distrito. 
En tratándose que lo que, estaba en discusión correspondía a  recursos del estado y que en los acuerdos lo que, se defendía eran sus intereses, no se puede alegremente afirmar que por el hecho de BAS haber desistido de sus pretensiones igualmente debía de hacerlo el distrito, por que, a este le sobraban razones de peso para hacerlas efectivas y manejarlos al capricho de los particulares, como si fueran de sus propios bolsillos.
Es lo anterior, lo que teje un manto de dudas sobre como se realizaron tales negociaciones, pues las mentadas ayudas de memorias y actas suministradas a este de control, no indican nada. Es evidente que no se dejó rastro de tal situación y como bien lo informa en el oficio 2006EE12554 del 11 de mayo:”…En la medida en que no hemos encontrado las actas en las que constan los detalles de dicho acuerdo, pero en cambio si hemos podido consultar con algunos de los protagonistas del mismo, podemos responder según esos testimonios, el acuerdo al que se llego fue producto de desistimientos(sic)…”, anexando copia del acta respectiva sin que en ella se pueda establecer razón alguna sobre el tema sin justificar por que se desistió de la respectiva reclamación en cuantía de US $31.555.911, por los ítem establecidos en el cuadro No. 5.

Aparte de lo anterior es necesario también incluir lo concerniente a las cajas reductoras de la estación de bombeo del afluente, como parte del acuerdo de liquidación en el numeral séptimo:”… El concesionario pagará al Distrito en pesos colombianos a la TRM del 6 de febrero de 2004, DOS MILLONES DE DOLARES AMERICANOS (US$2.000.000) representados en: la suma de US$631.889 correspondiente al valor de los reductores de los cinco tornillos de Arquímedes de la estación de bombeo del afluente, según documentos que obran en el Anexo 8 de la presente Acta…”; a la fecha no existe ningún documento que efectivamente pruebe que se compraron, importaron y recibidos por parte del distrito, así como no existen las garantías de fabricación , pólizas de seguro, entrada a almacén y/o registro contable de estos bienes por el valor estipulado, toda vez que como se ha manifestado por la misma Entidad mediante oficio DAMA No. 2006EE13768 del 23 de mayo de 2006, en el acta de seguimiento de fecha 24 de enero de 2006: “… se realizó observación en el sentido de falta por definir la entrega de los reductores nuevos y el cronograma de instalación”.  
Igualmente, se hace alusión a que se encuentra pendiente de suministrar por parte de BAS, copia de las facturas y garantías correspondientes.  La anterior implica que el distrito ya hubiera aceptado su recibo y pone en evidencia la falta de mecanismos de control por parte de la Entidad para verificar que se de cumplimiento a los pendientes estipulados en el Acta de liquidación del contrato 

Como el valor de estas cajas reductoras US $631.889, no fue descontado del total cancelado por el Distrito a BAS, como consta en los Informes de Ejecución Presupuestal de la Fiduciaria Popular, se constituyen en un presunto detrimento fiscal por este valor, el cual puede ser superior si se tiene en cuenta los inconvenientes y novedades presentados en el funcionamiento de los equipos de la PTAR, los cuales se relacionan en el oficio antes mencionado, con ocasión de no contar con el servicio de dichas cajas reductoras.
2.3.2. Muestra de Contratación del 2004 y 2005
2.3.2.1. Convenio No. 005 de 2004 suscrito entre DAMA y la EAAB-ESP-
El Distrito capital, después de disponer la terminación unilateral del Contrato 015 de 1994, realizó el proceso de  entrega de la Planta de Tratamiento al Distrito, en el cual intervino la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá, presentando la asesoría técnica y participando  en el programa de capacitación  efectuado por el Concesionario. La toma de  inventarios y el proceso fue  finalizado el 30 de junio de 2004, por lo que la EAAB entró a operar  la PTAR El Salitre a partir del 1 de julio del mismo año, entregando al Distrito el uso y tenencia de la planta, en cumplimiento del Decreto 043 de 2004.

Para continuar con el Programa de Descontaminación del Río Bogotá el DAMA y la EAAB suscribieron el 28 de mayo de 2004, el Convenio Interadministrativo No. 005, con el objeto de “Regular las relaciones entre el DAMA y la EAAB, para que este último por cuenta del Distrito opere, mantenga y administre la Planta de Tratamiento de Aguas residuales PTAR El Salitre, en las condiciones que aseguren su preservación, así como la del sistema de tratamiento y además garantice el drenaje del sistema de alcantarillado de Bogotá.” Por un término de seis meses contados a partir de la fecha en que el Distrito en compañía de la EAAB reciba materialmente de BAS la PTAR El Salitre.
El valor inicial fue de $8.738,0 millones. Forma de Pago: mediante seis (6) requisiciones o solicitudes sucesivas por valor de $1.456,3 millones; durante la vigencia del Convenio bajo la operación de la PTAR con la adición de productos químicos.  En el caso de no requerir la adición de estos para la operación de la planta por efectos de variaciones en la licencia ambiental el valor mensual a girar por el DAMA a la EAAB será ajustado conforme al valor previsto en el presupuesto para la operación sin químicos.

Posteriormente fue prorrogado el 29 de noviembre de 2004, por ocho meses contados a partir del 1º de enero de 2004 y adicionado en $12.012,1 millones; forma de pago en la misma señalada en la cláusula 13 del Convenio 005/04. El valor mensual a girar por el DAMA es de $1.501,5 millones.

El Convenio tuvo una segunda adición y prorroga el 19 de agosto/05 por cinco (5) meses contados a partir del 1º de septiembre/05; y por $7.507,6 millones más al estipulado en la cláusula 12 del Convenio 005/04 modificada por la cláusula segunda del Acta de Adición No.1 del 29-11/04. Forma de Pago la misma señalada en la cláusula 13 del Convenio 05/04. 
Del análisis comparativo del contenido establecido en el Decreto 619 de 2000 y de las modificaciones realizadas  en el Decreto 190 de 2004, en relación al Sistema de Tratamiento de las aguas residuales de la ciudad, se evidencia que  los componentes de sistema permanecen sin ninguna modificación como se relacionan en el Artículo 120, Sistemas de tratamiento de aguas residuales del Decreto 190 de 2004.

En virtud de este convenio la EAAB será el responsable de operar y mantener todos los terrenos, edificios, maquinas y bienes que constituyen la PTAR el Salitre y demás bienes afectos a ella, los cuales se entregan provisionalmente pero no se transfieren como propiedad de la empresa.

No obstante que tanto los resultados técnicos como de los costos operativos de la PTAR El Salitre evidencian mejoría, en el contexto del diseño de misma se presentan los siguientes hallazgos administrativos:  

Hallazgo Administrativo No. 8 por Insuficiencia en la capacidad operativa de la PTAR El Salitre conforme a los caudales y calidad de tratamiento de aguas residuales requeridos

A pesar  que la nueva estrategia del descontaminación del río contempla la ampliación de la PTAR a 7.3 m3 por segundo, no se han iniciado las acciones tendientes a realizar lo establecido en los Decretos 469 de 2003 y 190 DE 2004. 

Lo anterior lo corrobora el hecho de que los caudales promedio tratados, desde que se dio inicio a la operación de la PTAR El Salitre, no han sobrepasado los 4 m3 por segundo, conforme a los establecidos en el diseño inicial.

De otra parte para alcanzar los niveles de remoción establecidos en términos de DBO5 y SST, requieren el uso de químicos que sobrepasan los niveles estimados en el diseño.

La situación descrita se deriva de la calidad de las aguas residuales que ingresan a la PTAR resultado de la combinación del sistema de alcantarillado y pluvial, que incide en la dilución de las concentraciones contaminantes presentes en el afluente, y que no fue considerada en su momento para el diseño de la misma.

Este panorama trae como consecuencia el gasto en compra de químicos y potencialmente el incumplimiento de los porcentajes de remoción de DBO5 y SST conforme a los términos y requerimientos del Ministerio del Medio Ambiente, autoridad ambiental competente en este caso; necesidad de realizar pruebas técnicas no contempladas ni efectuadas en el momento de diseño para establecer la capacidad de diseño real de la PTAR.
ANALISIS DE LA RESPUESTA

Es necesario hacer claridad que lo manifestado por la por la Contraloría hace referencia a uno de los componentes que hace parte de la nueva estrategia del descontaminación del río Bogotá, referido a la ampliación de la PTAR a 7.3 m3 por segundo. 

En ese contexto y al tenor del Artículo 122 del Decreto 190 de 2004, “Construcción del sistema de tratamiento”,  que compila el artículo 60 del Decreto 619 de 2000, el cual fue modificado por el artículo 106 del Decreto 469 de 2003, el período planteado para el desarrollo de dicha actividad está enmarcado dentro de los años 2004 y 2007; es decir que, en ese período se ampliaría la capacidad de tratamiento de la PTAR Salitre y  adecuaría como una Planta de Tratamiento Primario Químicamente Asistido (TPQA).

A pesar de lo anterior, 23 meses después de formulada la estrategia, el inicio de las obras de ampliación tiene fecha el 1 de febrero de 2007, dentro del “Plan de inversiones obras programa de saneamiento río Bogota”, es decir a realizarse en el último año del período inicialmente formulado en el Decreto 190 de 2004.

De otra parte si bien en el diseño inicial de la PTAR El Salitre “…se previó la necesidad contingente de dosificar químicos para lograr cumplir con las eficiencias fijadas en el contrato 015/94…” también lo es que las dosificaciones han sobrepasado las cantidades inicialmente previstas.

En ese orden de ideas, las observaciones realizadas por la Contraloría se ratifican y corroboran por la afirmación realizada por la entidad en respuesta al informe Preliminar de Auditoria  “…en las condiciones actuales, que se cuenta con una planta ya construida, se hace viable poder hacer comprobaciones en escala real del verdadero comportamiento alcantarillado –planta de tratamiento, que permitan un diseño más real de las ampliaciones y optimizaciones.”  
Hallazgo Administrativo No. 9 por Falta de oportunidad en el aprovechamiento ambiental y beneficio económico de los biosólidos conforme a su clasificación
Los biosólidos generados en el tratamiento de aguas residuales en la PTAR El Salitre, se han utilizado como insumo en el cubrimiento de los residuos acumulados en las áreas clausuradas del relleno sanitario Doña Juana, teniendo en cuenta que las características físicas, químicas y bacteriológicas de los mismos permiten clasificarlos en la Clase B, según las normas de la Agencia Medioambiental de los Estados Unidos (EPA) y el Código de Regulaciones Federales (CFR), parte 503, y que de acuerdo con estas normas el biosólido “es un producto sólido fundamentalmente orgánico, generado en el proceso de tratamiento de las aguas residuales, que puede ser utilizado benéficamente”. 

No obstante lo anterior, en el período en que ha estado en operación la PTAR se ha pagado por su uso en cambio de cobrar por el mismo, con el agravante que durante el período de operación de la EAAB la producción de biosólido se incrementó en un 32% en relación a lo reportado por el concesionario anterior, lo cual puede estar asociado proporcionalmente al avance de la cobertura final de las áreas clausuradas en el relleno, situación que potencialmente puede incidir en el agotamiento del área del relleno que requiere cobertura final.

La situación anterior sumada a la falta de oportunidad en el aprovechamiento de este subproducto por parte del Distrito Capital, ha desembocado en que, por un lado la administración no tenga una decisión definida y clara de las alternativas para el uso de los biosólidos, y por otro lado,  que el Distrito deje de percibir un beneficio económico por el uso y aprovechamiento de los mismos.

El panorama descrito es el resultado de la ineficiencia de la gestión del DAMA, agravada aún más si se tiene en cuenta que los resultados de las investigaciones, hasta la fecha adelantadas por la Administración, arrojan muy buenas perspectivas en el uso de los mismos en actividades como la adecuación, restauración y recuperación de suelos degradados en la actividad minera, como es el caso de las experiencias realizadas en la Cantera Soratama. 

Dicha situación puede conducir a continuar con la improvisación en la toma de decisiones que trae como consecuencia no sólo efectos ambientales sino efectos fiscales negativos para la ciudad. 

ANALISIS DE LA RESPUESTA

En el marco del aprovechamiento ambiental y beneficio económico de los biosólidos conforme a su clasificación “…la única modalidad de manejo de los biosólidos aprobada es el aprovechamiento de ese material en la conformación de la capa orgánica superficial para propiciar el desarrollo de la cobertura vegetal de las zonas clausuradas del Relleno Sanitario Doña Juana (RSDJ)…”. 
En relación con la afirmación relacionada con la falta de oportunidad en el aprovechamiento ambiental de los biosólidos de la PTAR El Salitre, ésta se realiza en el contexto de que la  EPA, calcula que, en Estados Unidos las 16,000 plantas de tratamiento de aguas residuales generan aproximadamente 7 millones de toneladas de biosólidos anualmente, de los cuales el 60% se usan de manera benéfica como fertilizante en las tierras de cultivo después del tratamiento; 17% termina enterrado en un relleno sanitario; 20% se incinera; y cerca de 3% es relleno de tierra o cubierta de recuperación de minas(.

A continuación se presenta un cuadro comparativo entre la orientación de las investigaciones realizadas con los biosólidos producidos en Colombia y en la Planta de Tratamiento de Aguas Residuales El salitre y los usos de los biosólidos producidos por las Plantas de Tratamiento de Aguas Residuales en los Estados Unidos.
	INVESTIGACIONES REALIZADAS EN COLOMBIA
	USOS EN ESTADOS UNIDOS

	Evaluación de la aplicación de los biosólidos como abono orgánico en cultivo de hortalizas

	En la ciudad de Austin en el estado de Texas, se producen 50 toneladas secas de biosólidos por día. El 55% de los biosólidos son compostados y vendido en el comercio a través de la marca "Dillo Dirt". El 45 % restante es aplicado en actividades agrícolas. El producto es compostado con astillas de maderas y aserrín. La demanda de Dillo dirt excede la oferta disponible*.

	Evaluación del potencial agronómico de los biosólidos de la PTAR El Salitre DAMA – ASCOLFLORES – UNIVERSIDAD DE LOS ANDES
.
	

	Aprovechamiento de biosólido como sustrato en la siembra de árboles3.
	El primer caso corresponde al condado de King, en el Estado de Washington, donde dos plantas de tratamientos de aguas servidas producen 100.000 toneladas húmedas de lodos (20.000 toneladas secas). Los biosólidos tratados fueron de la clase B y fueron utilizados en la agricultura, y en la actividad forestal (rehabilitación de caminos forestales). Una porción de los biosólidos compostados fueron comercializados por el sector privado bajo la marca "GroCo" como un compost general para una variedad de aplicaciones incluyendo el uso en parques de la ciudad de Seattle, este producto es compostado con aserrín.

Si el biosólido con bajo contenido de humedad es enviado directamente a los bosques bajo el nombre comercial de "Silvigrow". Este producto ha sido desarrollado con la colaboración del College of Forest Resource de la Universidad de Washington, con la aplicación de este fertilizante las tasas de crecimiento se duplican comparado con los bosques no tratados, y cada año miles de hectáreas son fertilizadas con el producto*.

	Aprovechamiento de biosólido como agregado fino en mezclas de concreto
.
	En el condado de los Ángeles, estado de California el uso de los biosólidos comenzó en el año 1928, con un contrato entre una planta productora de fertilizante y una planta de tratamiento de aguas servidas. En la actualidad el programa de reciclaje incluye aplicaciones en la agricultura con un 76% y aplicaciones para producir cemento*.


Adicionalmente en otras ciudades de Estados Unidos se venden productos comerciales basados en el compostaje de los lodos, tales como el producto "MetroGrow" en la ciudad de Madison en el estado de Wisconsin. En la ciudad de Los Ángeles se comercializan los productos "Nitrohumus", "Amend "y "Topper". La cantidad transada por la compañía Kello Supply Inc. alcanza a 250.000 yardas cúbicas (191.150 metros cúbicos) por año; lo cual equivale a la producción de biosólidos de la PTAR el salitre durante 3 años. En la ciudad de Milwaukee se comercializa un producto desde el año 1920 y es producto granular llamado "Milorganite", este producto granular es usado en las plantaciones de naranja en el Estado de Florida. El producto ha sido exportado a Japón, Canadá, Venezuela y la India. Aproximadamente 50.000 toneladas son producidas cada año.  En el estado de Washington DC, se comercializa un producto denominado "Compro", el cual es usado en los jardines de la Casa Blanca, Mount Vernon(Casa de Campo de George Washington) y el National Arboretum. La demanda de Compro excede a la oferta*.

Por ejemplo una de las marcas más representativas del mercado en la comercialización de biosólidos compostados es “Dillo Dirt” que es una empresa que combina los lodos tratados con las hojas, hierba, ramas y los árboles de Navidad. El calor generado en el abonamiento (130 a 170 grados de Fahrenheit) es suficiente para eliminar virtualmente los patógenos(. 

En el contexto anterior y conforme a los resultados promisorios de las investigaciones realizadas por el Distrito para la aplicación de biosólidos en otros campos, y las experiencias obtenidas en este tema en países como Estados Unidos, Nueva Zelanda, España entre otros, es que se afirma que falta oportunidad en su aprovechamiento ambiental y beneficio económico de los mismos, razón por la cual la misma queda en firme. 

Hallazgo Administrativo de Incidencia Disciplinaria No. 10 por Deficiente control y seguimiento al proceso de administración, operación y mantenimiento de la PTAR El Salitre por parte del DAMA. 

No obstante que el Convenio 005 de 2004 suscrito entre el DAMA y la EAAB estableció en el numeral 4, de la cláusula 4, entre las obligaciones del DAMA  el realizar el control y seguimiento de la ejecución del Convenio, en el desarrollo de esta auditoría no se conocieron documentos técnicos realizados por el DAMA, que dieran cuenta de los resultados de las actividades desarrolladas en cumplimiento de dicha obligación.

En ese orden de ideas, si bien es cierto que los datos reportados por la EAAB muestran cumplimiento en todos los aspectos técnicos y ambientales requeridos por el Minambiente, los mismos no han sido objeto de análisis y corroboración por parte del DAMA. En relación con su obligación, se ha limitado a recibir los informes mensuales de actividades reportadas por la EAAB, sin que se efectúe su revisión y análisis, y dar su aval para el pago de las facturas mensuales de cobro que la EAAB presenta. 
Lo anterior denota el incumplimiento de las obligaciones del interventor encargado de la vigilancia y control del contrato y como lo señala el numeral 1º. del artículo 26 de la Ley 80 de 1993: “… Principio de Responsabilidad- Los servidores públicos están obligados a buscar el implemento de los fines de la contratación, a vigilar la correcta ejecución del objeto contratado y a proteger los derechos de la entidad, del contratista y de los terceros que puedan verse afectados por la ejecución del contrato…”

Esta situación se torna preocupante toda vez que, de los resultados del análisis realizado por el grupo auditor, efectuados a los informes en comento se evidencian inconsistencias de forma y contenido que dejan serias dudas en relación a la confiabilidad de los datos allí consignados. 

Lo anterior se ilustra entre otras con las siguientes observaciones:

· Los informes se estructuran con un formato unificado que da la impresión de que se realiza sólo una actualización de datos, que en ocasiones ni siquiera se modifican.
· Se presenta repetición de cifras y reportes como por ejemplo los de eventos de manifestación de accidentes y riesgos; registros de lectura de medidores de biogás, reporte de avería de equipos (en este último caso el reporte se mantiene por espacio de seis meses para algunos equipos como por ejemplo el medidor de biogás del digestor 9.3); reporte de fechas que no corresponden al mes de las actividades presentadas.
· Reportes de accidentes que no corresponden en número a los trabajadores incapacitados. Por ejemplo en el mes de marzo se reportaron dos trabajadores accidentados, aún cuando fue solo uno. 

· Alusión a fechas inexistentes como por ejemplo en la página 6 del informe mensual de actividades de febrero de 2005, numeral 1.1. Toma de agua y Pretratamiento, en el cual se hace alusión al día 31 de febrero  que reporta el caudal máximo de ingreso del mismo mes.

· En el informe del mes de marzo de 2005, página 30, se ilustra una gráfica de la Rosa de Vientos de la información obtenida por la estación metereológica localizada en la PTAR, que en su cuadro explicativo alude como período monitoreado Enero 1 a Diciembre 31 del 2005. 

· Repetición de datos de parámetros operativos de digestión de la PTAR en los meses de enero y marzo (páginas 32 y 34 respectivamente).

· Diferencia de información que alude al mismo aspecto técnico dentro del mismo informe mensual de actividades, por ejemplo  datos de parámetros operativos de digestión de la PTAR en el mes de marzo de 2005 difieren en su  reporte tanto en el Cuadro 3.8 de la página 34  como en el Anexo 8 (este último relacionado con el balance consolidado de sólidos de la PTAR) de la página 52 y 53.

En relación con el control frente al contenido de los informes presentados por la EAAB, en la visita realizada a la PTAR el día miércoles 19 de abril de 2006, se informó a la Contraloría que dichos documentos eran el resultado de la consolidación de los reportes que allegaban las diferentes áreas que componen la estructura administrativa de la PTAR, y de tres filtros o revisiones efectuadas antes de su remisión al DAMA.

En relación con lo último anotado, y al tenor de la revisión efectuada a los doce informes presentados por la EAAB durante la vigencia 2005, el único informe que no presenta ninguna de las observaciones anotadas corresponde al del mes de diciembre, el cual además es el único que presenta el visto de bueno de uno de los Asesores del Director de la PTAR El Salitre.

No obstante que el control y seguimiento técnico del Convenio 005 de 2004 (finalizado el 1 de febrero de 2006) estuvo a cargo de la Dirección del DAMA y que en el DAMA se conformó un grupo denominado Asesoría Técnica PTAR El Salitre, el grupo auditor no conoció ningún documento que refleje el resultado del análisis de los informes presentados en el período en el que ha estado a cargo de la operación de la PTAR la EAAB.

En tanto que lo anterior pudo haber sido derivado de la falta de continuidad de las personas que conforman el grupo técnico asesor mencionado, lo cierto es que teniendo en cuenta que la obligación de seguimiento y control se encuentra en representación de la Dirección del DAMA, en el caso en comento podría predicarse un probable incumplimiento al tenor del numeral 1. del Artículo 26 de la Ley 80 de 1993, que se refiere al principio de responsabilidad.
Dicha situación se constituye como riesgo potencial para la administración, operación y mantenimiento de la PTAR El Salitre y para el cumplimiento de los compromisos ambientales adquiridos ante el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, Autoridad Ambiental competente.
ANALISIS DE LA RESPUESTA
En tanto que la administración no hizo comentario al respecto, las observaciones quedan en firme.

Hallazgo Administrativo de Incidencia Fiscal No. 11 por Irregularidades en el reajuste del valor mensual fijo acordado para la disposición final de biosólidos en el contesto del Convenio PTAR1-99-26200-173- 2004 
El convenio en estudio, firmado el 30 de agosto de 200, entre BAS y PROACTIVA Doña Juana -E.S.P.- S. A. acordó la disposición de un volumen limite máximo de 6.600 m3 mensuales, para los cuales se reconoció un valor mensual de US$35.700; y para volúmenes superiores a la cifra acordada, se estableció a un precio de US $5,95 por cada m3.  
Mediante otrosí al convenio en mención, firmado el 30 de junio de 2003 se modifica la cláusula cuarta, en donde se establece un volumen limite máximo de 4.620 m3 pagaderos a una tarifa mensual fija de US $30.200 y de US $7,2 por cada m3 adicional a la cifra mencionada y adicionalmente se incluyó en el parágrafo 1 de la cláusula segunda: “…El precio acordado en esta cláusula será reajustado al inicio de cada año calendario con base en el índice de inflación de los Estados Unidos de América del año inmediatamente anterior.” 
Con la terminación unilateral del contrato No. 015 de 1994, dicho convenio fue cedido por BAS a la EAAB el 30 de junio de 2004, en las mismas condiciones del convenio inicial. Según la cláusula sexta del documento de cesión, de común acuerdo las partes establecen como nuevo plazo de ejecución “…seis meses renovables, conforme al artículo 2º del Decreto 043 de febrero de 2004 del Alcalde Mayor de Bogotá”  el cual venció el 31 de diciembre de 2004. 

A partir de enero de 2005 y hasta 31 de marzo de 2006, se han realizado ocho modificaciones, de las cuales seis (6) contienen prorroga y adición; y una adición y otra prorroga. En la ultima se establece como fecha de terminación el 30 de junio de 2006. Confirmando en todas estas que: “…quedan vigentes todas las estipulaciones que no se hayan modificado por lo acordado en este documento”
No obstante lo anterior en la relación de pagos efectuados al Contratista PROACTVA –ESP- S.A. se relacionan dos reajustes al precio y al volumen de biosòlidos los cuales no corresponden a lo estipulado dentro de los términos inicialmente pactados, ni en las anteriores modificaciones. Toda vez que el reajuste efectuado en el reporte de pagos, corresponde al incremento en el 3,3% y el 16,83% para los años 2005 y 2006; y que los mismos no corresponden al índice de inflación de Estados Unidos, los valores que exceden estos últimos, pueden ser un presunto detrimento al patrimonio del Distrito. 
En tanto que los documentos allegados no permiten dar claridad sobre las motivaciones de la proporción de dichos incrementos, la Entidad deberá explicar las justificaciones que dieron lugar a los mismos; en caso contrario la cuantía que se determine se convertirá en un hallazgo administrativo de impacto fiscal.

De otra parte es necesario advertir que en la redacción del Otrosí al Convenio en comento se incurrió en un error en la cláusula segunda al indicar que “limite máximo de 4620 metros cúbicos diarios.” Cuando en realidad y en la práctica dicho volumen corresponde al período mensual.

Según el Otrosí del Convenio, firmado entre BAS y PROACTIVA ESP S.A. firmado el 30 de julio de 2003 para la disposición final de biosólidos en el relleno sanitario Doña Juana, y cedido por la primera a la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá EAAB el 30 de junio 2004 en las mismas condiciones, se contemplaba en la Cláusula Segunda del mismo “PRECIO POR DISPOSICION” una tarifa fija mensual de US $30.200 hasta un límite máximo de 4620 metros cúbicos de biosólidos y un precio unitario de US $7.2 por cada metro cúbico adicional.

De otra parte en el Parágrafo 1., de la misma cláusula, se previó que el precio acordado sería  “reajustado al inicio de cada año calendario con base en el índice de inflación de los Estados Unidos de América del año inmediatamente anterior.”

Es importante resaltar que la Cláusula Sexta del documento de cesión del Convenio textualmente menciona “Para todos los efectos legales, el presente documento de cesión no modifica los términos y condiciones establecidas en el Convenio, tales como precio y reajustes al mismo, sin perjuicio de las negociaciones que puedan tener lugar entre el CESIONARIO y PROACTIVA correspondientes a unas nuevas condiciones de ejecución del Convenio. PARAGRAFO: No obstante lo anterior, el cesionario y PROACTIVA establecen de común acuerdo como nuevo plazo de ejecución del Convenio, el término de seis (6) meses renovables, conforme al artículo 2º del Decreto 043 de febrero de 2004 del Alcalde Mayor de la ciudad.”

Consistente con lo anterior en las ocho (8) modificaciones; de las cuales seis (6) consagran a la vez, prórrogas y adiciones y en los dos restantes solo incluye una (1) adición y una (1) prórroga en cada una, no se contemplan en las mismas, cambios en las condiciones de pago y cantidades de disposición, lo cual es ratificado en el texto de la cláusula de VIGENCIA DE LAS ESTIPULACIONES de cada una de las modificaciones que consagra lo siguiente  “quedan vigentes todas las estipulaciones que no se hayan sido modificado por lo acordado en este documento...”.

Del contexto anterior y con fundamento en los documentos contentivos de los pagos efectuados por la EAAB a PROACTIVA, se evidenció que los reajustes pactados en el Contrato fueron realizados para los períodos, de marzo y diciembre de 2005, los cuales no corresponden a las condiciones establecidas en el contrato “será reajustado al inicio de cada año calendario…”.

De otra parte, el reajuste aplicado en diciembre de 2005, para el periodo enero de 2006, consideró un incremento del 16.83%, que, no corresponde al 2% índice de inflación de los Estados Unidos de América del año 2005, según el U.S. Department of Labor publicado en la www.bls.gov/data. En ese orden de ideas se aplicó un reajuste no acordado dentro de la legalidad del contrato.

La situación anteriormente descrita, impacta fiscalmente los recursos del Distrito Capital en tanto se está cancelando un mayor valor a lo acordado.

Según oficio 0910-2006-PTAR-681 del 2 de mayo de 2006, remitido al especialista Técnico del Programa de Descontaminación Río Bogotá del DAMA por el Director de Ingeniería Especializada de la EAAB,  con el reporte de los valores cancelados por la EAAB a PROACTIVA, las últimas tres quincenas liquidadas correspondientes al mes de diciembre de 2005 y primera de enero de 2006, se efectuaron con base en una tarifa fija de  US $36.449 (equivalente a un incremento porcentual del 16.83%) cuando la tarifa debió ser US $31.821 una vez aplicado el 2% del índice de Inflación de EEUU del 2005, incurriéndose en un pago superior a lo establecido en el contrato por valor de $10’057.653.

En ese orden de ideas esta última cifra anotada se constituye en hallazgo administrativo de incidencia fiscal.

2.3.2.2. Hallazgo Administrativo con Incidencia Disciplinaria No. 12 Contrato 288 del 4 de octubre de 2005  
Contratista  Carlos Eduardo Mantilla Flores; plazo siete meses contados a partir de la suscripción del acta de iniciación; valor $19.600.000; forma de pago siete mensualidades iguales vencidas por valor de $2.800.000.  Acta de terminación del 18 de octubre de 2005.

Objeto “Prestación de servicios profesionales de un abogado para apoyar a la Subdirección Jurídica en los procesos ambientales de evaluación, seguimiento, procesos sancionatorios y preventivos de los diferentes sectores ambientales de competencia del DAMA y en especial del sector minero.”
Respecto a la ejecución del objeto contractual no existe evidencia de pagos y cumplimiento de las obligaciones del contratista como (informes mensuales y las establecidas en los términos de referencia), lo cual podría configurarse en un posible detrimento si la administración no prueba el cumplimiento contractual. 

Así como también respecto a la selección del contratista, a pesar que, por la cuantía, conforme al literal a del artículo 24 de la ley 80 de 1993, el contratista  se podía seleccionar mediante la modalidad directa, está se debía realizar mediante convocatoria pública, desconociéndose con ello el principio de transparencia.

En virtud del artículo 62 de la ley 80 de 1993, la competencia sobre el control de la inobservancia de los principios de contratación estatal, radica en el ministerio público, por tal razón el desconocimiento de tales principios, es de orden disciplinario.
Además del incumplimiento de las obligaciones del interventor del contrato, y como lo señala el articulo Numeral 1º del artículo 26 de la ley 80 de 1993 principio de responsabilidad: “Los servidores públicos están obligados a buscar el implemento de los fines de la contratación, a vigilar la correcta ejecución del objeto contratado y a proteger los derechos de la entidad, del contratista y de los terceros que puedan verse afectados por la ejecución del contrato.”
ANALISIS RESPUESTA
Presentan la copia de un acto administrativo Resolución 499, suscrito el 25 de febrero de 2005, fecha anterior a la de la suscripción del contrato (4 de octubre de 2005).

Igual cosa ocurre con las siguientes resoluciones: Resolución 500 del 25 de febrero de 2005, “Por medio de la cual se ordena la suspensión de una actividad, se entregan Términos de referencia para la presentación de un Plan de Manejo, Recuperación o Restauración ambiental, PMRRA y se adoptan otras medidas” 
Resolución 502 del 25 de febrero de 2005. “Por medio de la cual se ordena la suspensión de una actividad, se entregan Términos de referencia para la presentación de un Plan de Manejo, Recuperación o Restauración ambiental, PMRRA y se adoptan otras medidas” 
Resolución 503 del 25 de febrero de 2005:“Por medio de la cual se ordena la suspensión de una actividad, se entregan Términos de referencia para la presentación de un Plan de Manejo, Recuperación o Restauración ambiental, PMRRA y se adoptan otras medidas” 
Resolución 578 del 25 de febrero de 2005:“Por medio de la cual se inicia un proceso sancionatorio y se formulan cargos.

Resolución 579 del 25 de febrero de 2005:“Por medio de la cual se inicia un proceso sancionatorio y se formulan cargos.

Resolución 580 del 25 de febrero de 2005:“Por medio de la cual se inicia un proceso sancionatorio y se formulan cargos.

Resolución 581 del 25 de febrero de 2005:“Por medio de la cual se inicia un proceso sancionatorio y se formulan cargos.

Resolución 582 del 25 de febrero de 2005:“Por medio de la cual se inicia un proceso sancionatorio y se formulan cargos.

Resolución 583 del 25 de febrero de 2005:“Por medio de la cual se inicia un proceso sancionatorio y se formulan cargos.

Resolución 584 del 25 de febrero de 2005:“Por medio de la cual se inicia un proceso sancionatorio y se formulan cargos.

Resolución 585 del 25 de febrero de 2005:“Por medio de la cual se inicia un proceso sancionatorio y se formulan cargos.

Resolución 586 del 25 de febrero de 2005:“Por medio de la cual se inicia un proceso sancionatorio y se formulan cargos.

Los siguientes actos administrativos, se realizaron el mismo día en que se suscribió el contrato el 4 de octubre de 2005, lo cual no corresponde a su fecha de iniciación.

Resolución 2526 del 4 de octubre de 2005:“Por medio de la cual se ordena la suspensión de una actividad Minera, se entregan Términos de referencia para la presentación de un Plan de Manejo, Recuperación o Restauración ambiental, PMRRA y se adoptan otras medidas” 
Resolución 2531 del 4 de octubre de 2005:“Por medio de la cual se ordena la suspensión de una actividad Minera, se entregan Términos de referencia para la presentación de un Plan de Manejo, Recuperación o Restauración ambiental, PMRRA y se adoptan otras medidas” 
Resolución 2543 del 4 de octubre de 2005:“Por medio de la cual se resuelve un proceso administrativo sancionatorio y se levanta una medida preventiva”.
Resolución 2550 del 4 de octubre de 2005:“Por medio de la cual se resuelve un recurso de reposición.

Los únicos actos que corresponden al término de ejecución aportados como prueba son:

La Resolución 0382 del 10 de abril de 2006, “”Por medio de la cual se amplia el termino de ejecución de un plan de Recuperación Morfológica y Ambiental”

Memorando de abril 11 de 2006, Memorando de marzo 30 de 2006 y el Auto No. 0660 del 3 de abril de 2006.

Lo anterior permite concluir que, de los documentos aportados como prueba, solo 4, corresponden al término de ejecución del contrato y a pesar de indicarse en las resoluciones anteriores que fueron proyectadas por CARLOS EDUARDO MANTILLA, contratista, no corresponde a la realidad contractual.

Igualmente, ello también nos permite establecer que no se está dando aplicación al principio de planeación y a los estudios de conveniencia, tan mentados como argumento de defensa en las respuestas del DAMA.

No es coherente que se invoque la necesidad de la contratación para apoyar a la subdirección Jurídica en la evacuación de temas de su competencia que, a la postre no resultan realizándose, infringiéndose lo estipulado en los términos de referencia, documento importantísimo en donde se establecen los requerimientos y necesidades del contrato que se suscribe. Implicando que la suscrita y ejecución del contrato, en este caso no apuntó a satisfacer los fines del estado y a cumplir una función social

El hecho de no haberse efectuado pago alguno, además de lo inicialmente observado, demuestra la falta de control de la administración a través del interventor, desconociéndose lo dispuesto en el numeral 1º. del articulo 4º.de la Ley 80 de 1993:”…-Exigirán del contratista la ejecución idónea y oportuna del objeto contratado. Igual exigencia podrán hacer al garante...”. (negrilla fuera de texto.

De lo señalado y de los documentos que supuestamente soportan la ejecución se infiere que, los mismos no corresponden al contrato objeto de esta observación y por tanto se confirma lo señalado por la contraloría en el informe.

2.3.2.3.  Hallazgo Administrativo con Incidencia Disciplinaria No. 13 Contrato 161 del 27 de junio de 2005 
Respecto a la ejecución del objeto contractual no existe evidencia de pagos y cumplimiento de las obligaciones del contratista como (informes mensuales y las establecidas en los términos de referencia), lo cual podría configurarse en un posible detrimento si la administración no prueba el cumplimiento contractual. 
Lo anterior permite concluir la falta de control y verificación del interventor del contrato y por tanto el cumplimiento de sus obligaciones.
Así como también respecto a la selección del contratista, a pesar que, por la cuantía, conforme al literal a del artículo 24 de la ley 80 de 1993, el contratista  se podía seleccionar mediante la modalidad directa, está se debía realizar mediante convocatoria pública, infringiéndose la norma y el principio de transparencia. 
En virtud del artículo 62 de la ley 80 de 1993, la competencia sobre el control de la inobservancia de los principios de contratación estatal, radica en el ministerio público, por tal razón el desconocimiento de tales principios, es de orden disciplinario.
ANALISIS RESPUESTA
Tiene razón la administración frente a la observación que se realizó dentro del informe respecto a este contrato, toda vez que, por un error involuntario se repitió la misma observación del contrato 288 del 4 de octubre de 2004.

La observación del contrato 161 del 27 de junio de 2005 es la siguiente: La prorroga vencía el 14 noviembre de 2005, a la fecha no hay evidencia de haberse formalizado una nueva prorroga, a pesar de haberse solicitado el 31 de enero de 2006, por parte de la interventora.

Como consecuencia de lo anterior; hoy 18 de abril de 2006, no se ha entregado el producto lo que muestra la falta de planeación toda vez que, un producto que por su importancia para la misión institucional del DAMA, debía de ser ejecutado en 60 días, los cuales se contaban a partir del 23 de agosto hasta el 23 octubre y con una prorroga que vencía el 24 de noviembre, se ha tomado seis meses, es decir el 200% del tiempo inicialmente, siendo ineficaz en este evento la administración.

Como señala el artículo 51 de la ley 80 de 1993 el servidor público responderá por sus acciones y omisiones en la actuación contractual en los términos de la Constitución y la ley. 

2.3.2.4. Hallazgo Administrativo con Incidencia Disciplinaria No. 14 Contrato 297 del 4 de octubre de 2005

Se encuentra en ejecución. Hasta el momento se observa en los informes de actividades que hacen parte del contrato, el avance y ejecución del objeto contratado.

Por otra parte la suspensión obedece a la falta de planeación y por ende resulta ineficaz la gestión del DAMA en el tema. Ya que debió con antelación a la suscripción del contrato, determinar y seleccionarlos los temas de tal manera que sobre ellos, se ejecutará el objeto contractual y no sobre la marcha revisarlos para entrar a determinar que no se tenía claro, ni definido el asunto por tanto debió recurrir a la suspensión. 

Desconociendo la cláusula décima sexta del contrato y el numeral 4.10 de los términos de referencia que hacen parte integral del contrato, el cual señal que: “…Por circunstancias de fuerza mayor o caso fortuito, se podrá suspender la ejecución del contrato mediante la suscripción de un acta en la cual conste tal eventualidad, sin que para los efectos del plazo extintivo del contrato se compute el tiempo de suspensión…”

Es obvio que el argumento expuesto en el acta de suspensión: “…Para dar cumplimiento al objeto del presente contrato, es necesario que la información técnica sea suministrada por el DAMA al contratista; actividad que ha sido dispendioso hasta el momento. Por tanto, se requiere que a partir de la temática identificada por el DAMA a desarrollar en el marco del álbum ambiental para Bogotá, realizar una recopilación de la información de las diferentes subdirecciones, como de los programa misionales, al igual que de los diferentes profesionales de la entidad. Sin embargo esta información será entregada al contratista totalmente una vez se reanuden las actividades de la presente orden de servicio…”; no constituye causal de fuerza mayor o caso fortuito. 

Respecto a la selección del contratista por la cuantía, conforme al literal a del artículo 24 de la ley 80 de 1993, el contratista  se podía seleccionar mediante la modalidad directa, pero está se debía realizar mediante convocatoria pública. Infringiéndose por tanto el principio de transparencia 
En virtud del artículo 62 de la ley 80 de 1993, la competencia sobre el control de la inobservancia de los principios de contratación estatal, radica en el ministerio público, por tal razón el desconocimiento de tales principios, es de orden disciplinario.

ANALISIS RESPUESTA
Es precisamente lo que este órgano de control advierte al DAMA, que el proceso contractual en este evento, establece la falta de planeación y por ende difícilmente se puede pensar que, apunta a satisfacer un fin estatal cuando la misma administración señala el cambio de estrategias con la llegada de una nueva directora que, no le da continuidad a las políticas de estado. 
Entonces según la respuesta, el DAMA, debería replantearse, las condiciones de los contratos suscritos cada vez que, llegue un nuevo Director o será que, debe darle continuidad a lo programado y planeado por la entidad dentro de su plan de acción. Por que así las cosas, la entidad no podría cumplir con sus fines institucionales, si se tiene en cuenta el cambio continuo de los Directores.
2.3.2.5. Hallazgo Administrativo con Incidencia Disciplinaria No. 15 Contrato 294 del 4 de junio de 2005  
Se encuentra en ejecución. Dentro de los documentos que soportan la ejecución del contrato se advierte el cumplimiento de las obligaciones por parte del contratista.

Respecto a la selección del contratista por la cuantía, si bien se podía realizar a través de la modalidad de la contratación directa conforme al literal a del artículo 24 de la ley 80 de 1993 está se debía realizar mediante convocatoria pública, solo se observa una invitación. Desconociéndose por tanto el principio de transparencia 
En virtud del artículo 62 de la ley 80 de 1993, la competencia sobre el control de la inobservancia de los principios de contratación estatal, radica en el ministerio público, por tal razón el desconocimiento de tales principios, es de orden disciplinario.

ANALISIS RESPUESTA
El DAMA amparado en la suscripción de un contrato de un servicio profesional no puede desconocer el principio de transparencia y mucho menos si conforme a la hoja de vida de quien se contrato, no tiene calidades excepciónales, que señalen que necesariamente debe ser con él y no con otro la realización del objeto contractual. 

Existen muchos profesionales que reúnen tales características, para ser contratados a los que se les esta desconociendo el derecho fundamental de la igualdad.
La ley cuando habla de los profesionales, para ser contratados directamente, esta haciendo referencia a profesionales con calidades que desbordan las normales, por tanto su escogencia no puede ir en contravía de los principios constitucionales, de los intereses patrimoniales de la entidad, y mucho menos en el desconocimiento de los principios de selección objetiva y transparencia, 
2.3.2.6. Hallazgo Administrativo con Incidencia Disciplinaria No. 16 Contrato 293 del 4 de octubre de 2005 
Se encuentra en ejecución. No existe evidencia del cumplimiento de las obligaciones del contratista como (informes mensuales y las establecidas en los términos de referencia), lo cual puede ser constitutivo de un posible detrimento fiscal, si la administración no prueba el cumplimiento del objeto contratado.

Lo anterior permite concluir que el interventor encargado de la vigilancia y control de la ejecución del contrato no realiza su labor y como lo señala el Numeral 1º. del artículo 26 DE LA LEY 80 DE 1993: “PRINCIPIO DE RESPONSABILIDAD…Los servidores públicos están obligados a buscar el implemento de los fines de la contratación, a vigilar la correcta ejecución del objeto contratado y a proteger los derechos de la entidad, del contratista y de los terceros que puedan verse afectados por la ejecución del contrato.”
A hora bien en relación al tema de la selección del contratista por la cuantía, conforme al literal a del artículo 24 de la ley 80 de 1993, el contratista se podía seleccionar mediante la modalidad directa, pero está se debía realizar mediante convocatoria pública, observándose una sola invitación. Desconociéndose el principio de selección objetiva y transparencia por la administración.

En virtud del artículo 62 de la ley 80 de 1993, la competencia sobre el control de la inobservancia de los principios de contratación estatal, radica en el ministerio público, por tal razón el desconocimiento de tales principios, es de orden disciplinario.

ANALISIS RESPUESTA
El DAMA amparado en la suscripción de un contrato de un servicio profesional no puede desconocer el principio de transparencia y mucho menos cuando conforme a la hoja de vida de quien se contrato no tiene calidades excepciónales, que haga tan indispensable su contracción. 

Existen muchos profesionales que reúnen tales características, para ser contratados 

La ley cuando habla de los profesionales, para ser contratados directamente, esta haciendo referencia a profesionales con calidades que desbordan las normales, por tanto su escogencia no puede ir en contravía de los principios constitucionales, de los intereses patrimoniales de la entidad, y mucho menos en el desconocimiento de los principios de selección objetiva y transparencia, porque además, existen en nuestro medio muchos profesionales con tales calidades. 

2.3.2.7.  Hallazgo Administrativo con Incidencia Disciplinaria No. 17 Contrato 301 del 6 de octubre de 2005  
Se encuentra en ejecución.  Dentro de la revisión se evidenció el cumplimiento de las obligaciones del contratista como (informes mensuales y las establecidas en los términos de referencia), en lo que corresponde al término ejecutado hasta el momento.

Así como también respecto a la selección objetiva del contratista, conforme al literal a del artículo 24 de la ley 80 de 1993, el contratista se podía seleccionar  a través de la modalidad directa, por la cuantía, pero mediante convocatoria pública. Desconociéndose el principio de  transparencia por la administración.

En virtud del artículo 62 de la ley 80 de 1993, la competencia sobre el control de la inobservancia de los principios de contratación estatal, radica en el ministerio público, por tal razón el desconocimiento de tales principios, es de orden disciplinario.

ANALISIS RESPUESTA
Igualmente se reitera que el DAMA  no se puede amparar en la situación de contratarse un servicio profesional, para desconocer el principio de selección objetiva y transparencia. 

2.3.2.8.  Hallazgo Administrativo con Incidencia Disciplinaria No. 18 Contrato 302 del 6 de octubre de

De los respectivos documentos soporte de ejecución del contrato, se determinó el cumplimiento del objeto contratado, así como la calidad de los informes que muestran la problemática ambiental de la localidad de Suba.
Respecto a la cuantía, si bien se podía efectuar a través de la modalidad de la contratación directa conforme al literal a del artículo 24 de la ley 80 de 1993 está se debía realizar mediante convocatoria pública, solo se observa una invitación. Desconociéndose el principio de selección objetiva consagrado en el  articulo 29 de la ley 80 de 1993 y el de transparencia, Articulo 24 de la ley 80 de 1993, por parte del DAMA. 

En virtud del artículo 62 de la ley 80 de 1993, la competencia sobre el control de la inobservancia de los principios de contratación estatal, radica en el ministerio público, por tal razón el desconocimiento de tales principios, es de orden disciplinario.

ANALISIS RESPUESTA
En aplicación de la facultad para contratar directamente no es óbice para que dentro del procedimiento de selección del contratista se haga más de una  invitación. 
2.3.2.9.  Hallazgo Administrativo con Incidencia Disciplinaria No. 19  Contrato 308 del 11 de octubre de 2005

Se encuentra en ejecución. De los documentos que soportan la ejecución del contrato, se determinó que los informes de actividades no corresponden a las obligaciones pactadas en los términos de referencia en el numeral 2.1 y en la cláusula segunda del contrato.

Por tanto el producto obtenido hasta el momento, no colma las expectativas ni con ellos se obtiene los resultados esperados ni corresponde a la motivación que da lugar a la suscripción del contrato y por ende es mínimo el valor agregado frente a los resultados esperados.

Como el contrato esta en ejecución se recomienda hacer seguimiento, a fin de establecer una vez posible detrimento fiscal, si al terminar el contrato se cumple o no con el objeto y obligaciones contractuales.

A sí como también en lo concerniente a la selección del contratista se realizó una sola invitación, debiendo por la cuantía realizarse una convocatoria publica conforme al numeral 1º.literal a del artículo 24 de la ley 80 de 1993. Desconociéndose el principio de selección objetiva consagrado en el  articulo 29 de la ley 80 de 1993 y el de transparencia, Articulo 24 de la ley 80 de 1993, por parte del DAMA. 

En virtud del artículo 62 de la ley 80 de 1993, la competencia sobre el control de la inobservancia de los principios de contratación estatal, radica en el ministerio público, por tal razón el desconocimiento de tales principios, es de orden disciplinario.
ANALISIS RESPUESTA
El DAMA, con este contrato desconoce por completo, cual es la finalidad de la contratación y que con ella se persigue el cumplimiento de los fines estatales y la satisfacción del interés general.

El análisis al contrato permitió determinar que con el mismo, hasta el momento no se han obtenido los objetivos que motivaron su celebración y que los mismos fueron enfrentados con los términos de referencia y justificación, para realizar la observación correspondiente, por tanto no es cierto lo que se afirma en la respuesta. 

2.3.2.10.  Hallazgo Administrativo con Incidencia Disciplinaria No. 20 Contrato 309 del 6 de octubre de 2005 
Presenta deficiencias la formulación del objeto en el contrato. Dentro de la definición del mismo se indica:”…Contratar los servicios para dinamizar los procesos de la gestión ambiental local en el marco…”, sin establecer que persona debe prestar esos servicios y las características, tal como se había planteado en los términos de referencia que, debía ser una persona natural con conocimiento en economía.

Esto demuestra la falta de control y aplicación del principio de selección objetiva. 
Por la cuantía conforme al numeral 1º. Del artículo 24 de la ley 80, la escogencia del contratista se debía realizar mediante la modalidad de concurso público, situación que no fue observada, desconociéndose el principio de selección objetiva consagrado en el  articulo 29 de la ley 80 de 1993 y el de transparencia , Articulo 24 de la ley 80 de 1993, por parte del DAMA. 
En virtud del artículo 62 de la ley 80 de 1993, la competencia sobre el control de la inobservancia de los principios de contratación estatal, radica en el ministerio público, por tal razón el desconocimiento de tales principios, es de orden disciplinario.
ANALISIS RESPUESTA
La respuesta no corresponde al contenido de la observación formulada por el ente de control.

2.3.2.11.  Hallazgo Administrativo No. 21 Contrato 305 del 6 de octubre de 2005 
Se encuentra en ejecución. De los documentos que soportan la ejecución del contrato, se determinó que los informes de actividades presentadas hasta el momento corresponden a las obligaciones pactadas en los términos de referencia en el numeral 2.1, 2.2  y en la cláusula segunda del contrato; mostrando el cumplimiento, en el término de lo que va corrido del mismo.

En lo atinente a la cuantía y conforme al numeral 1º del artículo 24 de la ley 80, la escogencia del contratista se debía realizar mediante la modalidad de concurso público, situación que no fue observada, desconociéndose el principio y el de transparencia, Articulo 24 de la ley 80 de 1993, por parte del DAMA. 

En virtud del artículo 62 de la ley 80 de 1993, la competencia sobre el control de la inobservancia de los principios de contratación estatal, radica en el ministerio público, por tal razón el desconocimiento de tales principios, es de orden disciplinario.

ANALISIS RESPUESTA
Si bien la ley faculta la contratación directa, entre mayor participación y ofertas se tengan, será la garantía de una mejor calidad en el producto contratado 

2.3.2.12.  Hallazgo Administrativo con incidencia Disciplinaria No. 22 Contrato 304 del 6 de octubre de 2005  
Se encuentra en ejecución.  Analizados los documentos que corresponden a la ejecución del contrato, se estableció que los informes de actividades presentadas hasta el momento corresponden a las obligaciones pactadas en los términos de referencia en el numeral 2.1, 2.2 y en la cláusula segunda del contrato; mostrando el cumplimiento, en el término de lo que va corrido del mismo.

Conforme al numeral 1º. del artículo 24 de la ley 80, la escogencia del contratista por la cuantía se debía realizar mediante la modalidad de concurso público, situación que no fue observada, desconociéndose el principio de transparencia, consagrado en el Articulo 24 de la ley 80 de 1993, por parte del DAMA.

En virtud del artículo 62 de la ley 80 de 1993, la competencia sobre el control de la inobservancia de los principios de contratación estatal, radica en el ministerio público, por tal razón el desconocimiento de tales principios, es de orden disciplinario.
ANALISIS RESPUESTA
La satisfacción de los fines estatales que se persiguen a través de la contratación solo se logrará  cuando se de la democratización de los procesos contractuales al interior de las entidades. 

2.3.2.13.   Hallazgo Administrativo No. 23 Contrato de Prestación de Servicios No. 312 de 19 octubre de 2005

Contratista Héctor Andrés Ramírez; valor del contrato $22.500.000, plazo nueve (9) meses.  El contrato se encuentra en ejecución.  El objeto del contrato consiste en “Dinamizar los procesos de la gestión ambiental en el marco de la estrategia de descentralización y desconcentración desarrollando e implementando instrumentos y mecanismos de planeación participativa para consolidar la gestión ambiental en la localidad de Santa Fe”. 
Se verifico el cumplimiento de las actividades establecidas en los términos de referencia, determinando que a abril 15 de 2006, solamente se ha presentado el primer informe del mes de noviembre, mediante el cual se autoriza el pago del mismo mes, previo informe de interventoría, en el que se manifiesta que el contrato se ejecuta de manera satisfactoria, y se certifica que el contratista ha entregado los productos requeridos.  

Se verifico los pagos realizados por parte del DAMA y se estableció que a la fecha solamente se ha efectuado la cancelación del mes corrido octubre 19 a noviembre 18 de 2005; lo cual se debe a que el contratista no ha presentado los respectivos informes de gestión y actividades correspondientes a los meses diciembre 2005, enero, febrero y marzo de 2006, establecidos en la cláusula quinta del contrato, a fin de que sean revisados y aprobados por parte del interventor para tramitar el correspondiente pago. Igualmente se estableció que tampoco se han realizados los pagos de los aportes a EPS y al Fondo de pensiones para estos meses, de conformidad con la Ley 789 de 2002 y los Decretos 1703 de 2002 y 510 de 2003, incumpliendo con el parágrafo primero de la cláusula quinta del contrato en mención.

La anterior situación, no permite evidenciar el cumplimiento del objeto contractual durante el periodo comprendido entre el 19 de noviembre de 2005 y el 18 de abril de 2006, así como tampoco la realización de las actividades específicas descritas en el numeral 2.3 de los términos de referencia.  De otra parte, tampoco se evidencia por parte del interventor (Subdirector de Gestión Local), el control y vigilancia del contrato, de conformidad con lo estipulado en la cláusula novena “1) Verificar personal y periódicamente la ejecución idónea y oportuna del contrato…4) solicitar los informes a EL CONTRATISTA. 5) rendir informes sobre la ejecución y desarrollo del contrato, por escrito…6) avalar los pagos…verificar que el contratista cumpla con sus obligaciones frente a los sistemas de seguridad social en salud y pensiones…7) informar por escrito a la Subdirección Jurídica, las anomalías que se presenten durante la ejecución…”   

No obstante el contrato todavía se encuentra en ejecución, lo anterior, constituye un hallazgo administrativo de orden disciplinario para el interventor del contrato, toda vez que está incumpliendo con sus actividades; esta situación podría generar ineficacia e ineficiencia en el cumplimiento del objeto del mismo. 

2.3.2.14.   Hallazgo Administrativo No. 24 en Contrato No. 313 de 13 de octubre de 2005 de Ciencia y Tecnología 

Contratista: Instrumentos y controles S.A. (representante legal Felipe Augusto Guerra Niño); por valor de 151.500.000, plazo siete (7) meses, fecha de iniciación noviembre 8 de 2005. Objeto: Contratar el mantenimiento, administración y operación de los equipos y componentes del sistema automático de vigilancia y monitoreo de ruido para Bogotá.

En desarrollo de la verificación de la operación de la Red de Monitoreo de Ruido se evidenció que tan solo dos de las tres estaciones que la conforman estaban en funcionamiento (CAI de Villaluz y Capellanía escuela Villa Mar El Carmen); y que la estación ubicada en la ETB (Avenida Boyacá con 51) no esta funcionando ni ha sido reubicada. En tal sentido el contrato suscrito desarrollo actividades en únicamente en las dos estaciones que están en funcionamiento. 
No obstante que las dos estaciones mencionadas se encuentran funcionando en optimas condiciones se presenta dificultad tanto en la recepción de la información como su análisis que permita obtener resultados en tiempo real, las causas de esta situación a la demora en la gestión con la Aeronáutica Civil en relación con la conexión de las mismas a la cabeza del radar del Aeropuerto Internacional El Dorado.
En el contexto anterior, el DAMA puede obtener información acumulada por el sistema GEMS, quedando su análisis estadístico pendiente, lo que imposibilita actualizar la situación de contaminación sonora derivada del Aeropuerto.
Este Ente de Control realizó el análisis de la información reportada en los informes de operación correspondientes al año 2003 y 2004, evidenciando inconsistencias en tanto que el sistema no funciono las 24 horas, ni los siete días a la semana, dando lugar tan solo al reporte de datos aproximadamente de 4 meses del 2004, debido a la interrupción en la conexión de las estaciones con la cabeza de radar o por falla del modem y del sistema.  
Es importante recalcar que a la fecha no se ha presentado el informe del sistema GEMS del año 2005.  
La Entidad en su respuesta a esta observación presentada mediante el informe preliminar, ratifica esta observación, por lo cual se constituye en un hallazgo administrativo, toda vez que no se esta dando cumplimiento a lo estipulado en el contrato en mención, por tanto deberá suscribirse la acción correctiva dentro del Plan de Mejoramiento.  

2.3.2.15.  Hallazgo Administrativo de Incidencia Disciplinaria No. 25 Contrato 039 del 31 de marzo de 2005

Presenta serías irregularidades en el cumplimiento del objeto contractual, pues en relación a las actividades que debe desplegar con la comunidad no existe certidumbre de haberse efectuado; como también respecto a los informes, estudios, documentos etc.

Si bien en los informes se abordan temas de orden ambiental, en ellos no se concreta o se refieren a las obligaciones pactadas en el contrato.

Ante la imposibilidad de determinar la observancia del contrato con los documentos aportados por el DAMA, se procedió a realizar visita administrativa para verificar el cumplimiento del objeto y obligaciones contractuales al Interventor del contrato Doctor HERMAN MARTINEZ GOMEZ, Subdirector de Gestión Local, quién indicó como consta en el acta No16 del 30 de marzo de 2006, haber adquirido el compromiso con el contratista de entregar a 15 de abril de 2006, las obligaciones pactadas en el contrato y se dejo claro en ella, que hasta el momento se presenta incumplimiento y que sin embargo fueron autorizados los pagos, por parte del interventor.

Teniendo en cuenta que el contrato esta vigente es necesario hacer seguimiento al mismo, una vez termine su ejecución para establecer la constitución de un posible detrimento fiscal derivado de su cumplimiento, ya que conforme al inciso 2º del artículo 65 de la ley 80 de 1993, la intervención del control fiscal solo se podrá realizarse una vez liquidado o terminado.

Por otra parte se determina que, la función encomendada al interventor del contrato refleja falta de acompañamiento y verificación del cumplimiento del objeto, limitándose a certificar el cumplimiento y autorizar los pagos indicando en ellos la observancia sin realizar un verdadero control sobre el mismo y como lo señala el numeral 1º del artículo 26 de la ley 80 de 1993: “… Principio de Responsabilidad- Los servidores públicos están obligados a buscar el implemento de los fines de la contratación, a vigilar la correcta ejecución del objeto contratado y a proteger los derechos de la entidad, del contratista y de los terceros que puedan verse afectados por la ejecución del contrato…”
ANALISIS RESPUESTA
EL DAMA en las respuestas que ofrece a este de control muestra la carencia de seriedad, con que,< atiende una observación como la establecida en este contrato, donde se determina la falta de cumplimiento y calidad del objeto contratado, confirmando una vez más las falencias que, se presentan en el proceso de selección del contratista. Se reitera de nuevo que hasta el momento no se ha cumplido con el objeto pactado. 

2.3.3. Resultados de los Insumos de Auditoría  

2.3.3.1. Hallazgo Administrativo de Incidencia Fiscal y Penal No. 26 en Expediente del Proyecto San Jerónimo del Yuste (Hallazgo Administrativo con incidencia Fiscal)
Ubicación del Proyecto: Sur oriente de la ciudad de Bogotá, Localidad de San Cristóbal, sobre el sector de las laderas de los cerros orientales, en el costado sur del río San Cristóbal entre las cotas 2700 y 3200 m.s.n.m. 

San Jerónimo del Yuste colinda por el sur con la cantera “El Zuque” de la Secretaría de Obras Públicas del Distrito; por el norte con los barrios Montecarlo, La Gran Colombia y el cauce del río San Cristóbal; por el oriente con las zonas de protección de los cerros orientales y terrenos parcialmente urbanizados; y por el occidente con los barrios El Triángulo (Alto y Bajo) y Corinto.

A nivel del río San Cristóbal, la zona del proyecto se halla en el área de transición, entre la zona de reserva forestal y la ciudad, entre los tanques de la EAAB y el Instituto Para Ciegos.

Coordenadas Planas: N: 996200 – 997000  y E: 1000000 – 1000800.

Nombre del Proyecto: Parque Residencial San Jerónimo del Yuste
Descripción del Proyecto: Construcción de Plan Urbanístico y Arquitectónico el cual incluye la construcción de 2702 unidades de vivienda, distribuidas así: 910 unidades unifamiliares y 1792 unidades multifamiliares.

Dueño anterior del Predio del proyecto: INMUEBLES MOGGIO LTDA
Dueño actual del Predio del Proyecto: COMPENSAR

Área del Proyecto: 27 hectáreas.

Características ambientales del área del proyecto: El área a habilitar (27 Ha) para el desarrollo del proyecto se encuentra enmarcada en un área de 100 Ha de las cuales 80 Ha, se encuentran reforestadas con Eucaliptos glóbulos plantados durante los años 1975, 1977 y 1979; según la CAR.

Condición geográfica del área: Según Plancha 46 del Acuerdo 6 de 1990 a escala 1:5000 correspondiente al Plano Oficial de Zonificación y Tratamiento de Bogotá, el área de las 27 Ha se encuentra dentro del perímetro de servicios o área urbana de la ciudad y las 73 Ha restantes hacen parte del Plan de Ordenación Físico de Borde Sur oriental, según lo dispuesto en el Acuerdo 02 de 1997 “Área suburbana de preservación del sistema orográfico con posibilidad de incorporación al área urbana”.
Actividad a analizar: Tala del bosque sin permiso de tala y sin salvoconductos de movilización dentro de las 27 Ha de ubicación del Proyecto.

Analizados los documentos que hacen parte del Expediente DM-03-02/02 1095 DAMA, a continuación se relaciona las  actuaciones administrativas y normas aplicables en el tema a analizar, las cuales permitieron emitir el concepto técnico que aparece al final de este documento: 1981: CAR/ de las 100 Ha., 80 Ha. se han reforestadas con Eucaliptos glóbulos con una densidad de 100000 árboles/Ha (catalogada como altísima).
12.05.82: CAR/ Certifica que el área de las 100 Hs, donde se ubicará el Proyecto se encuentran 250.000 árboles de Eucaliptos glóbulos plantados durante los años 1975, 1977 y 1979.
22.01.99: Curaduría Urbana No 5 / Emite Resolución CU5-003 por la cual se aprueba Proyecto Urbanístico SECTOR A. Concedió Licencia de Urbanización por un Plazo de 24 meses y fijó las obligaciones a cargo del urbanizador responsable de dicho desarrollo.

21.02.00: Curaduría Urbana 05 / Emite Resolución CU5-0056 por la cual autoriza modificaciones al Proyecto Urbanístico inicialmente aprobado.

8.03.00: Curaduría Urbana No 5 / Emite Resolución CU5 – 0060, mediante la cual se da aprobación del desarrollo residencial San Jerónimo del Yuste.  Concede Licencia de Urbanismo para el Sector A, Etapas 1 y 2. Se mantiene la vigencia del proyecto urbanístico general y la reglamentación de la urbanización aprobada. Concedió un nuevo plazo para la ejecución  de las obras de urbanismo y saneamiento para las etapas 1 y 2 del Sector A de conformidad con el artículo 26 del Decreto 1052 de 1998. El término de vigencia otorgado para las etapas citadas fue de 24 meses contabilizados a partir del 8 de marzo de 2002, fecha de ejecutoria del citado Acto Administrativo, prorrogable por una sola vez hasta 36 meses, de acuerdo al artículo 24 del Decreto 1052 de 1998.
02.06.00: CURADURIA URBANA 5 / Emite Resolución CU5-0077, mediante la cual se aprueba la modificación del Plan vial, de las cesiones tipo A, y de la división predial de las supermanzanas correspondientes a la etapa 2 del proyecto, ajustándolo al trazado actualizado de la vía Carretera a Oriente, entre otras modificaciones autorizadas.
4.12.01: COMPENSAR / Mediante Escritura Pública No 03652 de la Notaria 52 del Círculo de Bogotá, adquirió parte de los predios de propiedad del Patrimonio Autónomo denominado San Jerónimo del Yuste de la Fiduciaria Central – FIDUCENTRAL S.A.
4.12.01: COMPENSAR / Mediante Escritura Pública No 03652 de la Notaria 52 del Círculo de Bogotá, adquirió parte de los predios de propiedad del Patrimonio Autónomo denominado San Jerónimo del Yuste de la Fiduciaria Central – FIDUCENTRAL S.A.
COMPENSAR / Presentó ante CU2 solicitud para modificar sustancialmente el proyecto, para lo cual se presentó una nueva subdivisión predial.
20.11.01: Curaduria Urbana No 2 / Emite Resolución CU2 – 2001 – 01283
27.11. 2001: Curaduría Urbana No 2 / Expidió la Licencia de Construcción No. 2001–2– 0339. En el último párrafo de la comunicación  de la CU2 al DAMA se menciona: “…vale la pena aclarar que las licencias expedidas no autorizan la intervención de elementos naturales lo cual compete a esa entidad (DAMA), en caso de requerirse…”

12.12.00 COMPENSAR / Mediante Escritura Pública No 03652 de la Notaria 52 del Círculo de Bogotá, adquirió parte de los predios de propiedad del Patrimonio Autónomo denominado San Jerónimo del Yuste de la Fiduciaria Central – FIDUCENTRAL S.A.
4.12.01 COMPENSAR/ Presenta Plan de Manejo Ambiental del Proyecto Modificado Parque Residencial San Jerónimo del Yuste al DAMA, en cumplimiento de las Resoluciones  CU5-0003, CU5-0060 y CU2-2001-283, antes mencionadas, a pesar que sostiene “…el proyecto en mención no requiere de la aprobación del PMA para su ejecución y que el aprovechamiento forestal de la plantación comercial  actualmente existe en los predios, no requiere la obtención de Licencia, autorización o permiso alguno para su ejecución.”

27.12.01 DAMA / Emite Concepto Técnico No 18316 en relación con el área de ubicación del proyecto urbanístico: “…Áreas de vocación forestal. Desde el punto de vista urbanístico implica una apropiación incorrecta de los espacios periféricos, destruyendo más que captando, los valores rurales y silvestres del Distrito a través de formas de ocupación y construcción. La zona corresponde a una reserva forestal…estas áreas como corresponde a su vocación no deben acoger desarrollos urbanísticos a menos que se garantice que se van a prevenir y controlar los efectos nocivos que se puedan causar”. En el mismo concepto se solicita a la Subdirección Jurídica requerir a la Curadurías Urbanas números 2 y 5, para que informen a este Departamento los criterios técnicos que se tuvieron en cuenta para
21.03.02: El Departamento de Administrativo de Planeación Distrital- Oficio 2.-2002-06110 / Los Globos 1 y 2 corresponden a la parte urbana del predio San Jerónimo del Yuste, de conformidad con el Plano del Decreto 1020 del 22 de noviembre de 2000, reglamentario de los Acuerdos 6 de 1990 y 2 de 1997.

19.04.02: COMPENSAR / Notifica al DAMA sobre la autorización efectuada al señor Marcial Alberto Zamudio para realizar aprovechamiento forestal de la plantación comercial de Eucaliptos glóbulos ubicada sobre el Predio San Jerónimo del Yuste Sector A de propiedad de COMPENSAR, la cual sustenta en el artículo 70 del Decreto 1791 de 1996. “Por tratarse de un aprovechamiento de plantación forestal sobre terrenos de propiedad privada no se requiere la obtención de autorización de la Autoridad Ambiental...”
Según COMPENSAR, no estaba obligado a elaborar Plan de Manejo Ambiental para el Proyecto por contar con Licencia de Urbanismo antes de la entrada en vigencia del POT.
23.05.02: DAMA / Concepto Técnico SAS No 3640. Los predios donde se pretende desarrollar el proyecto tienen un área total de 268.89 Ha, identificados con las matrículas inmobiliarias No. 50S-40352360 y 50S-40352361, distribuidas de la siguiente forma:

Globo 1: Sector A = 22,54 HA

Globo 2: 4,35 Ha

Al tenor del artículo 58 del Decreto 1791 de 1996 “se debe tramitar la correspondiente solicitud de tala, ante este Departamento, sumado al hecho que la tala a realizarse obedece a razones relacionadas con el cambio de uso en el suelo, de conformidad con el Plan de Manejo Ambiental presentado, para la realización de una obra de carácter privado.”

Conclusión Concepto Técnico “No se considera viable desde el punto de vista técnico-ambiental aprobar el PMA presentado para el proyecto construcción del Parque Residencial San Jerónimo del Yuste hasta tanto no se mejoren y atiendan algunos de los tópicos del PMA…” 11.10.02: DAMA / Concepto Técnico 7572. Establece el inventario de árboles de especie Eucalipto, que se encuentran dentro del lote solicitados para ser aprovechados y referenciados para el Proyecto, así:

21.963 árboles, de los cuales se habían talado con corte a 26 de septiembre de 2002 un total de 4534 equivalentes a un volumen aprovechado de 633,1 metros cúbicos.
De los 17.429 que permanecen, 4.639 no van a ser objeto de aprovechamiento (según COMPENSAR) debido a que se encuentran en zonas de cesión de acuerdo con el diseño arquitectónico y urbanístico elaborado para el Proyecto. De éstos 4.639 árboles 1.902 se encuentran en zona de reserva.

En total 9.512 árboles deben permanecer y no son objeto de aprovechamiento porque se encuentran en zona de reserva.

Árboles conceptuados para tala 5.180
18.10.02: DAMA / Resolución 1463 por la cual se otorga un permiso de aprovechamiento forestal y se dictan otras disposiciones.
18.10.02: DAMA / Resolución 1464  por la cual se inicia un proceso administrativo sancionatorio y se impone una medida preventiva por tala sin permiso de 4.534 árboles localizados en el Predio San Jerónimo del Yuste.

15.01.03 Jardín Botánico José Celestino Mutis/ Valora la compensación de los árboles talados en 111 millones de pesos.

28.02.03 DAMA/ Mediante Auto 236 hace pliego de cargos en contra de COMPENSAR, por tala sin autorización de 4.534 árboles y su movilización sin contar con el respectivo salvoconducto, violando con estas conductas los artículos 58, 70 y 74 del Decreto 1791 de 1996.
18.03.03 DAMA / Notifica personalmente del Auto 236 al Representante Legal de COMPENSAR.
02.04.03 COMPENSAR / Presenta descargos al Auto 236 y solicita archivo de la investigación por ausencia de responsabilidad por los hechos investigados
27.10.03 DAMA / Mediante Auto 2391 decreta práctica de pruebas, a fin de adoptar la decisión administrativa a que haya lugar, de conformidad con el con el procedimiento previsto en el Decreto 1594 de 1984.

22.12.03 DAMA / Mediante Auto 4503 decretó la ampliación del término para pruebas por 15 días.

27.02.06DAMA /  Mediante oficio radicado DAMA 2006EE5293 del 27 de febrero de 2006, responde al Grupo Auditor en los siguientes términos: “6. La especie de los individuos talados para la ejecución del proyecto urbanístico San Jerónimo del Yuste corresponde a Eucaliptos de los cuales se conceptuaron para tala autorizada 5.180 y se observaron talados sin autorización 4.534 de igual forma en terreno deben permanecer en la zona de reserva forestal 9.512 y en la zona de cesión 4.639…” 7. El impacto ambiental ocasionado por la tala se evidencia en la afectación al paisaje de igual forma se evidencia un cambio en la geoforma del terreno ocurrida por la realización de cortes y terraplenes para ejecutar el proyecto. 8. Lo relativo a la compensación será objeto del trámite sancionatorio si a ello da lugar de acuerdo con la valoración jurídica que se surta como consecuencia de dicho trámite.”

Observación Contraloría: No hay duda que respecto los árboles ubicados en la zona establecida de reserva forestal de los cerros orientales, se requiere de Plan de Manejo Ambiental para su uso, según Resolución 76 de 1977, en tanto que para los ubicados en predio privado, en perímetro urbano, según Decretos Ley 2811 de 1972 y 1791 de 1996, requieren del Salvoconducto de movilización, y del lleno de requisitos exigidos por la Entidad administradora del recursos con base en el Artículo 71 del Decreto 1791 de 1996 esto es el permiso de tala.
Cuadro No. 8

ANALISIS DE SITUACION ACTUAL AL TENOR DEL DECRETO 190 DE 2004

	DECRETO 619 DE 2000
	DECRETO 469 DE 2003
	DECRETO 190  DE 2004
	OBSERVACION CONTRALORIA

	Artículo 85.

Condicionamientos para futuros desarrollos urbanísticos.

Para los futuros desarrollos urbanísticos en zonas de amenaza alta y media por fenómenos de remoción en masa e inundación se establecen los siguientes condicionamientos:

1. Para la solicitud de licencias de construcción se debe anexar al estudio de suelos un análisis detallado de amenazas y riesgos para el futuro desarrollo, el cual debe incluir el diseño de las medidas de mitigación. 

2. Para la fecha de radicación de documentos para enajenación de inmuebles destinados a vivienda ante la Subsecretaría de Control de Vivienda, se requiere que el urbanizador tenga implementadas las medidas de mitigación propuestas, las cuales deben garantizar la estabilidad, funcionalidad y habitabilidad de las viviendas y en general de todos los elementos que contiene dicho desarrollo. 

a. La Dirección de Prevención y Atención de Emergencia (DPAE) emitirá los términos de referencia a seguir en los estudios detallados de amenaza y riesgo por fenómenos de remoción en masa. 

b. La Subsecretaría de Control de Vivienda verificará la existencia de las obras de mitigación propuestas en el estudio de riesgos radicado en la Curaduría Urbana para la expedición de licencias de construcción. 

c. El urbanizador deberá incluir dentro de la póliza de garantía, la estabilidad de las obras de mitigación las cuales hacen parte de las obras de urbanismo, requisito indispensable para la entrega de las mismas. 


	Artículo 112.

1. Para los futuros desarrollos urbanísticos que se localicen en zonas de amenaza alta y media por remoción en masa alta y media, identificadas en el plano denominado Amenaza por remoción en masa, se establecen los siguientes condicionamientos:

a. Para la solicitud de licencias de urbanismo se debe anexar el estudio detallado de amenaza y riesgo por fenómenos de remoción en masa para el futuro desarrollo, el cual debe incluir el diseño de las medidas de mitigación. 

b. La Dirección de Prevención y Atención de Emergencias emitirá los términos de referencia a seguir en los estudios detallados de amenaza y riesgo por fenómenos de remoción en masa.

c. Previo a la expedición de la licencia de urbanismo, la Dirección de Prevención y Atención de Emergencias realizará la verificación y emitirá concepto sobre el cumplimiento de los términos de referencia establecidos para la ejecución de los estudios detallados de amenaza y riesgo por fenómenos de remoción en masa.

d. Para la fecha de radicación de documentos para enajenación de inmuebles destinados a vivienda, se requiere que se hayan realizado las medidas de mitigación propuestas en el estudio detallado de amenaza y riesgo por fenómenos de remoción en masa.

e. La Subsecretaría de Control de Vivienda verificará la existencia de las obras de mitigación propuestas en el estudio detallado de amenaza y riesgo por fenómenos de remoción en masa que hayan tenido concepto favorable de la Dirección de Prevención y Atención de Emergencias, y que hace parte de la licencia de urbanismo.

f. El urbanizador deberá incluir dentro de la póliza de garantía, la estabilidad de las obras de mitigación, las cuales hacen parte de las obras de urbanismo, requisito indispensable para la entrega de las mismas.

2. Para futuros procesos de construcción en barrios legalizados, se establecen los siguientes condicionamientos:

a. Para la licencia de construcción, se deben tener en cuenta las restricciones definidas en el acto administrativo por el cual se rige el barrio o sector, fijadas en el concepto de riesgo emitido por la Dirección de Prevención y Atención de Emergencias.

b. Si el barrio donde se localiza el predio interesado en la licencia de construcción fue legalizado antes de 1997, se debe tener en cuenta la resolución de legalización, y de presentarse algún tipo de restricción por riesgo, se deberá solicitar concepto de riesgo a la Dirección de Prevención y Atención de Emergencias para su incorporación a la reglamentación del mismo por parte del Departamento Administrativo de Planeación Distrital. 

	Artículo 141. 

Condicionamientos para adelantar procesos de urbanismo y construcción en zonas de amenaza o riesgo alto y medio (artículo 85 del Decreto 619 de 2000, modificado por el artículo 112 del Decreto 469 de 2003).

1. Para los futuros desarrollos urbanísticos que se localicen en zonas de amenaza alta y media por remoción en masa alta y media, identificadas en el plano denominado Amenaza por remoción en masa, se establecen los siguientes condicionamientos:

a. Para la solicitud de licencias de urbanismo, el cual debe incluir el diseño de las medidas de mitigación. 

b. La Dirección de Prevención y Atención de Emergencias emitirá los términos de referencia a seguir en los estudios detallados de amenaza y riesgo por fenómenos de remoción en masa.

c. Previo a la expedición de la licencia de urbanismo, la Dirección de Prevención y Atención de Emergencias realizará la verificación y emitirá concepto sobre el cumplimiento de los términos de referencia establecidos para la ejecución de los estudios detallados de amenaza y riesgo por fenómenos de remoción en masa.

d. Para la fecha de radicación de documentos para enajenación de inmuebles destinados a vivienda, se requiere que se hayan realizado las medidas de mitigación propuestas en el estudio detallado de amenaza y riesgo por fenómenos de remoción en masa.

e. La Subsecretaría de Control de Vivienda verificará la existencia de las obras de mitigación propuestas en el estudio detallado de amenaza y riesgo por fenómenos de remoción en masa que hayan tenido concepto favorable de la Dirección de Prevención y Atención de Emergencias, y que hace parte de la licencia de urbanismo.

f. El urbanizador deberá incluir dentro de la póliza de garantía, la estabilidad de las obras de mitigación, las cuales hacen parte de las obras de urbanismo, requisito indispensable para la entrega de las mismas.


	Se anexó el estudio detallado de amenaza y riesgo por fenómenos de remoción en masa para el futuro desarrollo.

La DPAE no realizó la verificación ni emitió concepto sobre el cumplimiento de los términos de referencia a los que hace alusión este numeral previo a la expedición de la licencia de urbanismo.

La Subsecretaría de Control de Vivienda verificó la existencia de las obras de mitigación propuestas en el estudio detallado de amenaza y riesgo por fenómenos de remoción en masa presentado por el representante del Proyecto en un 90%, sin que éste último hubiese tenido concepto favorable de la Dirección de Prevención y Atención de Emergencias, el cual debía hacer parte de la licencia de urbanismo.




Conclusiones del Análisis de Documentos Contentivos en el Expediente del Proyecto San Jerónimo del Yuste
· Las zonas definidas en la Resolución 76 de 1977 y el Acuerdo 06 de 1990,  no son coincidentes, respecto al límite de Reserva Forestal de Cerros Orientales de Bogotá, es claro que la zonificación establecida en el primero fue modificada, al ampliar el perímetro urbano en la segunda. Al no existir claridad en lo anterior, genera un conflicto respecto al cumplimiento de los requerimientos ambientales, exigidos para llevar a cabo la tala del bosque de plantación forestal comercial en propiedad privada.

· El Departamento Administrativo de Planeación Distrital, realizó equivocadamente el procedimiento de incorporación al perímetro urbano,  del predio San Jerónimo del Yuste, pues previamente no se efectuó la sustracción del área de Reserva Forestal, por parte del Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, como lo señala el articulo 210 del Decreto 2811 de 1974. 

· El artículo 58 del Decreto 1791 de 1996, señala que se debe solicitar por parte del propietario del proyecto, autorización ante la autoridad ambiental competente, en este caso el  DAMA, cuando se requiera efectuar tala o poda de árboles aislados en centros urbanos, lo cual no se realizó infringiendo la norma. Dando lugar a que de una parte, no se cobrara los valores por compensación establecidos en la norma por valor de $849’091.248, conforme a la metodología adoptada por el DAMA y de otra, a que, se impusiera una multa por la tala sin autorización que puede ser de $122’400.000.  

· El DAMA a pesar de haber iniciado el proceso sancionatorio para imponer la multa y que desde hace dos años, se practicó concepto técnico, que evidencia la tala de los árboles sin el permiso correspondiente, ni el salvoconducto de movilización, no ha impuesto sanción o multa alguna dentro del proceso administrativo sancionatorio, conforme lo establece la Ley 99 de 1993, ni ha desarrollado hasta el momento, ni aplicado metodología alguna, con el objeto de valorar el daño ambiental ocasionado con dicha tala. 

· Al tenor de lo exigido en el articulo 85 del Decreto 619 de 2000, hubo cumplimiento de lo establecido en materia de condicionamientos para procesos urbanísticos.

· Respecto a las exigencias normativas establecidas en los Decretos 469 de 2003 y 190 de 2004, en el proceso de otorgamiento de la Licencia de Urbanismo y construcción se evidencia irregularidades en el cumplimiento de los condicionamientos mencionados.

· El área del proyecto se encuentra clasificado, según la DPAE, como de nivel de amenaza MEDIA por fenómenos de Remoción en Masa.

· Ante la falta de concepto de la DPAE, sobre el Estudio de Riesgo Por Fenómenos de Remoción en Masa del Proyecto Parque Residencial San Jerónimo del Yuste, la efectividad de las obras de mitigación dejan incertidumbre como consecuencia de la erosión superficial concentrada en el sector norte que “puede evolucionar a pequeños movimientos en masa”
 y “la DPAE no ha evaluado los diseños respectivos, ni ha realizado el seguimiento de la construcción de dichas obras” y además “no tiene el conocimiento suficiente para certificar su estabilidad y funcionalidad…”
Concepto Sobre Responsabilidad Fiscal Por Daño Ambiental
La Constitución Política en su artículo 79, consagra el derecho de todas las personas a gozar de un ambiente sano y el artículo 80 la obligación de conservarlo e imponer sanciones legales y exigir la reparación de los daños causados, entre otras.

La competencia asignada a las contralorías en el tema ambiental se funda en el inciso 3º. del artículo 267 de la Constitución Política: “… La vigilancia de la gestión fiscal del estado incluye el ejercicio del control financiero, de gestión y de resultados, fundados en la eficiencia, la economía, la equidad y la valoración de los costos ambientales y desarrollada en el artículo 8 de la ley  42 de 1993. “…Artículo 8° La vigilancia de la gestión fiscal del Estado se fundamenta en la eficiencia, la economía, la eficacia, la equidad y la valoración de los costos ambientales, de tal manera que permita determinar en la administración, en un período determinado, que la asignación de recursos sea la más conveniente para maximizar sus resultados; que en igualdad de condiciones de calidad los bienes y servicios se obtengan al menor costo; que sus resultados se logren de manera oportuna y guarden relación con sus objetivos y metas. Así mismo, que permita identificar los receptores de la acción económica y analizar la distribución de costos y beneficios entre sectores económicos y sociales y entre entidades territoriales y cuantificar el impacto por el uso o deterioro de los recursos naturales y el medio ambiente y evaluar la gestión de protección, conservación, uso y explotación de los mismos. …” (Negrita fuera de texto).
De igual manera, la Corte Constitucional, en sentencia C-167 de 1995, sostuvo: "...La función fiscalizadora ejercida por la Contraloría General de la República propende por un objetivo, el control de gestión, para verificar el manejo adecuado de los recursos públicos   sean   ellos   administrados   por organismos públicos o privados; en efecto, la especialización fiscalizadora que demarca la constitución Política es la función pública que abarca incluso a todos los particulares que manejan fondos o bienes de la Nación. Fue precisamente el  constituyente quien quiso que ninguna  rama del poder público, entidad, institución,  etc.,   incluyendo  a  la misma Contraloría General de la República, quedara sin control fiscal de gestión. Entonces ningún ente, por soberano o privado que sea, puede  abrogarse  el   derecho   de  no ser fiscalizado cuando tenga que ver directa o indirectamente con los ingresos públicos o bienes de la comunidad; en consecuencia, la Constitución vigente crea los organismos de control independientes para todos los que manejen fondos públicos y recursos del Estado, incluyendo a los particulares....” 

En el contexto de la gestión ambiental, entendida  como: “… el proceso técnico administrativo, financiero, político, por medio del cual las autoridades encargadas organizan un conjunto de recursos de diversa índole que tienen como finalidad la protección, manejo y preservación del medio ambiente y de los recursos renovables en un territorio especifico. …” Esperanza González Gestión ambiental en pequeños municipios, ausencia de una propuesta estratégica”, Bogotá, octubre de 2001.

Para atribuir responsabilidad fiscal desde el punto de vista del daño ocasionado a los recursos y al patrimonio ambiental, es menester establecer los elementos constitutivos o presupuestos de la acción como que, de quien se predique, realice gestión fiscal (gestión ambiental) y en la cuantificación económica y valoración del daño ambiental. 

Es a través de la gestión ambiental que se produce la administración del patrimonio ambiental (es público y goza de la protección jurídica, por ser un patrimonio común y colectivo). 

Por tanto, solo se podrá predicar la responsabilidad fiscal en relación al componente ambiental patrimonial, cuando se  realiza gestión fiscal ambiental respecto a ese patrimonio, derivada de actos funcionales (asignados por vía normativa o reglamentaria) o contractuales, es decir, se tenga la capacidad jurídica para administrar dicho patrimonio ambiental.

Entonces, cuando en ejercicio de la función de administrar el patrimonio ambiental, se actúa con negligencia u otra circunstancia dando lugar a un daño económico, se estará frente a una responsabilidad fiscal, derivada del daño patrimonial ambiental (patrimonio público).

El artículo 206 del Decreto ley 2811 de 1974, define el área de reserva forestal como: “… la zona de propiedad pública o privada reservada para destinarla exclusivamente al establecimiento o mantenimiento y utilización racional de áreas forestales productoras, protectoras o productoras - protectoras…” 

Cuando se está frente a una reserva forestal, dentro de una propiedad privada, la connotación jurídica de la propiedad privada, debe ser observada, bajo la óptica de la carga social que pesa sobre el derecho de dominio, impidiendo que se ejerza de manera arbitraria y contraria a los intereses comunes pues, prima la protección de los recursos naturales y la conservación de un ambiente sano, lo cual se convierte en una limitación al ejercicio de la propiedad y en una obligación de quien detenta la propiedad privada, respecto a la preservación y manejo de tales recursos, quien, deberá ejercerlo conforme a los términos establecidos en la constitución y las normas que regulan la materia; así lo indica el Inciso 3º. del artículo 58 de la Constitución Política: “…La propiedad es una función social que implica obligaciones. Como tal le es inherente una función ecológica...”

El derecho de propiedad es uno de los derechos constitucionales fundamentales, aunque ello no significa que sea un derecho absoluto. La propiedad está garantizada en la Constitución, en términos tales que no puede ser desconocida ni vulnerada por leyes posteriores, mucho menos por actos de la autoridad pública. 

Entonces sí, un particular propietario de un predio cuyo dominio esta afectado por las limitaciones de la norma ambiental y responsable de su manejo y conservación (gestión ambiental), produce un daño al medio ambiente o a un recurso natural, estaría frente a una presunta responsabilidad fiscal.

El otro elemento, a entrar a considerar, es la valoración de costos ambientales, siendo, la cuantificación del impacto por el uso o deterioro de los recursos naturales y el medio ambiente y la evaluación de la gestión de protección, conservación, uso y explotación de los mismos y que para su cuantificación, debe aplicarse por los entes de control, las metodologías diseñadas por el Ministerio de Medio Ambiente, entre otras.

La conservación del capital natural (conformado por el aire, el suelo y el subsuelo, el agua, los mares y en general todos los recursos biológicos y todas sus interrelaciones), se vincula al bienestar de las sociedades por su contribución real y potencial a la riqueza de las naciones, la humanidad se beneficia de él, a través de la provisión de bienes como alimentos, medicinas materias primas, servicios ambientales como la conservación y almacenamiento de agua, la calidad del aire, del agua, del suelo, en los servicios de recreación.

La ausencia de verdaderas políticas de estado en garantizar su protección y la ausencia de una valoración económica de tales bienes, ha permitido que durante mucho tiempo hayan sido explotados por unos en perjuicio de otros. La valoración económica, es un instrumento útil para la gestión de los recursos naturales que permite medir los beneficios que presta la naturaleza y los costos presentes y futuros de su degradación o agotamiento. Así como la adquisición de una conciencia social y una actitud responsable ante la conservación de los recursos naturales para estimular o desestimular actividades de acuerdo a los costos ambientales para la sociedad, pudiendo imputar esos costos a quien  causa el deterioro.

Ahora bien, los hechos materia del análisis, nos permiten establecer que, en aras de desarrollar tal licencia de urbanismo concedida por  la Curaduría Urbana No 5 mediante Resolución CU5-003, Compensar Presenta al DAMA Plan de Manejo Ambiental del Proyecto Modificado Parque Residencial San Jerónimo del Yuste.

El DAMA / Emite el siguiente Concepto Técnico No. 18316 en relación con el área de ubicación del proyecto urbanístico: “…Áreas de vocación forestal. Desde el punto de vista urbanístico implica una apropiación incorrecta de los espacios periféricos, destruyendo más que captando, los valores rurales y silvestres del Distrito a través de formas de ocupación y construcción.”
La Zona corresponde a una reserva forestal “…estas áreas como corresponde a su vocación no deben acoger desarrollos urbanísticos a menos que se garantice que se van a prevenir y controlar los efectos nocivos que se puedan causar”. En el mismo concepto “se solicita a la Subdirección Jurídica requerir a la Curadurías Urbanas números 2 y 5, para que informen a este Departamento los criterios técnicos que se tuvieron en cuenta para otorgar Licencia de Construcción al Proyecto”.
Los árboles talados estaban localizados en un área incorporada por el DAPD al perímetro urbano, lo cual quiere decir se pueden clasificar como localizados en centro urbano, por tanto se debía dar aplicación al artículo 58 del Decreto 1791/96 “Cuando se requiere talar, transplantar o reubicar árboles aislados localizados en centros urbanos, para la realización, remodelación o ampliación de obras públicas o privadas de infraestructura, construcciones, instalaciones y similares, se solicitará autorización ante la Corporación respectiva, ante las autoridades ambientales de los grandes centros urbanos o ante las autoridades municipales, según el caso, las cuales tramitarán la solicitud, previa visita realizada por un funcionario competente, quien verificará la necesidad de tala o reubicación aducida por el interesado, para lo cual emitirá concepto técnico. La autoridad competente podrá autoriza talar. Igualmente, señalará las condiciones  de la reubicación o transplante cuando sea factible.”. En ese orden de ideas era necesario solicitar autorización para su tala al DAMA como Autoridad Ambiental competente.

El DAMA, realiza el trámite y mediante Resolución 1463, manifiesta que: “… No se considera viable desde el punto de vista técnico-ambiental aprobar el PMA presentado para el proyecto construcción del Parque Residencial San Jerónimo del Yuste… en total 9.512 árboles deben permanecer y no son objeto de aprovechamiento porque se encuentran en zona de reserva…” El impacto ambiental ocasionado por la tala se evidencia en la afectación al paisaje de igual forma se evidencia un cambio en la geoforma del terreno ocurrida por la realización de cortes y terraplenes para ejecutar el proyecto.

No hay duda que para los árboles ubicados en la zona establecida de reserva forestal de los cerros orientales, se requiere de Plan de Manejo Ambiental para su uso, según Resolución 76 de 1977, en tanto que para los ubicados en predio privado, en perímetro urbano, según Decretos Ley 2811 de 1972 y 1791 de 1996, requieren del Salvoconducto de movilización, y del lleno de requisitos exigidos por la Entidad administradora del recursos con base en el Artículo 71 del Decreto 1791 de 1996, esto es el permiso de tala.

La tala de los 4.534 árboles por parte de COMPENSAR sin obtener las autorizaciones  correspondiente por parte del DAMA, ocasionó un daño a los recursos naturales, cuantificado en la siguiente tabla, teniendo en cuenta que, estaba obligado a la conservación y preservación de tales recursos y tenía su custodia conforme a la norma, pues, dichos bienes hacen parte de una reserva forestal, como se indicó anteriormente y al tenor del artículo 61 de la ley 99 de 1993, es un  patrimonio público. Es decir el titular del derecho de dominio de este bien, lo ejerce de manera limitada por disposición de las normas ambientales y por tanto es el responsable o garante del bien puesto bajo su custodia:

Pudiéndose inferir por tanto una posible responsabilidad fiscal, al propietario del inmueble por la tala de 4.534 árboles en un área de reserva forestal en cuantía de $582’750.311.

Para establecer la valoración económica de la tala de los árboles (daño) se anexan las metodologías usadas, teniendo en cuenta los distintos factores que la componen, como recurso natural y daños al medio ambiente.

Situación igual se podía predicar  frente a los funcionarios del DAMA, que realizan gestión ambiental. Es la autoridad ambiental en el Distrito capital conforme a lo dispuesto en  el artículo 63, 65 y 66 la ley 99 de 1993, por falta de diligencia en la gestión ambiental, pues la mora en la actuación surtida en relación con el trámite del proceso sancionatorio, ha permitido que el particular no haya sido sancionado por el detrimento al medio ambiente ni se hayan cobrado el valor de compensación (IVP).

La entidad a pesar de haber realizado el trámite del proceso sancionatorio e imponer una medida preventiva por tala, sin permiso de 4.534 árboles localizados en el Predio San Jerónimo del Yuste, desde el 18 de octubre de 2002, a la fecha no ha proferido acto administrativo que imponga sanción alguna, siendo que esta asciende a la suma de $849.091.248,00, por Valoración de la compensación de los árboles talados, con la metodología que a la fecha aplica el DAMA en estos casos. 

Es menester señalar que la administración no tiene establecidos procedimientos internos que señalen los tiempos en que se debe agotar los procedimientos, lo que permite que no sean proferidas las decisiones de manera oportuna.

Por tanto es posible derivar una posible responsabilidad fiscal al propietario de de SAN JERONIMO DEL YUSTE y a los funcionarios del DAMA que intervinieron en el trámite del proceso sancionatorio.

METODOLOGIAS

Valoración de Costo Reposición
Se aclara que la tala no autorizada hace relación a los árboles que debían permanecer y sin embargo fueron talados, contrariando la  exigencia de la Ley  desatendiendo la exigencia de permanencia de los individuos arbóreos.

Fundamentos para el Análisis de la Valoración de Costos Ambientales

El Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, en cumplimiento de la función a la que hace referencia el numeral 43 del artículo 5 de la Ley 99 de 1993, emitió la Resolución 1478 de 2003, mediante la cual establecieron las metodologías de valoración de los costos económicos del deterioro y de la conservación del medio ambiente y de los recursos naturales renovables.

En el caso que nos ocupa, esa valoración parte de reconocer  la función ambiental y acción beneficiosa que cumple la cobertura de árboles
, en servicios tales como: 

· Mejoramiento de la calidad del aire 

· Retención de partículas y absorción de gases tóxicos emitidos por las fuentes móviles (vehículos) y las fuentes fijas (chimeneas p.e de industrias).

· Barrera de amortiguación contra contaminación sonora (ruido)

· Regulación climática (grado de temperatura del aire). 

· Regulación Hídrica (humedad) 

· Disminución de la velocidad del viento en áreas residenciales con cobertura arbórea moderada, comparada con áreas abiertas.

· Protección ante lluvias

· Proporción hábitat  de fauna silvestre 

· Beneficio social para la salud mental de la población como escenario de descanso, disfrute del paisaje. 

· Práctica de educación ambiental.

En el contexto de las metodologías de valoración de costos ambientales establecidas en la Resolución 1478 del 18 de diciembre de 2003 por el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, lo que se busca es cuantificar monetariamente las preferencias claramente manifestadas por la sociedad en la conservación y disfrute de las áreas verdes.

Es importante reconocer que existen limitaciones en las mismas para captar los impactos totales por ejemplo de la tala de árboles, por la limitada información técnica  que sirva  para su valoración.

En ese orden de ideas, la tala de árboles se adelanta sin medir esos servicios ambientales. 

La aplicación de las metodologías de significado económico de los impactos ambientales, reflejan cambios en la productividad de los servicios ambientales que pueden prestar los árboles y que son sacrificados con la tala de los árboles. 

En el caso de San Jerónimo del Yuste se utilizaron las siguientes metodologías de valoración económica de los servicios ambientales sacrificados con miras a establecer monetariamente el daño ambiental ocasionado por la tala de árboles sin autorización, como se ilustra a continuación:

· Metodología a partir de cambios en la producción del servicio ambiental
Se basa en el cambio de la productividad del bien ambiental, en este caso  partiendo de la base de algunos servicios ambientales que producen los árboles, tal como el sumidero de CO2, barrera de ruidos, hábitat de avifauna y disfrute del paisaje.

Para este análisis se evalúa la pérdida de fijación del CO2
, servicio que presta la cobertura vegetal que, al ser talada pierde esa calidad productora, existiendo una relación directa del daño o de causa efecto. En este caso el beneficio esta dado por el servicio de captación del CO2 y el daño por no seguir prestando el servicio de fijación de estos gases al ser talado. 

La valoración monetaria del daño se cuantifica a precios de mercado, en valores estimados para el nivel internacional; en Colombia estimados del Ministerio del Medio Ambiente llegan a US 21, por ton de CO2; Lancher
, establece un rango de captación en Kg. CO2/árbol y en KGCO2 /m2 para  diferentes tipos de vegetación asimilables a las condiciones de  especies  de la ciudad de Bogotá, teniendo en cuenta que esos rangos se han establecido con base en " tasas de crecimiento que presentan las unidades de vegetación y que de acuerdo a condiciones climáticas, térmicas y latitudinales, tienen  mayor  o menor capacidad de asimilar el CO2"
, con base en esos estimados se plantean costos en el daño por la disminución de captación de CO2 al presentarse la tala de árboles. 

Cuadro No. 9
TALA DE ÁRBOLES NO AUTORIZADOS SAN JERONIMO DEL YUSTE

COSTOS AMBIENTALES POR PERDIDA  CAPTACION CO2
	AT- árboles talados-
	ANT- número de árboles necesarios  para absorber  una tonelada CO2-
	AxTT-Absorción total ton C02 total árboles talados - 
	VCT CO2 - Valor Captación Ton dejada de percibir
	PxCA- pérdida por captación anual- US $
	PxCT- pérdida total captación CO2- Diez años- US $

	4534
	16.66 árboles
	272,14 
	US $ 21-
	5715,12
	57151,2


Fuente: Informe del Estado de los Recursos Naturales y del Ambiente vigencia 2000. Contraloría de Bogotá.

AT= Árboles  talados San Jerónimo del Yuste

TC= tasa captación  CO2 x árbol = 60.2 Kg./año

ANT= número de árboles necesarios para la absorción de  una tonelada de CO2 año= 1.00kg/TC 

AxTT= Absorción Ton C02 de  total árboles talados

VCT=  Valor captación Tonelada CO2
PxCA= Pérdida captación anual

PxCT= Pérdida Captación  durante diez años- al final del décimo año se entra a recuperar  CO2 por la maduración de los árboles sembrados como sustitución de la tala.
El valor del servicio ambiental que anualmente se deja de percibir por captación de CO2, por la tala de árboles en San Jerónimo del Yuste equivale US $5.715,12, lo cual quiere decir que en un periodo de 10 años, a una tasa de cambio al 23 de marzo de 2006, por valor de $2.263,3 correspondería a $129’350.311, equivalente al daño ambiental al talarse estos árboles por el servicio dejado de prestar como sumidero de contaminación de gases de carros y contaminación atmosférica. 

Metodología Costos de Oportunidad

Esta metodología mide lo que debe ser rechazado postergado o eliminado por la decisión de conservar un bien o servicio ambiental. Esto significa que no se miden  los beneficios del bien ambiental - árboles-sino que, se considera la alternativa que los afecta, en este caso, la tala, la cual tiene un costo a precios de mercado, que es equivalente al valor de conservar los árboles al no talarse. 

Se parte de la base de la tala de especies sobré maduras; como referencia en el proyecto Quebrada La Vieja el valor de tala de este tipo de vegetación madura -precios 1999-, llegaba  a un valor de $31.600 árbol, asumiendo una densidad de 65 árboles; sin embargo, los costos de tala  del IDU oscilan entre  $40.000 y $185.000, por lo cual se toma el valor promedio de esta última entidad , anotando que  el IDU  a través del proyecto 7035 " Recuperación y mantenimiento de Zonas Verdes, andenes y separadores… “realizó contratos de  tala por  $200 millones
 .  

El costo de oportunidad llegaría a $453,4 millones de acuerdo al siguiente estimado:
Costo total = 4.534 árboles x Valor tala árbol. 

Costo Total = 4534x $100.000 *=  $453,4 millones.  

* Valor promedio de tala de acuerdo a las tres tarifas del IDU en 1999

Es un costo - beneficio que la sociedad bogotana perdió al talarse la vegetación del predio San Jerónimo del Yuste. 

Calculo del Valor de la Compensación
Al tenor del artículo 12 Decreto Distrital 472 del 23 de diciembre de 2003 "Por el cual se reglamenta la arborización, aprovechamiento, tala, poda, transplante o reubicación del arbolado urbano y se definen las responsabilidades de las entidades distritales en relación con el tema" y de acuerdo a la tabla de cálculo de individuos vegetales plantados IVPs, para el cobro de compensación que tiene adoptada el DAMA, en el caso de la tala sin autorización ni salvoconducto de movilización para los 4534 árboles de la especie exótica Eucaliptos glóbulos, el valor de dicha compensación ascendería a $849’091.248.

Es de aclarar que respecto a la compensación la competencia radica en el DAMA, como autoridad ambiental para hacerla efectiva, no en la Contraloría.

Cuadro No. 10
	VALORACION COMPESACION SAN JERONIMO DEL YUSTE SITUACION DETECTADA EN OCTUBRE  18 DE 2002

	TABLA DE CALCULO DE IVP (S)  PARA EL COBRO DE LA COMPENSACIÓN                                                                                                                                                                                                        POR AUTORIZACIÓN  DE  INDIVIDUOS PERTENECIENTES A ESPECIES EXOTICAS  CON ALTURAS >  5 M

	NOMBRE DEL PROYECTO
	SAN JERONIMO DEL YUSTE 

	ESPECIES EVALUADAS
	EUCALIPTUS GLOBULUS 

	UBICACIÓN  DE LOS ÁRBOLES
	LOCALIDAD SAN CRISTOBAL 


	ITEM
	DESCRIPCION
	ÁRBOLES Y ARBUSTOS

	VALOR IVP
	  Costo de producción
	16320,00

	
	  Costo de plantación
	32640,00

	
	  Costo de mantenimiento hasta 3 años
	61200,00

	
	TOTAL IVP
	110160,00

	VALOR AGREGADO
	  Altura hasta 5 m
	 

	
	  Altura superior a 5 m
	33048,00

	
	  Nativa 
	 

	
	  Exótica
	22032,00

	
	  Aporte paisajístico y ambiental
	22032,00

	
	TOTAL VALOR AGREGADO
	77112,00

	FACTOR DE DESCUENTO
	IVP + VALOR AGREGADO
	187272,00

	
	Riesgo de vida
	 

	
	Daño infraestructura
	 

	
	Estado fitosanitario
	 

	TOTAL FACTOR DE DESCUENTO
	0,00

	(IVP + VALOR AGREGADO)-TOTAL FACTOR DE DESCUENTO
	187272,00

	COSTO EN  ($)
	$ 849.091.248,00


FUENTE: SAS- DAMA 2006.

Calculo del Valor de la Sanción
De acuerdo a lo establecido en el artículo 85: “…TIPOS DE SANCIONES…” de la Ley 99 de 1993, la multa que podría ser aplicada por  la gravedad de la infracción de la norma sobre protección ambiental o sobre manejo y aprovechamiento del recurso florístico, considerado como natural renovable, sería equivalente a 300 salarios mínimos mensuales legales vigentes, que asciende a un valor de $122’400.000.

Cuadro No. 11
ESTIMACION DEL DAÑO POR LA TALA DE 4.534 ÁRBOLES EN SAN JERONIMO DEL YUSTE
	VALORACION ECONOMICA DAÑO 

AMBIENTAL COMPETENCIA DEL DAMA
	VALOR EN PESOS

	VALOR DE LA COMPENSACION
	$849’091.248

	VALOR DE LA SANCION
	$122’400.000

	TOTAL
	$971.491.248.


Cuadro No. 12
	CUANTIFICACIÓN DAÑO PATRIMONIAL SUJETO DE RESPONSABILIDAD FISCAL ( Posible detrimento fiscal)

	COSTOS

 AMBIENTALES POR PERDIDA  CAPTACION CO2  EN 10 AÑOS


	$ 129’350.311

	COSTOS DE OPORTUNIDAD


	$453’400.000

	TOTAL ESTIMADO DAÑO AMBIENTAL
	$582’750.311


CONCLUSION FINAL

Conforme al artículo 87 del Decreto 1791 de 1996, el Título XII de la Ley 99 de 1993 y el artículo 135 del Decreto – Ley 2150 de 1995, corresponde al DAMA imponer las sanciones y medidas preventivas de que trata el artículo 85 de la Ley 99 de 1993 por violación de las normas sobre protección o manejo de la flora silvestre o de los bosques.

Los métodos de valoración cumplen una función económica práctica para determinar indemnizaciones, multas, y evitar se repitan procesos similares de daño, aplicando en algunos casos de difícil identificación y valoración del impacto los costos estimados de restitución y reposición de los bienes  objeto de daño; así como estimar los costos incurridos en actividades de tipo preventivo y de seguimiento.

El valor estimado del daño ambiental y del cual se puede predicar responsabilidad fiscal, producido por la tala de los 4.534 árboles en San Jerónimo del Yuste asciende a $582’750.311.
ANÁLISIS RESPUESTA
No es de recibo lo expuesto en la respuesta, ya que, si bien es cierto, la Resolución 76 de 1977, no incorporó plano oficial del Área de Reserva Forestal de los cerros orientales de Bogotá, está situación no puede ser esgrimida como argumento por el DAMA, para justificar las decisiones administrativas que debe tomar como autoridad ambiental. 

Independiente de la situación geográfica del predio del proyecto San Jerónimo del Yuste, esto es que, sea área de reserva forestal total o parcialmente, los hechos narrados al tenor de las normas colombianas, como bien fueron expuestos por este ente de control, conllevaron a un daño ambiental claramente expuesto en el informe preliminar.

Conforme a lo expuesto por el DAMA: “…se estableció que el predio San Jerónimo del Juste no se encontraba dentro de la Zona de Reserva Forestal y que  además fue incorporado como suelo urbano a través del Decreto 1020 de noviembre de 2000…”  no es tan cierto, situación que, se desvirtúa con el plano allegado por el Subdirector Ambiental Sectorial en comunicación radicada 2006EYB-SAS267 del 10/03/06, allí es claro que, el área total del Proyecto San Jerónimo del Yuste al tenor de la Resolución 76 de 1977, se encuentra en su totalidad dentro del área de reserva y al tenor del Acuerdo 6 de 1990,se encuentra parcialmente dentro de dicha Zona.

Ahora bien, si la zona donde se llevó a cabo la tala de árboles sin permiso, fue la incorporada a suelo urbano mediante el Acuerdo 6 de 1990, dicha condición, en el marco de los artículos 58 y 74 del Decreto 1791 de 1996, requería la autorización y el salvoconducto de movilización expedidos por la Autoridad Ambiental del centro urbano en Bogotá es decir el DAMA, la cual no fue concedida y además fue trasgredida por los responsables del proyecto situación que fue evidenciada por la entidad en octubre de 2002.

Ante los hechos anteriores, no hay duda alguna de su irregularidad y no es comprensible que en el marco de las decisiones de la Autoridad Ambiental, el proceso sancionatorio aún se encuentre en trámite para fallo (tres años y 8 meses después de haberse comprobado por la entidad la tala sin autorización 4534 árboles). 

De otra parte la falta de claridad a la que hace referencia el DAMA en relación con las metodologías de valoración de daño ambiental, no excusa ni justifica a la autoridad ambiental para establecer responsabilidad por el daño ambiental, derivado de la tala sin autorización en San Jerónimo del Yuste, teniendo en cuenta que, la entidad tiene experiencia en el tema como quedo evidenciado  en la respuesta del informe preliminar de auditoria donde se afirma :“…ha utilizado las metodologías de valoración económica…” en ejercicios tales como  “Valoración económica de las Sierras del Chico” y “Diseño de una investigación económica, ambiental y desarrollo de análisis costo beneficio orientados a introducir incentivos a la conservación y la producción sostenible en la zona rural de Santafé de Bogotá” en 1998. 

No es comprensible entonces que, la entidad a pesar de contar con metodología para la estimación de la sanción y/o multa, las mismas no se hayan aplicado en un caso cuyo daño ambiental es objetiva y ampliamente comprobado y evidenciado. 

En razón a lo anterior la situación anotada se constituye en un hallazgo administrativo de carácter fiscal, disciplinario y penal razón por la cual se les dará traslado a las autoridades competentes.

2.3.3.2. Hallazgo Administrativo con incidencia Fiscal No. 27 Expediente Bosques de Karon)
Mediante radicación inicialmente del 2 de febrero de 2005, el señor Neyef Numa Sanjuaj, en su calidad de Propietario Fideicomitente, solicita ante el DAMA, autorización de aprovechamiento forestal en desarrollo de la licencia de Urbanismo.  

En la solicitud se manifiesta que el predio BOSQUES DE KARON, obtuvo mediante decreto No.979 del 9 de octubre de 1997 una asignación de tratamiento especial y la curaduría URBANA No. 5, le otorgo licencia de Urbanismo No.0355 del 12 de noviembre de 2002, la cual fue prorrogada mediante la resolución No. 04-55-08874444 del 29 de octubre de 2004 por la misma curaduría Urbana y actualmente se encuentra suspendida. 

Con oficio 2005 EE 12443 del 31 de mayo de 2005, el DAMA, le informa al solicitante: “… que de conformidad con el artículo 56 del Decreto Presidencial  1791111 de 1996, debe allegar autorización del propietario del predio, es decir del representante legal de FIDUCIARIA TEQUENDAMA S.A (con su respectivo certificado de existencia y representación legal)…”

Mediante escrito radicado ante el DAMA, el 15 de junio de 2005, se aportan los documentos antes mencionados.

El 20 de junio de 2005 se profiere Auto 11572 con el cual se inicia un trámite administrativo ambiental, por parte del DAMA.

Con oficio del 220 de junio y radicación 2005EE14042, se le informa al solicitante la expedición del auto antes mencionado y que el trámite siguiente es la evaluación o visita técnica.

El 31 de agosto de 2005, la Subdirección Ambiental Sectorial emite el siguiente concepto Técnico: “…De acuerdo con la evaluación realizada, mediante visita técnica el 10 de agosto de 2005, esta subdirección evidenció que el proyecto urbanístico Bosques de Karon localizado en altos de Chico se encuentra ubicado dentro del área de Reserva Forestal.”  Lo anterior conforme al ACUERDO 30 de 1976 del INDERENA, que alindero La Zona de Reserva y aprobado por la RESOLUCIÓN 076 de 1997 del Ministerio de Agricultura.
EL 30 de agosto invoca el peticionario el silencio administrativo protocolizándolo mediante escritura pública y el 2 de septiembre de 2005, solicita al DAMA el reconocimiento de los efectos del silencio administrativo positivo.

El peticionario reitera de Nuevo a la administración, el 15 de noviembre de 2005, la certificación y constancia de la aprobación del aprovechamiento forestal del proyecto urbanístico Bosques de KARON, derivado del silencio administrativo positivo.

El señor Neyef Numa Sanjuaj, en su calidad de Propietario Fideicomitente, presenta demanda de acción de cumplimiento ante el tribunal administrativo de Cundinamarca sección primera subsección ”A” la cual es admitida el 21 noviembre de 2005.

Con fallo del 16 de enero de 2006 el tribunal administrativo de Cundinamarca  niega la acción por no estar expresamente consagrado en la norma, tal silencio administrativo positivo.

Concepto Sobre Responsabilidad Fiscal Por Daño Ambiental
La Constitución Política en su artículo 79, consagra el derecho de todas las personas a gozar de un ambiente sano y el artículo 80 la obligación de conservarlo e imponer sanciones legales y exigir la reparación de los daños causados, entre otras.  
La competencia asignada a las contralorías en el tema ambiental se funda en el inciso 3º. del artículo 267 de la Constitución Política: “… La vigilancia de la gestión fiscal del estado incluye el ejercicio del control financiero, de gestión y de resultados, fundados en la eficiencia, la economía, la equidad y la valoración de los costos ambientales y desarrollada en el artículo 8 de la ley  42 de 1993. “…Artículo 8° La vigilancia de la gestión fiscal del Estado se fundamenta en la eficiencia, la economía, la eficacia, la equidad y la valoración de los costos ambientales, de tal manera que permita determinar en la administración, en un período determinado, que la asignación de recursos sea la más conveniente para maximizar sus resultados; que en igualdad de condiciones de calidad los bienes y servicios se obtengan al menor costo; que sus resultados se logren de manera oportuna y guarden relación con sus objetivos y metas. Así mismo, que permita identificar los receptores de la acción económica y analizar la distribución de costos y beneficios entre sectores económicos y sociales y entre entidades territoriales y cuantificar el impacto por el uso o deterioro de los recursos naturales y el medio ambiente y evaluar la gestión de protección, conservación, uso y explotación de los mismos. …” (Negrita fuera de texto).
De igual manera, la Corte Constitucional, en sentencia C-167 de 1995, sostuvo: “...La función fiscalizadora ejercida por la Contraloría General de la República propende por un objetivo, el control de gestión, para verificar el manejo adecuado de los recursos públicos   sean   ellos   administrados   por organismos públicos o privados; en efecto, la especialización fiscalizadora que demarca la constitución Política es la función pública que abarca incluso a todos los particulares que manejan fondos o bienes de la Nación. Fue precisamente el  constituyente quien quiso que ninguna  rama del poder público, entidad, institución,  etc.,   incluyendo  a  la misma Contraloría General de la República, quedara sin control fiscal de gestión. Entonces ningún ente, por soberano o privado que sea, puede  abrogarse  el   derecho   de  no ser fiscalizado cuando tenga que ver directa o indirectamente con los ingresos públicos o bienes de la comunidad; en consecuencia, la Constitución vigente crea los organismos de control independientes para todos los que manejen fondos públicos y recursos del Estado, incluyendo a los particulares....” 

En el contexto de la gestión ambiental, entendida  como: “… el proceso técnico administrativo, financiero, político, por medio del cual las autoridades encargadas organizan un conjunto de recursos de diversa índole que tienen como finalidad la protección, manejo y preservación del medio ambiente y de los recursos renovables en un territorio especifico. …” Esperanza González “Gestión ambiental en pequeños municipios, ausencia de una propuesta estratégica”, Bogotá, octubre de 2001.

Para atribuir responsabilidad fiscal desde el punto de vista del daño ocasionado a los recursos y al patrimonio ambiental, es menester establecer los elementos constitutivos o presupuestos de la acción como que, de quien se predique, realice gestión fiscal (gestión ambiental) y en la cuantificación económica y valoración del daño ambiental. 

Es a través de la gestión ambiental que se produce la administración del patrimonio ambiental (es público y goza de la protección jurídica, por ser un patrimonio común y colectivo). 

Por tanto, solo se podrá predicar la responsabilidad fiscal en relación al componente ambiental patrimonial, cuando se  realiza gestión fiscal ambiental respecto a ese patrimonio, derivada de actos funcionales (asignados por vía normativa o reglamentaria) o contractuales, es decir, se tenga la capacidad jurídica para administrar dicho patrimonio ambiental.

Entonces, cuando en ejercicio de la función de administrar el patrimonio ambiental, se actúa con negligencia u otra circunstancia dando lugar a un daño económico, se estará frente a una responsabilidad fiscal, derivada del daño patrimonial ambiental (patrimonio público).   

El artículo 206 del Decreto ley 2811 de 1974, define el área de reserva forestal como: “… la zona de propiedad pública o privada reservada para destinarla exclusivamente al establecimiento o mantenimiento y utilización racional de áreas forestales productoras, protectoras o productoras - protectoras…” 

Cuando se está frente a una reserva forestal, dentro de una propiedad privada, la connotación jurídica de la propiedad privada, debe ser observada bajo la óptica  de la carga social que pesa sobre el derecho de dominio, impidiendo que se ejerza de manera arbitraria y contraria a los intereses comunes pues, prima la protección de los recursos naturales y la conservación de un ambiente sano, lo cual se convierte en una limitación al ejercicio de la propiedad y en una obligación de quien detenta la propiedad privada, respecto a la preservación y manejo de tales recursos, quien deberá ejercerlo conforme a los términos establecidos en la constitución y las normas que regulan la materia; así lo indica el Inciso 3º. del artículo 58 de la Constitución Política: “…La propiedad es una función social que implica obligaciones. Como tal le es inherente una función ecológica...”

El derecho de propiedad es uno de los derechos constitucionales fundamentales, aunque ello no significa que sea un derecho absoluto. La propiedad está garantizada en la Constitución, en términos tales que no puede ser desconocida ni vulnerada por leyes posteriores, mucho menos por actos de la autoridad pública. 

Entonces sí, un particular propietario de un predio cuyo dominio esta afectado por las limitaciones de la norma ambiental y responsable de su manejo y conservación (gestión ambiental), produce un daño al medio ambiente o a un recurso natural, estaría frente a una presunta responsabilidad fiscal.

El otro elemento, a entrar a considerar, es la valoración de costos ambientales, siendo, la cuantificación del impacto por el uso o deterioro de los recursos naturales y el medio ambiente y la evaluación de la gestión de protección, conservación, uso y explotación de los mismos y que para su cuantificación, debe aplicarse por los entes de control, las metodologías diseñadas por el Ministerio de Medio Ambiente, mediante Resolución 1478 de 2003 entre otras.

La conservación del capital natural (conformado por el aire, el suelo y el subsuelo, el agua, los mares y en general todos los recursos biológicos y todas sus interrelaciones), se vincula al bienestar de las sociedades por su contribución real y potencial a la riqueza de las naciones, la humanidad se beneficia de él, a través de la provisión de bienes como alimentos, medicinas materias primas, servicios ambientales como la conservación y almacenamiento de agua, la calidad del aire, del agua, del suelo, en los servicios de recreación.

La ausencia de verdaderas políticas de estado en garantizar su protección y la ausencia de una valoración económica de tales bienes, ha permitido que durante mucho tiempo hayan sido explotados por unos en perjuicio de otros. La valoración económica, es un instrumento útil para la gestión de los recursos naturales que, permite medir los beneficios que presta la naturaleza y los costos presentes y futuros de su degradación o agotamiento. Así como la adquisición de una conciencia social y una actitud responsable ante la conservación de los recursos naturales para estimular o desestimular actividades de acuerdo a los costos ambientales para la sociedad, pudiendo imputar esos costos a quien  causa el deterioro.

Ahora bien, los hechos materia del análisis, nos permiten establecer que la curaduría 5, concedió permiso de licencia de urbanismo, la cual fue renovada el 29 de octubre de 2004, una vez vencida esta última se solicitó su prorroga,  en la actualidad se encuentra suspendida y  en aras de desarrollar tal licencia de urbanismo se solicitó al DAMA, el permiso para la tala de 792 árboles, trámite establecido en el artículo 6 del Decreto 472 de 2003.

El DAMA, realiza el trámite y niega mediante resolución 2225 del 13 de septiembre de 2005, el permiso por ser esta una zona de reserva forestal, declarada así, por la Resolución 76 de 1977 del Ministerio de Agricultura y el Acuerdo 30 de 1976, conforme al concepto técnico.

El particular pretendiendo derivar los efectos del silencio administrativo positivo, y amparado equivocadamente en el numeral 3º. del artículo 99, de la ley 388 de 1997, que señala el trámite para las licencias de urbanismo y construcción, pero que, no se refiere al manejo silvicultural, taló 210 árboles, de las  especies exóticas Eucaliptos glóbulos, pino y ciprés.

Con lo cual ocasionó un daño a los recursos naturales, cuantificado en la siguiente tabla, teniendo en cuenta que, estaba obligado a la conservación y preservación de tales recursos y tenía su custodia conforme a la norma, pues, dichos bienes hacen parte de una reserva forestal, como se indicó anteriormente y al tenor del artículo 61 de la ley 99 de 1993, es un  patrimonio público. Es decir el titular del derecho de dominio de este bien, lo ejerce de manera limitada por disposición de las normas ambientales y por tanto es el responsable o garante del bien puesto bajo su custodia:

Cuadro No. 13
	CUANTIFICACIÓN DAÑO PATRIMONIAL SUJETO DE RESPONSABILIDAD FISCAL( Posible Detrimento fiscal)

	COSTOS AMBIENTALES POR PERDIDA  CAPTACION CO2, EN 10 AÑOS


	$5.990.955,1

	COSTOS DE  OPORTUNIDAD
	$21’000.000,0

	TOTAL ESTIMADO DAÑO AMBIENTAL
	$26.990.955,1




No obstante, el particular a pesar de haber realizado la solicitud del permiso de tala, ante la autoridad ambiental competente DAMA, el cual fue negado, con base en fundamentos de orden legal, tal solicitud por sí, no lo legitimaba para actuar unilateralmente, así fuera el propietario sin que, mediara la respectiva autorización de la autoridad competente-DAMA, pudiéndose inferir por tanto una posible responsabilidad fiscal, al propietario del inmueble por la tala de 210 árboles en un área de reserva forestal en cuantía antes indicada.

Para establecer la valoración económica de la tala de los 210 árboles (daño) se anexan las metodologías usadas, teniendo en cuenta los distintos factores que la componen, como recurso natural y daños al medio ambiente.

Situación igual se podía predicar  frente a los funcionarios del DAMA, que realizan gestión ambiental. Es la autoridad ambiental en el Distrito capital conforme a lo dispuesto en  el artículo 63, 65 y 66 la ley 99 de 1993, por falta de diligencia en la gestión ambiental, pues la mora en la actuación surtida en relación con el trámite, es la que permitió al particular materializar el detrimento al medio ambiente.  

La entidad a pesar de haber realizado el trámite del permiso, se demoró un mes en citar a notificarse de la resolución al solicitante y es en el lapso de ésta ultima y en el de la expedición de la Resolución en la que ocurre el daño ecológico con ocasión de la tala de los 99 árboles, situación que se había  podido evitar sí, el DAMA una vez expedida la resolución que resolvía la petición la hubiera notificado en su oportunidad.

Es menester señalar que la administración no tiene establecidos procedimientos internos que señalen los tiempos en que se debe agotar los procedimientos, lo que permite que no sean proferidas las decisiones de manera oportuna.

Por tanto es posible derivar una posible responsabilidad fiscal al propietario de BOSQUE de KARON y a los funcionarios del DAMA que intervinieron en el trámite de la petición en cuantía de $26.990.955,1.
METODOLOGIAS

Valoración de Costo Reposición de 210 Árboles Talados sin Autorización
Se aclara que la tala no autorizada hace relación a los árboles que debían permanecer y sin embargo fueron talados, contrariando la  exigencia de la Ley y se desatendió la exigencia de permanencia de los individuos arbóreos.

Fundamentos Para el Análisis de la Valoración de Costos Ambientales

El Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, en cumplimiento de la función a la que hace referencia el numeral 43 del artículo 5 de la Ley 99 de 1993, emitió la Resolución 1478 de 2003 mediante la cual establecieron las metodologías de valoración de los costos económicos del deterioro y de la conservación del medio ambiente y de los recursos naturales renovables.

En el caso que nos ocupa, esa valoración parte de reconocer la función ambiental y acción beneficiosa que cumple la cobertura de árboles
, en servicios tales como: 

· Mejoramiento de la calidad del aire 

· Retención de partículas y absorción de gases tóxicos emitidos por las fuentes móviles (vehículos) y las fuentes fijas (chimeneas p.e. de industrias).

· Barrera de amortiguación contra contaminación sonora (ruido)

· Regulación climática (grado de temperatura del aire). 

· Regulación Hídrica (humedad) 

· Disminución de la velocidad del viento en áreas residenciales con cobertura arbórea moderada, comparada con áreas abiertas.

· Protección ante lluvias

· Proporción hábitat de fauna silvestre 

· Beneficio social para la salud mental de la población como escenario de descanso, disfrute del paisaje. 

· Práctica de educación ambiental.

En el contexto de las metodologías de valoración de costos ambientales establecidas vía Resolución por el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, lo que se busca es cuantificar monetariamente las preferencias claramente manifestadas por la sociedad en la conservación y disfrute de las áreas verdes.

Es importante reconocer que existen limitaciones en las mismas para captar los impactos totales por ejemplo de la tala de árboles, por la limitada información técnica  que sirva  para su valoración.

En ese orden de ideas, la tala de árboles se adelanta sin medir esos servicios ambientales. La aplicación de las metodologías de significado económico de los impactos ambientales, reflejan cambios en la productividad de los recursos naturales y de los servicios ambientales que pueden prestar los mismos. En el caso de la tala sin autorización de árboles, lo que se pretende establecer es el costo del sacrificio de dichos servicios.

En el caso de Bosques de Karon se utilizaron las siguientes metodologías de valoración económica de los servicios ambientales sacrificados con miras a establecer monetariamente el daño ambiental ocasionado por la tala de árboles sin autorización, como se ilustra a continuación:

· Metodología a partir de cambios en la producción del servicio ambiental
Se basa en el cambio de la productividad del bien ambiental, en este caso  partiendo de la base de algunos servicios ambientales que producen los árboles, tal como el sumidero de CO2, barrera de ruidos, hábitat de avifauna y disfrute del paisaje.

Para este análisis se evalúa la pérdida de fijación del CO2
, servicio que presta la cobertura vegetal, que al ser talada pierde esa calidad productora, existiendo una relación directa del daño o de causa efecto. En este caso el beneficio esta dado por el servicio de captación del CO2 y el daño por el sacrificio del servicio de fijación de estos gases al ser talado. 

La valoración monetaria del daño se cuantifica a precios de mercado, en valores estimados para el nivel internacional; en Colombia estimados del Ministerio del Medio Ambiente llegan a US 21 por ton de CO2; Lancher
, establece un rango de captación en Kg. CO2/árbol y en KGCO2 /m2 para  diferentes tipos de vegetación asimilables a las condiciones de  especies  de la ciudad de Bogotá, teniendo en cuenta que, esos rangos se han establecido con base en " tasas de crecimiento que presentan las unidades  de vegetación  y que de acuerdo a condiciones climáticas, térmicas y latitudinales, tienen mayor o menor capacidad de asimilar el CO2"
, con base en esos estimados se plantean costos en el daño por la disminución de captación de CO2 al presentarse la tala de árboles. 

Cuadro No. 14

TALA DE ÁRBOLES NO AUTORIZADOS BOSQUES DE KARON

COSTOS AMBIENTALES POR PERDIDA  CAPTACION CO2
	AT- árboles talados-
	ANT- número de árboles necesarios  para absorber  una tonelada CO2-
	AxTT-Absorción total ton C02 total árboles talados - 
	VCT CO2 - Valor Captación Ton dejada de percibir
	PxCA- pérdida por captación anual- US $
	PxCT- pérdida total captación CO2- Diez años- US $

	210
	16.66 árboles
	12.6 
	US $ 21-
	264,7


	2647




Fuente: Informe del Estado de los Recursos Naturales y del Ambiente vigencia 2000. Contraloría de Bogotá.

AT= Árboles  talados Bosques De Karon

TC= tasa captación  CO2 x árbol = 60.2 Kg./año

ANT= número de árboles necesarios para la absorción de  una tonelada de CO2 año= 1.00kg/TC 

AxTT= Absorción Ton C02 de  total árboles talados

VCT=  Valor captación Tonelada CO2
PxCA= Pérdida captación anual

PxCT= Pérdida Captación  durante diez años- al final del décimo año se entra a recuperar  CO2 por la maduración de  los árboles sembrados  como sustitución de la  tala.
El valor del servicio ambiental que anualmente se deja de percibir por captación de CO2, por la tala de árboles en Bosques de Karon equivale US$264,7, lo cual quiere decir que, en un periodo de 10 años, a una tasa de cambio al 23 de marzo de 2006, por valor de $2.263,3, correspondería a $5.990.955,1, equivalente al daño ambiental por el servicio dejado de prestar por estos árboles.

· Metodología Costos de oportunidad

Esta metodología mide lo que debe ser rechazado postergado o eliminado por la decisión de conservar un bien o servicio ambiental. Esto significa que no se miden los beneficios del bien ambiental -árboles- sino que se considera la alternativa que los afecta, en este caso la tala, la cual tiene un costo a precios de mercado, que es equivalente al valor de conservar los árboles al no talarse. 

Se parte de la base de la tala de especies sobremaduras; como referencia en el proyecto Quebrada La Vieja el valor de tala de este tipo de vegetación madura -precios 1999-, llegaba  a un valor de $31.600 árbol, asumiendo una densidad de 65 árboles; sin embargo, los costos de tala del IDU, oscilan entre  $40.000 y $185.000, por lo cual se toma el valor promedio de esta última entidad , anotando que el IDU a través del proyecto 7035 " Recuperación y mantenimiento de Zonas Verdes, andenes y separadores " realizó contratos de tala por $200 millones
 .  

El costo de oportunidad llegaría a $21 millones de acuerdo al siguiente estimado

Costo total = 210 árboles x Valor tala árbol. 

Costo Total = 210x $100.000 *=  $21 millones

* Valor promedio de tala de acuerdo a las tres tarifas del IDU en 1999

Es un costo - beneficio que la sociedad bogotana perdió al talarse sin permiso la vegetación del predio de Bosques de Karon. 

Calculo del Valor de la Compensación
Al tenor del artículo 12 Decreto Distrital 472 del 23 de diciembre de 2003 del "Por el cual se reglamenta la arborización, aprovechamiento, tala, poda, transplante o reubicación del arbolado urbano y se definen las responsabilidades de las entidades distritales en relación con el tema" y de acuerdo a la Tabla de Cálculo de Individuos Vegetales Plantados IVPs para el cobro de compensación que tiene adoptada el DAMA, en el caso de la tala sin autorización ni salvoconducto de movilización para los 210 árboles de la especie exótica Eucaliptos glóbulos, Pinos y Cipreses, el valor de dicha compensación ascendería a $39’327.120.

Cuadro No. 15

	VALORACION COMPESACION BOSQUES DE KARON

(Valores en pesos)

	TABLA DE CÁLCULO DE IVP (S)  PARA EL COBRO DE LA COMPENSACIÓN                                                                                                                                                                                                        POR AUTORIZACIÓN  DE  INDIVIDUOS PERTENECIENTES A ESPECIES EXOTICAS  CON ALTURAS >  5 M (Decreto Distrital 472 de 2003).

	NOMBRE DEL PROYECTO
	BOSQUES DE KARON

	ESPECIES EVALUADAS
	EUCALIPTUS GLOBULUS, PINOS Y CIPRESES 

	UBICACIÓN  DE LOS ÁRBOLES
	LOCALIDAD CHAPINERO

	ITEM
	DESCRIPCION
	ÁRBOLES Y ARBUSTOS

	VALOR IVP
	  Costo de producción
	16320,00

	
	  Costo de plantación
	32640,00

	
	  Costo de mantenimiento hasta 3 años
	61200,00

	
	TOTAL IVP
	110160,00

	VALOR AGREGADO
	  Altura hasta 5 m
	 

	
	  Altura superior a 5 m
	33048,00

	
	  Nativa 
	 

	
	  Exótica
	22032,00

	
	  Aporte paisajístico y ambiental
	22032,00

	
	TOTAL VALOR AGREGADO
	77112,00

	FACTOR DE DESCUENTO
	IVP + VALOR AGREGADO
	187272,00

	
	Riesgo de vida
	 

	
	Daño infraestructura
	 

	
	Estado fitosanitario
	 

	TOTAL FACTOR DE DESCUENTO
	0,00

	(IVP + VALOR AGREGADO)-TOTAL FACTOR DE DESCUENTO
	187272,00

	COSTO EN  ($)
	$39’327.120




FUENTE: SAS -DAMA 2006.

Calculo del Valor de La Sanción
De acuerdo a lo establecido en el artículo 85:”… TIPOS DE SANCIONES…” de la Ley 99 de 1993, la multa que podría ser aplicada por la gravedad de la infracción de la norma sobre protección ambiental o sobre manejo y aprovechamiento del recurso florístico, considerado como natural renovable, sería equivalente a 300 salarios mínimos mensuales legales vigentes, que asciende a un valor de $39.327.120.

ESTIMACION DEL DAÑO POR LA TALA DE 210 ÁRBOLES EN BOSQUES DE KARON (Posible Detrimento fiscal)

Cuadro No. 16
	CUANTIFICACIÓN DAÑO PATRIMONIAL SUJETO DE RESPONSABILIDAD FISCAL( Posible Detrimento fiscal)

	COSTOS AMBIENTALES POR PERDIDA  CAPTACION CO2, EN 10 AÑOS


	$5.990.955,1

	COSTOS DE  OPORTUNIDAD
	$21’000.000,0

	TOTAL ESTIMADO DAÑO AMBIENTAL
	$26.990.955,1




CONCLUSION FINAL

Conforme a lo dispuesto en el artículo 87 del Decreto 1791 de 1996, Título XII de la Ley 99 de 1993 y en el artículo 135 del Decreto Ley 2150 de 1995, corresponde al DAMA imponer las sanciones y medidas preventivas de que trata el artículo 85 de la Ley 99 de 1993 por violación de las normas sobre protección o manejo de la flora silvestre o de los bosques.

Los métodos de valoración cumplen una función económica práctica para determinar indemnizaciones, multas, y evitar se repitan procesos similares de daño, aplicando en algunos casos de difícil identificación y valoración del impacto, los costos estimados de restitución y reposición de los bienes objeto de daño; así como estimar los costos incurridos en actividades de tipo preventivo y de seguimiento.

El valor estimado para 10 años del daño ambiental producido por la tala sin permiso de los 210 árboles en Bosques de Karon asciende a $26.990.955,1
ANALISIS DE LA RESPUESTA
En lo expuesto por la administración no se dice cosa distinta a la que este Órgano de Control, manifiesta en el informe preliminar.

2.3.3.3. Hallazgo Administrativo de Impacto Fiscal No. 28 Cantera Soratama (en ejecución)
Localización: La Cantera Soratama ubicada en la Localidad de Usaquén, hace parte de la Estructura Ecológica Principal y pertenece al área de Reserva Forestal Protectora Bosque Oriental de Bogotá, Cerros Orientales. Con una extensión de 5.8 hectáreas, fue explotada por la Secretaría de Obras Públicas durante aproximadamente 30 años comprendidos entre la década de los 60s y los 90s. 

Una vez finalizada su explotación se entregó a la Defensoría del Espacio Público, entidad que a su vez la entregó al DAMA para que efectuara su recuperación mediante Acta No 25 de 2003
.  

La cantera se puede decir es el resultado de uno de los nueve factores de presión a los que están sometidos los cerros orientales: la práctica de la minería.

Esta situación genera entre otros efectos la degradación del paisaje, la pérdida de la cobertura vegetal, del suelo, la aceleración de procesos erosivos y la manifestación potencial de procesos de remoción en masa.
En el contexto anterior y en busca de minimizar, entre otros, los impactos descritos, dentro del Plan de Acción Institucional del DAMA 2004 – 2008 se incluyó el Proyecto No 296 “Protección y Manejo de Ecosistemas Estratégicos”. 

En el tema abordado por el DPC 127-06, el proyecto No 296 busca diseñar e implementar acciones tendientes a la promoción y desarrollo de un modelo de gestión territorial sostenible para la conservación, manejo y aprovechamiento de los recursos naturales del Distrito Capital, con el objetivo de consolidar la Estructura Ecológica Principal a través de actividades tales como:

· Fomentar la recuperación morfológica y ambiental de las extracciones mineras ubicadas en zonas no compatibles con la minería y promover en las zonas compatibles con dicha actividad un modelo productivo sostenible.

· Diseñar e implementar una estrategia de sensibilización ambiental, que conlleve al desarrollo de actividades de recreación pasiva, tales como ecoturismo, caminatas, que garanticen la restauración de estas áreas.
Las actividades anteriores en esta materia tienen como objetivo Implementar estrategias y técnicas de restauración en áreas disturbadas de la Estructura Ecológica Principal Bogotana.
En el contexto anterior, el proyecto en comento contempla como uno de sus ocho procesos “Restaurar 132 hectáreas de la Estructura Ecológica Principal”. 

Para el desarrollo de las actividades del proyecto en el  año 2005 se programaron $55 millones y se ejecutaron $38 millones en total, de los cuales $20.2 millones correspondieron a dos órdenes de servicio relacionadas con la asesoría  a la Subdirección de Ecosistemas y Biodiversidad de las actividades a desarrollar en  la Cantera Soratama, considerada como “Proyecto Piloto”.

Conforme a lo último enunciado es importante dejar claridad en lo siguiente: de las 132 hectáreas contempladas en el Proyecto 296 para restaurar, 5.8 hectáreas corresponden a la cantera Soratama. 

Así las cosas, el desarrollo de este “Proyecto Piloto”, que a su vez se enmarca dentro de la actividad de “Mejoramiento de las explotaciones de materiales de construcción y recuperación ambiental de las mismas en la Sabana de Bogotá”   contempla las siguientes actividades:

1. Reconformación del terreno (estabilización geotécnica)

2. Recuperación de cobertura vegetal

3. Diseño y construcción de obras de drenaje superficial y subterráneo
4.   Implementación del aula ambiental 

Para la planeación, programación y ejecución de las acciones necesarias para emprender tanto las actividades mencionadas como de gestión social asociada al proyecto piloto, el DAMA emprendió acciones desde el año 2000, a través de la contratación que se relaciona a continuación:

Cuadro No. 17
CONTRATACION DAMA 2000-2005
	No. DE CONTRATO / CONVENIO
	VALOR

	1. Convenio 004/2000 – DAMA – UNIVERSIDAD NACIONAL DE COLOMBIA
	$220.000.000

	2. Contrato Interadministrativo 041/02 – DAMA-UNIVERSIDAD NACIONAL
	$11.970.000

	3. Convenio  042/02 - DAMA-MINERCOL
	

	3.1 Aportes DAMA
	$286’520.000

	3.2 Aportes del Fondo Nacional de Regalías a través de MINERCOL
	$1.660’392.161

	4. Contrato UEL – DAMA No.01-09-00-02
	$61’822.200

	5. Contrato 049/02
	$25’896.947

	6. Orden de Servicios No 161/02
	$2’500.000

	7. Contrato 228/03 
	$18’000.000

	8. Contrato No 118/02
	$36’623.289

	9. Convenio de Asociación No 017/03 – DAMA – UNIVERSIDAD JAVERIANA
	º

	9.1 Aportes DAMA
	$30’000.000

	9.2 Aportes U. Javeriana
	$82’677.714

	10. Contrato 1142/03
	$82’141.610

	11. Orden de Servicios No 101/05
	$12’000.000

	11. Orden de Servicio No 096 de 2006
	$8’200.000

	12. Contrato de obra No 367 de 2005 (Con recursos del Convenio No. 042 de 27 de diciembre 2002 – Estado del Acta de iniciación el 28.12.05 -  Suspendido: 30.12.06). 
	$1.595’155.629

	13. Contrato de Prestación de Servicios Profesionales No 056/06 (Estado en Ejecución) 
	$28’800.000

	14. Guardianes Compañía Líder de seguridad (Vigilancia Cantera Soratama).
	$187’648.125

	TOTAL RECURSOS DESTINADOS PARA PROYECTO CANTERA SORATAMA
	$ 2.755’192.046




Riesgo de pérdida total o parcial del anticipo del contrato de obra 367/05 por un monto de $638’062.251,60, para la ejecución de los diseños para la recuperación morfológica y ambiental de la antigua de Soratama.

No obstante que se han efectuado acciones desde el año 2000 relacionadas con la restauración de la Cantera Soratama por parte del DAMA, y a pesar de que: el proyecto cuenta con la aprobación del PMA y la viabilidad por parte de la CAR para su ejecución; se realizó la contratación  para el desarrollo de las obras el 28 de diciembre de 2005 (Contrato 367 de 2005 por un plazo de siete meses), y se pagó el anticipo del 40% equivalente a $638’062.251,60 el día 30 de diciembre de 2005, a la fecha (cuatro meses  después de firmado el Contrato 367/05) no se ha dado inicio a la ejecución de las mismas porque no se ha definido la interventoría técnica del contrato en comento.

Vale mencionar que el DAMA suscribió el Contrato No 357 de 2005 el día 28 de diciembre de 2005 con la Unión Temporal J.C. por un valor de $1.595’629.000 con el objeto de ejecutar los diseños para la recuperación morfológica y ambiental de la antigua Cantera Soratama, dio orden de pago de anticipo, con el No. 2229 del 30 de diciembre de 2005, por $638’062.251,60, y ante la ausencia de interventoría técnica del mismo la entidad lo suspendió mediante Acta del día 30 de diciembre de 2005 firmada por el responsable de Control y vigilancia del DAMA y el representante legal de la Unión Temporal JC. 

Cuatro meses después, esto es a abril de 2006, el contrato sigue suspendido por cuanto no se ha dado inicio a las obras.

La anterior situación se derivó por la falta de oportunidad en la gestión conjunta tanto de la Subdirección de Ecosistemas y de la Dirección del DAMA como del INGEOMINAS en relación  con el no inicio del proceso de contratación de la interventoría técnica del contrato en el marco de lo establecido en los Convenios Interadministrativos No. 0248 de 2001 Numeral 3 de la cláusula 4, obligaciones del Ejecutor y No. 042 de 2002 en su Objeto.
Los efectos que dicha inoportunidad se concentran en el efecto fiscal por la pérdida del dinero anticipado, demandas por declaración del desequilibrio económico por parte del contratista ante la demora (hasta la fecha de 4 meses). Incremento de los costos de cantidad de obra, pérdida de los rendimientos financieros del monto del anticipo, incremento de los impactos ambientales en la Cantera Soratama, modificación de la alternativa escogida ante la imposibilidad de cumplirse con todas las exigencias del proyecto, y suspensión del contrato de Prestación de Servicios Profesionales No 056/06, entre otros. 
Teniendo en cuenta que la situación descrita se encuentra ampliamente documentada y descrita en tiempo real, se evidencia la deficiencia en la gestión administrativa del DAMA para la toma de decisiones oportunas que hubiesen evitado la manifestación de la situación descrita.

En conclusión, la iniciación de las obras encaminadas a la restauración ecológica de la cantera SORATAMA depende de la decisión administrativa de la Dirección del DAMA.

ANALISIS DE LA RESPUESTA

La observación realizada por la Contraloría de Bogotá se mantiene toda vez que los hechos que dieron lugar a la suspensión del contrato No 357 de 2005 (cuyos recursos hacen parte del Convenio Interadministrativo No 042 de 2002) y los efectos evidenciados del mismo tienen origen en  “…la falta de oportunidad en la gestión conjunta…” con fundamento en la responsabilidad que compromete a las dos entidades mencionadas en la ejecución del proyecto piloto para la restauración ecológica de las 5.8 hectáreas de la cantera Soratama conforme al objeto del Convenio No 042 de 2002. 

En ese orden de ideas el éxito y oportunidad del proyecto requiere de la labor conjunta de las entidades que se encuentran comprometidas para su ejecución dentro del marco de las obligaciones establecidas en el convenio en comento. 

No obstante que el ente de control no desconoce la labor desarrollada por el DAMA, queda claro que, los esfuerzos realizados por la misma no han tenido eco dentro del Comité Directivo establecido en la Cláusula DECIMANOVENA del convenio en comento en relación con el numeral 2), 3) y 4).

De otra parte y conforme a las acciones desarrolladas por el DAMA, las cuales fueron relacionadas en los documentos de solicitud de información y en la respuesta al Informe Preliminar de la Auditoría Especial, las mismas no se desarrollaron al tenor de lo establecido en la cláusula OCTAVA del Convenio No 042 de 2002 en el literal a), un ejemplo que evidencia lo anterior es lo reportado en la reunión del 27 de enero de 2006.

En tanto que, INGEOMINAS no ha cumplido  con la obligación establecida en el numeral 8 de la cláusula décima primera y DAMA en cumplimiento al numeral 11 de la cláusula DECIMA, se precipitó ante la falta de certeza y claridad en la definición de la interventoría por parte de INGEOMINAS, la situación mencionada y los efectos que potencialmente se puedan derivar  de la misma, se constituyen en hallazgo administrativo de incidencia disciplinaria por tanto se dará traslado a la Procuraduría General de la República y a la Personería Distrital, entidades competentes en esta materia.

En lo que respecta y teniendo en cuenta lo establecido en la cláusula decimoctava del convenio No 042 de 2002, sobre la competencia del órgano de control fiscal aplicable al del convenio,  le corresponde a la Contraloría General de la República de Colombia, por tanto, los hechos aquí evidenciados serán trasladados a dicha entidad para lo de su competencia y más teniendo en cuenta que en fecha 9 de febrero de 2006, el contratista solicita modificación de cantidades de obra lo cual implica actualización de los precios sin que haya inicio las obras, alterando el equilibrio económico o financiero del contrato. 

2.3.3.4. Contratos para la administración del Centro del Recepción y Rehabilitación de Fauna Silvestre –CRRFS

La Asociación para la Defensa de Reserva de la Macarena tuvo la administración del CRRFS desde el año 2000 y hasta Febrero de 2006, mediante la suscripción de los contratos relacionados en el cuadro No. 18
Cuadro No. 18
CONTRATACIÓN ADMINISTRACIÓN DEL CRRFS DAMA AÑOS 2000 -2005    (miles de $)

	CONTRATO No.
	VALOR INICIAL
	VALOR ADICIÓN
	VALOR FINAL A PAGAR
	PLAZO

MESES
	PRORROGA
	FECHA SUSCRIPCIÓN
	FECHA ADICION
	ACTA DE INICIACIÓN
	ACTA DE TERMINACIÓN

	075 DE 2000


	333.009,6
	166.504.8


	499.514,4
	12 


	4 MESES Y 2 Y 1/2 MESES
	18/08/2000


	15-08-01 Y 20-12-01


	
	04/03/2002



	004  DE 2002
	59.500,0
	
	59.500,0
	2 
	
	05/03/2002


	
	
	

	015 DE 2002


	282.896.9
	125.731.9


	408.628,9
	9 


	4 MESES
	03-05/2002
	06/02/2003


	06/05/2002


	06/06/2003



	096 DE 2003
	255.271,4
	127.635.7
	382.907,2
	8 
	4 MESES
	05/06/03
	06/02/2004
	05/06/2003
	06/06/2003

	066 DE 2004
	14.082,9
	 
	14.082,9
	1 
	 
	28/05/2004
	 
	06/06/2004
	06/07/2004

	073 DE 2004
	13.000,0
	 
	13.000,0
	20 DÍAS
	 
	09/07/2004
	 
	13/07/2004
	01/08/2004

	099 DE 2004
	142.999,9
	71.499.9
	214.499,9
	4.5 
	2 MESES 7 DIAS
	02/08/2004
	13/12/2004
	02/08/2004
	16/12/2004

	010 DE 2005
	15.259,1
	  3.051,8
	18.310,9
	2.5
	 15 DIAS
	24/02/2005
	 26/04/2005
	 
	 

	106 DE 2005
	386.271.2
	
	386.271.2
	12
	
	24/05/2005
	
	27/05/2005
	03/02/06 NOTIFICACION RES. CADUCIDAD

	TOTAL ADMINISTRACION Y ALIMENTOS
	1.996.715,5
	 

 


Fuente:  Carpetas Contratación DAMA

De agosto del 2000 a febrero de 2006, el DAMA asignó a la Asociación para la defensa de la Macarena, nueve (9) contratos de Prestación de servicios, cuyo objeto fue la Administración del Centro de Recepción y Rehabilitación de Fauna Silvestre del  DAMA en Engativá por valor total de $1.996.715.491. Los cuales fueron suscritos en forma continúa, una vez se terminaba el anterior.

En el proceso auditor de estos contratos, se verifico el cumplimiento de los términos de referencia y las actividades exigidas dentro del mismo, determinando lo siguiente:

Hallazgo Administrativo de incidencia Disciplinaria No 29 Contrato No. 096 del 05 de junio de 2003 

Valor de $255.271,440, con un plazo de 8 meses, el contrato fue prorrogado por 4 meses más, a partir del  6 de febrero de 2004 por la suma de $127.635,720 para un total de $382.907,160l.  

Se presentaron siete informes mensuales de gestión, correspondientes a siete meses del periodo 6 de junio al 31 de diciembre de 2003, los cuales cuentan con las especificaciones de actividades, recuento y relación de labores biológicas, de zootecnia y veterinarias; inventario general del CRRFS a la fecha de cada informe.

No obstante lo anterior, en las carpetas contentivas del contrato, no se evidenció los siguientes informes de gestión y actividades: 

· Octavo informe correspondiente al periodo enero 1º a 31 de 2004;

· Noveno informe correspondiente al primer mes de la adición del periodo 6 a 28 de febrero; 

· Onceavo informe correspondiente al tercer mes de la adición del periodo 1º a 30 de abril de 2004; 

· Doceavo  informe correspondiente al cuarto mes de la adición del periodo 1º a 31 de mayo de 2004. 

Únicamente se presenta el informe del 1º al 31 de marzo (décimo informe y segundo mes de la adición) y el informe final consolidado en el cual se relaciona un resumen cualitativo de las actividades realizadas durante toda la ejecución del contrato y su adición (doce 12 meses) en éste se incluyen las actividades biológicas, zootécnicas y veterinarias; estadísticas de ingresos, morbilidad, mortalidad y los movimientos realizados durante todo el periodo.

Con base en lo observado, se establece que no hay evidencia de la calidad de la gestión realizada durante los meses enero, febrero abril y mayo de 2004, toda vez que tampoco se relaciona el informe de interventoría del cuarto bimestre exigidos para el pago del contrato. Con lo anterior se está incumpliendo con lo establecido en los numerales “2.3 Informes” y “2.4.  productos” de los términos de referencia; así como lo pactado en la cláusula segunda del contrato “Obligaciones del contratista: numerales 2.3.2. presentación de informes mensuales sobre la gestión del Centro, desglosado por áreas de servicios generales, técnicas y administrativas y  Numeral 3) “INFORMES: 3.1. informe mensual de actividades y numeral 4. PRODUCTOS 4.1. informes mensuales de gestión”. 
Lo anterior denota el incumplimiento de las obligaciones del interventor encargado de la vigilancia y control del contrato y como lo señala el numeral 1º del artículo 26 de La ley 80 de 1993: “… principio de responsabilidad- Los servidores públicos están obligados a buscar el implemento de los fines de la contratación, a vigilar la correcta ejecución del objeto contratado y a proteger los derechos de la entidad, del contratista y de los terceros que puedan verse afectados por la ejecución del contrato…”

De otra parte en los informes de gestión de los meses presentados no se relacionan las actividades de servicios generales concernientes a adquisición de materias primas y alimentos para la elaboración y suministro de las dietas y con base en ellos determinar las inversiones, costo, composición, consumo y aprovechamiento de las raciones ofrecidas a los animales; incumpliendo con lo acordado en el numeral “2.3. ACTIVIDADES ADMINISTRATIVAS: 2.3.4. presentar dentro de los informes mensuales cálculos desglosados de inversiones y costos aproximados de raciones, mantenimiento y manejo de los animales”.

Se determinó que ni en los siete (7) informes mensuales de gestión, así como  tampoco en el informe final consolidado se hace alusión a las actividades de mantenimiento general de jardines y zonas verdes incluyendo la recolección y disposición  final de pasto, demás materiales vegetales y todos los desechos producidos, como se encuentra establecido en el numeral 2 “ACTIVIDADES: 2.1.6) Mantenimiento general de jardines y zonas verdes incluyendo la recolección y disposición final de pasto y demás material vegetal y 2.1.7) Disposición diaria final de todos los desechos producidos”.

Es de anotar, que en el CRRFS de produce toda clase de desechos en los que se incluyen los residuos de origen infeccioso o de riesgo biológico, producto de necropsias, cadáveres por decesos de animales enfermos, vertimientos contaminados por exámenes de hematología, parasitología,  xerología etc, así como orina y sangre de los animales; por tanto, de conformidad con lo establecido en el Decreto 2676 de 2000 es un generador de residuos hospitalarios y similares: “Artículo 2°. Alcance. Las disposiciones del presente decreto se aplican a las personas naturales o jurídicas que presten servicios de salud a humanos y/o animales e igualmente a las que generen, identifiquen, separen, desactiven, empaquen, recolecten, transporten, almacenen, manejen, aprovechen, recuperen, transformen, traten y/o dispongan finalmente los residuos hospitalarios y similares en desarrollo de las actividades, manejo e instalaciones relacionadas con:
a) La prestación de servicios de salud, incluidas las acciones de promoción de la salud, prevención de la enfermedad, diagnóstico, tratamiento y rehabilitación;
b) La docencia e investigación con organismos vivos o con cadáveres;
c) Bioterios y laboratorios de biotecnología;

d) Cementerios, morgues, funerarias y hornos crematorios;

e) Consultorios, clínicas, farmacias, centros de pigmentación y/o tatuajes, laboratorios veterinarios, centros de zoonosis y zoológicos.
Al no conocerse  la disposición final  de estos residuos infecciosos o de riesgo biológico, tanto biosanitarios como anatomopatológicos, cortopunzantes y animales; se evidencia  que se estos se tratan sin las medidas de control y prevención, incumpliendo con lo establecido en el Decreto 2676 de 2000 “Por el cual se reglamenta la gestión integral de los residuos hospitalarios y similares” Artículo 3°. Principios. El manejo de los residuos hospitalarios y similares se rige por los principios básicos de bioseguridad, gestión integral, minimización, cultura de la no basura, precaución y prevención.
De otra parte, se determina que siendo el CRRFS una dependencia del DAMA generadora de residuos hospitalarios y esta última la autoridad ambiental Distrital, la entidad no esta dando cumplimiento a lo establecido en el Artículo 7°. Autoridades ambientales. Las autoridades ambientales controlarán y vigilarán la gestión y manejo externo de los residuos hospitalarios y similares incluida la segregación previa a la desactivación, tratamiento y disposición final, con fundamento en el presente decreto y demás normas vigentes, así como los procedimientos exigidos en el Manual para la gestión integral de los residuos hospitalarios y similares y podrán exigir el plan de gestión integral de residuos hospitalarios y similares; y el Artículo 8°. Obligaciones del generador.” del Decreto 2676 de 2000.
Es de anotar, que los informes que se presentan en las carpetas No. 7 y 8 corresponden a los documentos de compilación y análisis de los estudios de caso biológicos, de zootecnia y veterinarios, presentados durante la ejecución de contrato, los cuales también se encontraban como productos del contrato.

ANALISIS DE RESPUESTAS
Analizadas las respuestas dadas por la Entidad, se ratifica el hallazgo administrativo de incidencia disciplinaria, con respecto al incumplimiento de las obligaciones del interventor encargado de la vigilancia y control del contrato, como lo señala el numeral 1º del artículo 26 de La ley 80 de 1993; toda vez que en los anexos no se esta enviando los informes mensuales que faltaron y debía presentar el contratista, los cuales no solo dan evidencia de la calidad de la gestión que está adelantando, sino que sirven de soporte para la toma de decisiones administrativas con respecto al CRRFS.  Igualmente, como ya se anoto los informes que reposan y fueron analizados por este Ente de Control, no relacionan todas las actividades que debía asumir el contratista de acuerdo a los términos de referencia.

Es importante resaltar que este es un contrato ya cumplido, del cual no se dejaron todos los productos finales que debía entregar el contratista lo cual evidencia incumplimiento por parte de la administración del numeral 4º,  artículo 4 de la Ley 80/93 “…Adelantaran revisiones periódicas de las obras ejecutadas, servicios prestados o bienes suministrados, para verificar que ellos cumplan con las condiciones de calidad exigidas por los contratistas, y promoverán las acciones de responsabilidad contra estos y sus garantes cuando dichas condiciones no se cumplan.”
De otra parte para este contrato se ratifica el incumplimiento de las normas ambientales y de bioseguridad relacionadas con la disposición final  de los residuos infecciosos o de riesgo biológico, tanto biosanitarios como anatomopatológicos, cortopunzantes y animales; los cuales fueron tratados sin las medidas de control y prevención. 
Contrato de prestación de Servicios No. 099 de agosto 2 de 2004

Valor del Contrato $142.999.996; adición $71.499.998, para un total de $214.499.994.  Plazo del Contrato cuatro meses y quince días a partir de la suscripción del acta de iniciación, previa aprobación de la garantía única; plazo de la adición dos meses y siete días

El Acta de terminación del contrato fue suscrita el 25 de febrero de 2005 y se encuentra elaborada en el Formato No. T-1 del DAMA, debidamente firmada por la interventora y el contratista quedando pendiente a la fecha de esta, el recibo a satisfacción de los productos relacionados en los términos de referencia, después de dicha entrega se procederá a la liquidación del contrato. 

Durante el proceso de revisión de los productos por parte del interventor del contrato, se encontraron algunas irregularidades que dieron lugar a la declaración de incumplimiento parcial, confirmada mediante Resolución No. 2172 del 13 de septiembre de 2005, la cual ordenó proceder a liquidar el contrato, quedando ejecutoriado el acto administrativo el 29 de septiembre de 2005.

Analizado el incumplimiento del contrato, se determinó que éste se presenta con respecto a la entrega de los productos pactados, con el agravante de que algunos de los documentos elaborados eran copias de otros informes producidos en cumplimiento del contrato 015 de 2002.  En las inconsistencias de estos informes se establecen: 

Se recibió un archivo fotográfico en CD compuesto por 1089 archivos de los cuales 83 correspondencia a archivos Thums que no constituyen fotos.  El CD se halla divido en 5 carpetas temáticas.  La revisión efectuada arroja como resultado principal que las carpetas correspondientes a Veterinaria, Zootecnia y otros, no presentan archivos visualizables; en la carpeta de biología la subcarpeta correspondiente a invertebrados sin identificar, mamíferos, primates y reptiles, labores y varios, tampoco presentan archivos que puedan ser observados. En consecuencia el archivo fotográfico no satisface los requerimientos establecidos en las comunicaciones cursadas por la anterior interventoría, por lo que no es viable recibirlo a satisfacción.

En los informes de los (4) casos de zootecnia, la conclusión a la que se llega no se refiere estrictamente ni tiende a resolver el problema planteado como objetivo. Así mismo se observa que los cambios hechos con respecto a la última versión entregada no son esenciales por lo que este estudio de caso no es satisfactorio ni en su presentación ni en el contenido técnico y científico.

Otro de los casos zootécnicos como el consumo de alimentos y periodicidad en aves carnivoras, presenta coincidencias en un 100% con lo entregado como producto del contrato 015/02 en cuanto a los especimenes objeto de estudio, consumos observados y hasta la misma presentación de la tabla, con los mismos datos de muestra de animales, peso, consumo etc. Por tanto se considera que es una reproducción del informe entregado tres años atrás.
 

Por las anteriores observaciones, entre otras descritas en la Resolución 1485 del 22 de junio de 2005, confirmada con la Resolución No. 2172 del 13 de septiembre de 2005, se resuelve: “ARTICULO PRIMERO: Declarar el incumplimiento parcial del contrato de prestación de servicios 099 de agosto 2 de 2004, suscrito por el DAMA con la Asociación para la Defensa de la Reserva de la Macarena….ARTICULO SEGUNDO:  Hacer efectiva la garantía única a favor de entidades estatales No. 31GU1622 expedida por la compañía Aseguradora de fianzas CONFIANZA, el 2 de agosto de 2004 y su certificado modificatorio No. GU030382, por el perjuicio con ocasión del incumplimiento del contrato de Prestación de Servicios 099 de 2004….asciende a la suma de CINCO MILLONES CIENTO CINCUENTA Y NUEVE MIL SEISCIENTOS SETENTA Y NUEVE PESOS CON OCHENTA CENTAVOS ($5.159.679,98).
PARAGRAFO PRIMERO: El valor correspondiente al riesgo de cumplimiento es de la suma de DOS MILLONES OCHENTA Y CINCO MIL CIENTO SETENTA Y NUEVE PESOS CON NOVENTA Y SIETE CENTAVOS ($2.085.179,97) y el valor del incumplimiento por calidad del servicio es la suma de TRES MILLONES SETENTA Y CUATRO MIL CUATROCIENTOS NOVENTA Y NUEVE PESOS CON NOVENTA Y UN CENTAVO ($3.074.499,91).

ARTICULO TERCERO: Hacer efectiva la cláusula Décima Segunda del contrato de prestación de servicios No. 099 de 2004, Penal Pecuniaria equivalente al 2,405% del valor del contrato, o sea la suma de CINCO MILLONES CIENTO CINCUENTA Y NUEVE MIL SEISCIENTOS SETENTA Y NUEVE PESOS CON OCHENTA Y OCHO CENTAVOS. ($5.159.679,88).

En el Acta de liquidación suscrita el 12 de diciembre de 2005, se determina que el contrato tuvo un valor total de $214.499.994, de los cuales fueron pagados $200.199.994; quedando un valor por cancelar de $14.299.999. Igualmente, en el numeral 6) se establece: “VALOR A DESCONTAR POR INCUMPLIMIENTO: De conformidad con la Resolución No. 1485 del 22 de junio de 2005, el valor a descontar por incumplimiento es de  un millón setenta y dos mil cuatrocientos noventa y nueve pesos con noventa y siete centavos ($1.072.499,97), lo cual fue confirmado a través de la Resolución No. 2172 del 13 de septiembre de 2005, acto administrativo debidamente ejecutoriada el 29 de septiembre de 2005. 7) VALOR A PAGAR AL CONTRATISTA: De acuerdo con los numerales anteriores, el valor a pagar al contratista asciende a la suma de TRECE MILLONES DOSCIENTOS VEINTISIETE MIL CUATROCIENTOS NOVENTA Y NUEVE PESOS CON SESENTA Y TRES CENTAVOS ($13.227.499,63), pago que será tramitado una vez se suscriba la presente Acta de Liquidación, previos trámites administrativos.”

Con base en lo antes anotado, este Ente de Control determina que el contrato se encuentra mal liquidado, toda vez que el acta de liquidación ordena descontar el valor del incumplimiento en $1.072.499,97 y de conformidad con la Resolución No. 1485 de junio 22 de 2005, este valor asciende a $5.159.679,88;  con lo cual se esta dejando de cobrar al contratista $4.087.179,91 por el incumplimiento establecido según la Resolución No. 1485/05.
Es de resaltar que la Resolución No. 2172 del 13 de septiembre de 2005, mediante la cual “Se resuelven los recursos de reposición interpuestos contra la Resolución No. 1485 del 22 de junio de 2005” en su parte resolutiva no revoca ningún artículo de la Resolución 1485/05, y por el contrario establece en el ARTICULO PRIMERO: “Declara el incumplimiento parcial del contrato…y en consecuencia declarar la realización del riesgo asegurado bajo el amparo “cumplimiento del contrato”, constituido dentro de la póliza única de seguro de cumplimiento a favor de entidades estatales No. 31GU01622…y su certificado modificatorio No. GU030382” valor que según esta póliza asciende a $42.899.999.
De otra parte el Articulo Tercero de la Resolución 1485/05 determina: “Hacer efectiva la cláusula Décima Segunda del contrato de prestación de servicios No. 099 de 2004, Penal Pecuniaria equivalente al 2,405% del valor del contrato, o sea la suma de CINCO MILLONES CIENTO CINCUENTA Y NUEVE MIL SEISCIENTOS SETENTA Y NUEVE PESOS CON OCHENTA Y OCHO CENTAVOS. $5.159.679,88 y ordena hacer efectiva por ese valor la garantía única a favor de entidades estatales No. 31GU1622 expedida por la compañía Aseguradora de fianzas CONFIANZA”. El Artículo Segundo de la Resolución No. 2172 del 13-09-05 resuelve: “Hacer efectivo el amparo de cumplimiento de la garantía única a favor de entidades estatales No. 31 GU016122…y su certificado modificatorio No. GU030382... asciende a la suma que resulte en la liquidación del contrato No. 099/04 siempre y cuando dicho valor no sea cancelado por el contratista y hacer efectiva la cláusula penal pecunicaria en la proporción incumplida”.

Este Ente de Control observa que este valor también se encuentra mal liquidado, toda vez que de conformidad con la cláusula “Décima segunda: Penal pecuniaria: En caso de incumplimiento o declaratoria de caducidad del contrato, el CONTRATISTA se obliga a pagar al DAMA una suma equivalente al 20% del valor total del contrato, a título de indemnización por los posibles perjuicios que le pueda ocasionar.” (Subrayado fuera de texto). El valor total del contrato fue de $214.499.994, el 20% equivale a $42.899.999, por tanto, también se esta dejando de liquidar y cobrar este valor establecido en la cláusula Décima Segunda Penal Pecuniaria del contrato de prestación de servicios No. 099 de 2004, toda vez que no obstante en el artículo tercero de la Resolución 1485/05 y en el artículo 2º de la Resolución No. 2172 del 13 de septiembre de 2005, se resuelve hacer efectivo dicho valor; en el acta de liquidación suscrita entre la Directora del DAMA y el Contratista, no se incluyó. 
ANALISIS DE LAS RESPUESTAS
La Entidad no argumenta ningún desacuerdo ni corrección a la liquidación; sin embargo teniendo en cuenta lo expuesto para el hallazgo fiscal del contrato No. 106 de 2005, el cual tiene la misma aplicación, se acepta y no se constituye hallazgo.

Es de anotar que a la fecha de presentación de este informe (Mayo 30 de 2006) no se ha efectuado el pago del saldo al contratista; sin embargo, este Ente de Control pude conceptuar sobre la liquidación del  mismo, de conformidad con lo normado en el artículo 65 de la Ley 80 de 1993: “Una vez liquidados o terminados los contratos, según el caso, la vigilancia fiscal incluirá un control financiero, de gestión y de resultados, fundados en la eficiencia, economía, equidad y de la valoración de los costos ambientales”.

Contrato No. 010 del 24 de febrero de 2005 

Valor $15.259.100; plazo ejecución dos meses y quince días, entre el 25 de febrero y el 9 de mayo de 2005.  Este contrato fue adicionado el 26 de abril por 15 días para terminar el 24 de mayo de 2005 por valor de $3.051.820; total $18.310.920.
El objeto del contrato es el suministro de los alimentos; revisado el Capitulo No. 2 de los términos de referencia: "Actividades a realizar: se observa que todas están enfocadas a la administración del CRRFS ejemplo:  3) Observación y seguimiento diario de la población....8) Garantizar el funcionamiento adecuado del CRRFS.  Igualmente en las condiciones del contrato No. 3.2.4.2 "Requisitos mínimos del grupo de trabajo, se exige un administrador agropecuario, o veterinario o zootecnista con experiencia mínima de 3 proyectos o dos años en administración de proyectos relacionados con fauna silvestre viva ex situ o in situ...” con base en lo anterior, el contrato incluía actividades para la administración del CRRFS por el periodo comprendido entre el 24-02-05 y el 10-05-05.

La Cláusula quinta del contrato establece: “FORMA DE PAGO: …a)un 40% del valor del contrato como anticipo…b)Un 30% del valor del contrato al finalizar el segundo mes de ejecución del contrato, previo informe mensual de ejecución y visto bueno del funcionario encargado del control y vigilancia.  El saldo o sea el 30% al finalizar el plazo de ejecución, previo recibido a satisfacción del objeto contractual y suscripción del acta de recibo a satisfacción.“  De otra parte la cláusula sexta “PLAZO DE EJECUCION: La contratista ejecutara el objeto del contrato el término de dos  meses y 15 días calendario…” 
Por tanto, analizando estas dos cláusulas, para el pago del 60%, ya debería existir dos informes mensuales de ejecución con visto bueno del funcionario encargado del control y vigilancia.  Se observa por parte de este Ente de Control, que en las carpetas contentivas del contrato, no se evidencia ni la entrega, ni el recibo, ni la existencia de estos informes de ejecución.  Tampoco se evidencia la existencia de los informes de interventoría.  Es de anotar que las dos carpetas de este contrato, carecen de mecanismos de control como la foliación de los documentos existentes, o la organización de los mismos en orden cronológico por fechas de presentación, lo que no permite evidenciar un seguimiento de la entrega de estos informes, o su archivo.

Se observa de otra parte, que el interventor presenta el 25 de julio de 2005, un informe de incumplimiento del contrato, en el cual hace alusión a que ya se habían presentado irregularidades en el desarrollo de las obligaciones pactadas, las cuales habían sido comunicadas en los informes correspondientes.  El informe al que hace alusión no es el pactado en la cláusula quinta del contrato, sino que corresponde a un informe de irregularidades del 3 de mayo de 2005, según Memorando SAS 837. 

Entre las irregularidades evidenciadas por el interventor en el informe referenciado anteriormente, se mencionan entre otras:  ausencia no autorizada durante 4 días de un funcionario contratista que realizaba funciones de alimentador; ausencia no autorizada por 26 días del zootecnista, quien cubre varios aspectos esenciales para el manejo y adecuado mantenimiento de los animales, situación más trascendente aun si se destaca que era el único profesional del contrato en esta área; incumplimiento de actividades administrativas como:  corte de césped no hecho en un 40% del predio; nueve radiografías no practicadas, nueve pruebas de histopatología y cinco de hematología no practicadas; actividades no cumplidas a las cuales se les calculo un valor de $3.511.684. 

De otra parte, desde la Subdirección Ambiental Sectorial se hicieron gestiones para verificar la información suministrada por el contratista respecto al pago de parafiscales. Se solicito información a las entidades: Colsubsidio, Porvenir, Famisanar, Colmédica y a la Oficina San Martín del Banco de Bogotá; de cuyas respuestas se estableció que el contratista no estaba cumpliendo en su totalidad con la obligación del pago de los aportes a los sistemas de salud, pensiones y riesgos profesionales de su personal; así como tampoco con los aportes al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, SENA, y Cajas de Compensación, establecidas en la cláusula segunda numeral 7 del contrato; situación que se evidenció durante el término de duración del mismo, esto es desde el 25 de febrero al 25 de mayo de 2005. 

De conformidad con el parágrafo tercero, de la cláusula quinta del contrato: “FORMA DE PAGO… Todos los pagos deberán ser avalados por el funcionario encargado del control y vigilancia, previo a la presentación de la certificación del representante legal y/o revisor fiscal en donde conste que la ASOCIACION se encuentre a paz y salvo por concepto de pago de los aportes a los sistemas de salud y pensiones de su personal, pagos parafiscales y aportes a cajas de compensación.” 

Mediante Orden de Pago No. 69 del 05 de abril de 2005 se cancelo $6.103.640 correspondiente al 40% del valor del contrato como anticipo a la suscripción del acta de Iniciación; con Orden de Pago No. 247 del 07 de junio de 2005 por valor de $4.577.730, se cancela el 30% del segundo mes de ejecución del contrato. Para un total cancelado de $10.681.370.
El 30% restante $4.577.730 se debía cancelar al finalizar el contrato, previo recibido a satisfacción del objeto contractual y suscripción del acta de recibo a satisfacción, así como $3.051.820 correspondientes a la adición.  Estos valores se encuentran en proceso de trámite de pago, toda vez que el contrato no fue objeto de recibo a satisfacción, por cuanto el contratista tenía la obligación contractual de presentar certificación del representante legal y/o revisor fiscal en donde constara que la Asociación se encontraba a paz y salvo por concepto de pago de aportes parafiscales. Como se anoto anteriormente, estas certificaciones fueron presentadas por el contratista, pero se estableció por parte de la Entidad incumplimiento en dichos aportes, lo que significa que las certificaciones carecen de validez.

Se resalta igualmente en este punto, que en el ejercicio de control y vigilancia del contrato, la Entidad evidenció según respuesta efectuada por el Banco de Bogotá el 27 de julio de 2005  a solicitud del DAMA, que: “…esos recaudos no aparecen en nuestros registros y comparando los sellos utilizados por el cajero 2, los estampados en las copias que usted envía no corresponden”.  Lo anterior llevo a que la Entidad instaurara la denuncia penal ante la Fiscalía Seccional de Bogotá, por falsedad en documento y omisión del agente retenedor o recaudador.

Con base en lo anterior, el DAMA suscribió el Acta de Liquidación del contrato el 20 de febrero de 2006, en la cual se determina el valor del incumplimiento del contrato en $2.929.747, de conformidad con la Resolución No. 2347 del 22 de septiembre de 2005, lo cual fue confirmado mediante la Resolución No. 2959 del 16 de septiembre de 2005.  Igualmente se determina el valor a descontar por actividades cumplidas parcialmente por el contratista, las cuales fueron requeridas en repetidas ocasiones a la Asociación por parte del interventor, valor que asciende a la suma de $3.511.684, según consta en el informe del interventor. Suma que será descontada en el Acta de Liquidación de conformidad con lo prescrito en los artículos 60 y 61 de la Ley 80 de 1993.

En conclusión, del valor total del contrato $18.310.920, el DAMA ha cancelado $10.681.370, quedando un saldo pendiente de $7.629.550, de los cuales con base en lo establecido en el Acta de Liquidación se descontará $6.441.431, quedando un valor por cancelar de $1.188.119. 

A la fecha de presentación de este informe (abril 28 de 2006) no se ha efectuado el pago del saldo al contratista; sin embargo, este Ente de Control pude conceptuar sobre la liquidación del  mismo, de conformidad con lo normado en el art. 65 de la Ley 80 de 1993: “Una vez liquidados o terminados los contratos, según el caso, la vigilancia fiscal incluirá un control financiero, de gestión y de resultados, fundados en la eficiencia, economía, equidad y de la valoración de los costos ambientales”.

Por tanto, se concluye que la suscripción y gestión adelantada en cumplimiento de este contrato ha sido ineficiente, ineficaz y antieconómica, no obstante establecer los descuentos ha realizarse del pago final por el cumplimiento parcial de actividades, se observaron irregularidades en el desarrollo de las obligaciones, las cuales van en detrimento de la gestión del CRRFS, ocasionando que la Entidad tenga que incurrir en nuevos costos de contratación para subsanar estos inconvenientes.
En respuesta dada por la Entidad a este presunto hallazgo fiscal, no se argumenta ningún desacuerdo ni corrección a la liquidación; sin embargo teniendo en cuenta lo argumentado para el hallazgo fiscal del contrato No. 106 de 2005, el cual tiene la misma aplicación, se acepta y no se constituye hallazgo.

Hallazgo Administrativo de incidencia Disciplinaria No 30 Contrato No. 106 del 24 de Mayo de 2005 
Concurso Público DAMA SAS No. 001 Resolución No. 493 de 23 de febrero de 2005; adjudicado mediante Resolución No. 1044 del 28 de abril de 2005 a la Asociación para la Defensa de la Reserva de la Macarena. Valor $386.271.160. Plazo Ejecución doce (12) meses; entre el 27 de mayo de 2005 y el 26 de mayo de 2006.  Forma de Pago: Según Otro Sí del 07-09-05 se modifico el numeral segundo de la cláusula sexta del contrato y el parágrafo primero de la misma, quedando así: “20% como pago anticipado, previa aprobación de la garantía única de que trata la cláusula novena, suscripción del acta de iniciación y verificación del funcionario que ejerza el control y vigilancia del contrato (pago que se surtió el 09-06-05).  2) El 80% restante en seis pagos bimestrales iguales vencidos. PARAGRAFO PRIMERO: El último pago se hará previa suscripción del acta de recibo a satisfacción del objeto contractual y del acta de liquidación del contrato.”

De conformidad con el oficio de 27 de mayo de 2005 se designó, por parte de la Subdirección jurídica para el control, vigilancia y/o interventoría del contrato, al Subdirector Ambiental Sectorial Dr. Rafael Augusto Martínez Rocha; o en su defecto designe a la persona.  En consecuencia se deberá suscribir el acta de iniciación de labores, especificando la fecha de iniciación y terminación del mismo. 

Revisadas las carpetas del contrato, se estableció por parte de este Ente de Control que no se suscribió la respectiva Acta de Iniciación del contrato; no obstante lo anterior, el pago del 20% por valor de $77.254.232 se surtió el 09-06-05; incumpliendo con lo establecido en el Otro Sí del 07-09-05, por el cual se modifico el numeral segundo de la cláusula sexta del contrato y el parágrafo primero de la misma.  

Según informe de interventoría, presentado el 14-09-05 por el Dr. Norberto Leguizamon Hernández, correspondiente al primer bimestre de labores, se estableció que el contrato inicio el 27 de mayo de 2005; en el mismo se informa sobre problemas relacionados con la no contratación de las personas que hacen parte del  equipo de trabajo, como son: “El biólogo y los dos cuidadores se presentaron pocos días después de iniciado el contrato 1º de junio y 31 de mayo respectivamente; el empleado de servicios generales se presento finalizando el siguiente mes (29 de junio).  El zootecnista no se ha presentado todavía.”
Igualmente se informa, entre otros hechos irregulares, que se han efectuados requerimientos por la interventoría al contratista, quien no ha resuelto aun los inconveniente, ocasionando traumatismos en el funcionamiento del RRFS.

Este Ente de Control establece que la no suscripción del acta de iniciación y verificación del funcionario que ejerza el control y vigilancia del contrato, ocasionó que se originaran los problemas informados por el interventor designado, los mismos que persistieron durante la ejecución de los siguientes bimestres y llevaron a establecer el incumplimiento del contrato y tomar la determinación de iniciar el trámite de declaración de caducidad del mismo, según Resolución No. 2901 del 12 de diciembre de 2005, “Por la cual se declara la caducidad del contrato de Prestación de Servicios No. 106 de 2005…” y la Resolución No. 0074 del 2 de febrero de 2006, “Por la cual se resuelven los recursos de reposición interpuestos contra la Resolución No. 2901 de 2005 y se confirma en todas sus partes…”.
Revisado el informe final de interventoría, presentado el 13 de marzo de 2006, se establece que el incumplimiento en la presentación del zootecnista y posteriormente del Biólogo, constituían problemas suficientemente graves para iniciar el trámite de declaración de caducidad del contrato. Por tanto teniendo en cuenta el debido proceso jurídico, se continúo con la ejecución del mismo, hasta el momento en que fue notificada la Resolución definitiva, hecho que sucedió el 3 de febrero de 2006.  

Con base en el anterior informe, se procedió a calcular los valores adeudados por el DAMA, según el Acta de liquidación de fecha abril 7 de 2006: “Plazo de ejecución del contrato doce (12) meses; periodo ejecutado 8 meses contados a partir del 27 de mayo de 2005 y hasta el 3 de febrero de 2006. 

De acuerdo con la Resolución No. 2901 del 12 de diciembre de 2005, la cual fue confirmada a través de la Resolución 0074 del 02 de febrero de 2006, debidamente ejecutoriada el 3 de febrero, por la cual se declaró la caducidad del contrato No. 106 de 2005, el contratista incumplió su obligación de completar el equipo de trabajo con el asesor zootecnista requerido y posteriormente con el Biólogo, lo cual ocasiono el incumplimiento de obligaciones contractuales de tracto sucesivo, manifestado en el deterioro progresivo de la condición física de los animales que habitan el CRRFS, lo cual se reflejo tanto en el ámbito técnico como administrativo del mismo.  Adicionalmente el contratista incumplió con sus obligaciones laborales con el personal a su cargo para desarrollar el objeto contractual, generando malestar y descontento en el ambiente laboral del CRRFS. 

Del valor total del contrato $386.271.160, se efectuaron pagos por $123.837.053, correspondientes al 20% del anticipo $77.254.232 y cancelación del bimestre 27-05-05 al 26-07-05 por $45.582.821; quedando un saldo por cancelar de $262.434.107.  De este valor se deben descontar los siguientes conceptos:  
Sanción penal pecuniaria, equivalente al 81% sobre el 20% del valor de la cláusula penal pecuniaria es decir $62.575.928.  Otros valores a descontar: Por ausencia del asesor zootecnista, del biólogo y de dos auxiliares durante el primer periodo, $4.920.000, de acuerdo con oficio del interventor de fecha 30 de agosto de 2005.  Por la ausencia del asesor zootecnista, por el término de seis meses, ocho días, la suma de $12.533.333, a razón de dos millones de pesos mensuales.  Por ausencia del biólogo, por el término de tres (3) meses, tres días, $6.200.000, a razón de dos millones de pesos mensuales.”  Total sumas a favor del DAMA $86.229.261.

Valor a pagar al contratista: De acuerdo con el saldo disponible, luego de los descuentos mencionados, el valor a pagar al contratista asciende a la suma de $56.031.596, pago que será tramitado una vez se suscriba la presente acta de liquidación, previos los trámites administrativos correspondientes”·.
Este Ente de Control observa que este valor se encuentra mal liquidado, toda vez que de conformidad con la cláusula “Décima tercera -Penal pecuniaria: En caso de incumplimiento o declaratoria de caducidad del contrato, el CONTRATISTA se obliga a pagar al DAMA una suma equivalente al veinte 20% del valor total del contrato, a título de indemnización por los posibles perjuicios que le pueda ocasionar.” (Subrayado fuera de texto).

El valor total del contrato fue de $386.271.160, el 20% equivale a $77.254.232, en el acta de liquidación se establece: “Sanción penal pecuniaria, equivalente al 81% sobre el 20% del valor de la cláusula penal pecuniaria es decir $62.575.928.”;  por tanto, se esta dejando de cobrar $14.678.304, al no aplicar lo establecido en   la cláusula décima tercera del contrato No. 106 del 24 de mayo de 2005, que es ley para ambas partes y en el cual se determina: “En caso de incumplimiento o declaratoria de caducidad del contrato, el CONTRATISTA se obliga a pagar al DAMA una suma equivalente al veinte 20% del valor total del contrato.

A la fecha de presentación de este informe (abril 28 de 2006) no se ha efectuado el pago del saldo al contratista; sin embargo, este Ente de Control pude conceptuar sobre la liquidación del  mismo, de conformidad con lo normado en el art. 65 de la Ley 80 de 1993: “Una vez liquidados o terminados los contratos, según el caso, la vigilancia fiscal incluirá un control financiero, de gestión y de resultados, fundados en la eficiencia, economía, equidad y de la valoración de los costos ambientales”.

Por tanto, se concluye que la suscripción y gestión adelantada en cumplimiento de este contrato ha sido ineficiente, ineficaz y antieconómica, no obstante establecer los descuentos ha realizarse del pago final por el cumplimiento parcial de actividades, se observaron irregularidades en el desarrollo de las obligaciones, las cuales van en detrimento de la gestión del CRRFS, ocasionando que la Entidad tenga que incurrir en nuevos costos de contratación para subsanar estos inconvenientes. 
La Entidad en respuesta fiscal manifiesta que para la liquidación del contrato por incumplimiento se debe tener en cuenta que el mismo fue parcial y la ejecución del contrato al momento de la sanción fue del 50% del plazo pactado; sustenta esta afirmación en la sentencia de Casación de septiembre 11 de 2000, expediente 6119 magistrado ponente Dr. Silvio Trejos, así como en los artículos 1596 del Código Civil y 867 del Código de Comercio; analizadas estas normas, se determina que como lo establece el artículo 1596 del Código Civil, si la entidad acepta el cumplimiento de una parte de la obligación, se tiene  derecho para que se rebaje proporcionalmente la pena estipulada por falta de cumplimiento de la obligación principal.  No obstante lo anterior, con respecto a la Sentencia de Casación, esta no aplica para este caso, en razón a que la misma hace relación al contrato de seguros.
Con base en lo anterior, se acepta la respuesta y los hallazgos fiscales relacionados con la aplicación de la cláusula penal pecuniaria para la liquidación de los contratos suscritos con la Asociación La Macarena no quedan en firme.
Conclusión
Se determinó que de nueve (9) contratos de Prestación de servicios, suscritos con la Asociación para la Defensa de la Macarena con el objeto de Administración del Centro de Recepción y Rehabilitación de Fauna Silvestre del  DAMA en Engativá por valor total de $1.996.715.491, se presentó incumplimiento de actividades en tres de ellos: No. 099 de agosto 2 de 2004 por $1.072.500; No. 010 del 24 de febrero de 2005, $6.441.431; No. 106 del 24 de Mayo de 2005, $86.229.261; para un valor total de $93.743.192, que equivalen al 4,7% de incumplimiento del valor total de lo contratado.
Igualmente se detectaron hallazgos disciplinarios por la no presentación de informes, irregularidades en el desarrollo de las obligaciones contractuales de tracto sucesivo, que se manifestaron en el deterioro progresivo de la condición física de los animales que habitan en el Centro; adicionalmente el contratista incumplió con las obligaciones laborales con el personal a su cargo para cumplir con el objeto contractual, generando malestar y falta de compromiso en el ambiente laboral, todas en detrimento de la gestión del CRRFS. 
Por lo antes expuesto, se determina un hallazgo administrativo de orden disciplinario para el Director del DAMA, toda vez que no obstante, observarse por parte del interventor de la Entidad, irregularidades en el cumplimiento de los objetos contractuales No. 099 iniciado el  2 de agosto de 2004 y finalizado el 24 de febrero de 2005, No. 010 iniciado el 25 de febrero y finalizado el 24 de mayo de 2005); se continuo contratando con la misma Asociación, el mismo objeto como es el contrato No. 106 suscrito el 24/05/2005, el cual también presentó incumplimiento.
ANALISIS DE LAS RESPUESTAS
La Entidad argumenta que al momento de la adjudicación del último contrato (106/05) solamente se presentó a concurso público este proponente; igualmente manifiesta que en ese momento el proponente no se encontraba incurso en causal de inhabilidad, lo cual no se acepta por parte de este Organo de control, teniendo en cuenta que para la fecha de adjudicación del último contrato 24 de mayo de 2005, ya existía dos requerimientos y un oficio por parte del interventor del contrato No. 099/04, a saber: oficio SAS 2005EE5791 del 03-03-05; SAS-RF 2005EE10761 del 05-05-05 y oficio SAS –RF 2005EE11139 del 12-05-05, en los cuales, se hacen comentarios y solicitudes, respecto a la presentación de los informes en donde se deben consolidar todas las actividades desarrolladas durante la vigencia del contrato y con la información básica y necesaria que permita concluir el objeto final; igualmente, para poder recibir a satisfacción los productos al igual que los compromisos adquiridos en lo referente al reemplazo de algunos elementos. 
De otra parte, también se conocía el Acta de terminación del contrato No. 099/04 la cual fue suscrita el 25 de febrero de 2005 y en la que quedo pendiente, el recibo a satisfacción de los productos relacionados en los términos de referencia, los cuales posteriormente fueron objeto del incumplimiento del contrato. 

Tampoco se puede argumentar la inminente necesidad del servicio, el cual era atender la administración del CRRFS, toda vez que como más adelante lo manifiesta en sus respuestas la Entidad cuenta con personal idóneo, capacitado y con más de diez años de experiencia en el manejo de fauna silvestre, los cuales después de liquidado el contrato No. 106 de 2005, asumieron el control directo del CRRFS y la coordinación de las áreas de trabajo que se desarrollan bajo la modalidad de contratación.
Con base en lo expuesto, no se aceptan las respuestas de la Entidad y se consolida el hallazgo administrativo de orden disciplinario, por incumplimiento de los principios de la contratación consagrados en la ley 80 de 1993.

Situación actual del Centro de Recepción y Rehabilitación de Fauna Silvestre –CRRFS DAMA-
El Centro se encuentra bajo la dirección del DAMA desde el 3 de febrero de 2006; mediante visita fiscal efectuada el día 28 de marzo de 2006, en acompañamiento de un médico veterinario de la Universidad Nacional, Dr. Oscar Álvarez, se verifico tanto la gestión administrativa como la técnica, de lo cual se estableció:

No hay claridad acerca de quien es la persona encargada y responsable de la administración del CRRFS.  No obstante, la toma de decisiones para el destino de los animales en general esta dada en última instancia por el interventor de cuatro contratistas, con los cuales actualmente funciona en la parte técnica el Centro. 

El presupuesto asignado para la gestión técnica del Centro, se da mediante la suscripción de cuatro contratos de prestación de servicios por valor total de $214.029.000, con los cuales debe funcionar durante seis meses. No hay un programa, en el cual se establezca un objetivo claro, con metas, cronograma, presupuesto y asignación de responsables  para actividades en los procesos de liberación, o reubicación de los animales. Se reporta la existencia de una caja menor de la cual se obtiene el dinero para los fletes del transporte de los animales que salen del centro, pero no se cuenta con presupuesto asignado a proyectos para grupos por especies de animales. Únicamente se relaciona como actividad dentro de los términos de referencia del contrato No. 110/06, que se debe realizar el traslado hasta el aeropuerto de los animales cuya remisión haya sido decidida por el DAMA, se entiende incluidos los costos de certificación zoosanitarios, fletes y demás”.
A la fecha de la visita (marzo 28 de 2006)  el centro aloja a 773 animales según el último reporte e inventario del CRRFS; pero se desconoce el cupo total de  animales, a fin de establecer la capacidad del mismo. No se cuenta con un cálculo aproximado, debido a que el diseño de los encierros y la disposición de los animales en las diferentes jaulas no es específico; no se manejan encierros por clase animal. Esto hace que no se pueda establecer un máximo de animales permitidos, ni que se pueda hacer un ingreso organizado y sistemático de los animales a programas de rehabilitación.

No hay periodicidad en el flujo de animales en cuanto a las salidas de los individuos o grupos. El principal destino para los que han logrado entrar en un programa específico es la reubicación ex situ, a otros lugares de cautiverio como zoológicos principalmente. Son escasos los procesos de liberación in situ; se estableció que aproximadamente un 8% de los animales que ingresan son remitidos para liberación al medio silvestre, lo anterior se debe a la falta de un proyecto en particular para cada grupo o clase. Solo un 5% de los animales no pueden ser liberados; con esto se entiende que el 95% de los restantes son aptos para un destino diferente al CRRFS, pero no hay lineamientos claros en cuanto al destino de este alto porcentaje.
Actualmente el centro no esta realizando ni financiando ningún proceso de investigación con los animales allí alojados. En la actualidad no se tienen convenios con ONG’s que compartan los mismos intereses del CRRFS.  Se estableció que se presenta contacto directo con la CAR y otras corporaciones autónomas, sin embargo no hay convenios vigentes ni evidencia de las relaciones interinstitucionales, por lo cual se determina que el CRRFS del DAMA no cuenta con una política integrada y coherente de rehabilitación, protección, manejo y liberación de la fauna silvestre, no solo para el Distrito Capital, sino también para todo el territorio nacional de donde proceden varias especies animales.   
Se evaluaron diferentes aspectos relativos a la documentación del CRRFS, los cuales no obstante, estar incluidos dentro de las actividades de los contratista en lo referente a la actualización y registro de las gestiones de biología y veterinaria se encuentran atrasados; no se esta cumpliendo con el seguimiento y verificación de los mismos por parte del interventor de los contratos.  Se observó que el sistema de registro se encuentra en estado de deterioro, la mayoría de historias clínicas presentaban información continua hasta el año 2003 aproximadamente, pero se evidenció que hay animales que se encuentran en el centro hace varios años y no se ha adelantado ningún tipo de proceso relativo al destino de los mismos. 

A pesar del compromiso de los contratos, no se encuentra ninguna actualización de las historias clínicas en lo referente al área de la zootecnia y la biología.  

El ingreso de animales al centro está permitido únicamente los lunes, miércoles y viernes, pero no se tiene un programa o plan, para la recepción de los mismos; no se maneja un acta de ingreso o un documento que permita identificar la información de  procedencia, estado inicial del animal o dieta suministrada previamente. El registro de los animales que entran se hace por medio de una lista de recepción, a la cual no se tuvo acceso. No se cuenta con protocolos de nutrición o documentos propios del centro que sustenten la forma de a balanceo de dietas, o un registro de evolución del estado de los animales de acuerdo a la dieta suministrada. Los protocolos en los que se basan los  procesos de rehabilitación de los animales del centro, se encuentran en formato físico y magnético y corresponden a documentos del año 1998 y 2001.

Infraestructura: El terreno sobre el cual se encuentra el CRRFS, se encuentra en una zona de confluencia de diferentes actividades. Esta circundado por colegios, terrenos de la Empresa de telecomunicaciones de Bogotá y un humedal. Esto puede significar algunas dificultades relacionadas con la rehabilitación de los animales, los escapes accidentales y los aspectos sanitarios tanto de los animales como de salud pública.

Las vías de acceso vehicular al interior del centro, se encuentran en muy mal estado, permaneciendo inundadas en época de lluvias, haciendo difícil el  acceso vehicular y peatonal. Las vías de circulación entre jaulas y las diferentes unidades del centro, no están claramente delimitadas y algunas de ellas como la de los encierros de las aves se encuentran cubiertas de fango, como consecuencia de la ausencia de un cobertizo y falta de drenaje adecuado.  

No obstante, algunas de estas actividades de administración del Centro se encuentran establecidas en los términos de referencia del contrato No. 110 de 2006, como son: “mantenimiento y arreglo de equipos e instalaciones deterioradas durante la ejecución del contrato”  esto no involucra que el contratista deba incurrir en los costos de mantenimiento de la infraestructura y compra e instalación de equipos, los cuales debe asumir el DAMA mediante la administración del CRRFS.

Instalaciones y Equipos: La mayoría de las instalaciones se encuentran en estado considerable de abandono.  Nuevamente, se hace alusión al contrato No. 110 de 2006, mediante el cual en los términos de referencia numeral 2.1, se establece el cumplimiento de algunas actividades: “mantenimiento de los accesos, pocetas, lavapatas de los diferentes módulos con los desinfectantes apropiados; mantenimientos de la ambientación de los encierros y áreas de rehabilitación; mantener los accesos a las zonas con los desinfectantes adecuados como barreras contra el paso de patógenos; realizar brigadas de control de plagas conforme a lo acordado por la interventoría; …” las cuales no se están cumpliendo a satisfacción toda vez que se observaron las siguientes irregularidades:
· Los invernaderos en los que se alojan varias especies de animales entre ellos psitácidos y primates, se encuentran en un estado avanzado de deterioro. Este aspecto es de gran importancia ya que las condiciones climáticas de la sabana de Bogotá no son propicias para el mantenimiento de estas especies procedentes de zonas cálidas, lo que resulta en problemas físicos de los animales como los casos de hipotermias reportados por los encargados de los animales. Los plásticos de los invernaderos requieren de un mantenimiento  puesto que se encuentran rotos o en muchos casos ausentes. 

· Pese a que el centro maneja especies procedentes de muchas partes del país y con requerimientos climáticos específicos, solamente se cuenta con 10 calentadores de ambiente, de los cuales dos se mantienen en el cuarto de neonatos y arribo, los demás se distribuyen según las necesidades.  Esta carencia aunada a la ausencia de barreras que impidan el paso de los vientos y otros factores como la falta de plumaje observada en muchas de las aves, ocasionan problemas de salubridad en estos animales especialmente en horas de la madrugada donde la temperatura puede descender varios grados bajo cero. De igual forma no se cuenta con termómetros ambientales o de máximas y mínimas dentro de las instalaciones, que permitan monitorear la temperatura en la que se mantiene a los animales. 

· Los encierros no cuentan con jaulas o zona de manejo de animales. 

· Se reportaron escapes de primates hacia las instalaciones del colegio. El centro no cuenta con ninguna medida de contingencia para el manejo de escapes y para la restricción de los animales se emplea  cerbatana y dardos.

· No se cuenta con un área de enfermedades infecciosas para el aislamiento de animales con patologías infectocontagiosas, lo que puede ocasionar riesgo de epidemias, aumentando el número de mortalidad y morbilidad de los animales que ingresan en sanas condiciones.

· No se dispone de un área de hospitalización adecuada para el tamaño del centro, el número y especie de animales manejados. Debido a esto el índice de hospitalizados es bajo y solamente ingresan los animales que sean menos susceptibles al stress, de tamaño mediano a pequeño, o aquellos que requieren  de un tratamiento prolongado. 

· Los animales de la zona de arribo, contigua al hospital se encuentra en un estado de hacinamiento elevado debido a que el área no es suficiente para el número de animales que se reciben.

· Las plagas presentes en el CRRFS comprenden roedores y zancudos en las instalaciones, pulgas y piojos en los animales.  Aunque se reporta hacer control de roedores con diferentes métodos no se observó ninguno de los mencionados como goma, trampas o cebos; el control de zancudos se realiza solamente en la zona de oficinas; no se realiza ningún tipo de fumigación en los jardines.

En la mayoría de primates se observaron altas infestaciones de pulgas. El veterinario del centro reporta realizar control con diferentes productos como Carbamut, ivermectinas, cipermetrinas, organofosforados y Frontline®.

De otra parte, aunado a las debilidades de infraestructura, hacinamiento y organización del centro, allí se reciben decomisos de madera, pieles, abrigos y botas de piel de animal.  Estas se encuentran en sitios poco aptos para su conservación y cuidado, como por ejemplo las maderas se guardan en bodegas a la intemperie algunas de las cuales están desde hace cinco años, sin dárseles ningún uso o destino, debido a que no ha surtido el proceso contravencional del decomiso, lo que conlleva a que finalmente se pierdan por el deterioro natural de las mismas.  Las pieles, abrigos y demás, se encuentran arrumados en una bodega deteriorándose, cuando deberían estar exhibidos en algún museo, o ser utilizados para otro fin.

Es de anotar que en el contrato No. 110 de 2006, se encuentran establecidas algunas actividades relacionadas con “apoyar el recibo y asignación de espacios para los decomisos de especimenes de flora y fauna silvestre; las cuales no se están cumpliendo.  
Como se menciono anteriormente, la gestión técnica y operativa del Centro se realiza mediante la suscripción de cuatro contratos con profesionales afines a esta labor, los cuales fueron revisados para determinar el cumplimiento de las actividades:
Contrato No. 110 del 27 de enero de 2006
Fecha iniciación febrero 3 de 2006, duración 6 meses, suscrito con Andrea del Pilar Flórez Cárdenas (bióloga); objeto “Cuidado de animales y servicios varios para el CRRFS”; valor $99.700.000. El contratista cuenta con cuatro cuidadores por subcontrato; se encuentra en ejecución y a 20 de abril no ha presentado el primer informe bimensual de gestión, establecido en el numeral 2.2 de los términos de referencia. Actualmente se ha cancelado el 25% del primer pago, previo informe de interventoría, que da por cumplido a satisfacción el objeto, plazo y costos de los productos contratados.

Con respecto a las actividades a ejecutar por este contrato se establece entre otras, las cuales fueron analizadas en la parte administrativa y de infraestructura, en el numeral 2.1 de los términos de referencia: “limpieza general y desinfección de las diferentes áreas, conforme a los cronogramas; en caso de defunciones proceder a realizar el retiro y disposición adecuada del cadáver; mantenimiento general de jardines y zonas verdes incluyendo la recolección y disposición final de pastos y demás materiales vegetal; disposición diaria final de todos los desechos producidos conforme a la naturaleza de éstos, teniendo especial cuidado de aquellos considerados de algún riesgo biológico que deberán ser manejados conforme a las normas vigentes” 

Se determinó que nunca se ha efectuado manejo de residuos adecuadamente. No se tiene contrato con la ruta hospitalaria para la recolección de patógenos; para la disposición final no se hace ningún tipo de diferenciación de bolsas rojas, pesaje, rotulación, etc. para el material patógeno como son: Cadáveres, muestras biológicas, camas de los animales (pasto, aserrín, etc.), restos de comida no consumida, excrementos y fluidos corporales entre otros.  

Las agujas y cortopunzantes son depositados en guardianes que son inactivados con hipoclorito y después llevados al hospital más cercano.

Los cadáveres son enterrados y encalados, esto significa un riesgo biológico alto y un desconocimiento de las normas de salud pública. Las camas contaminadas y los restos de comida van para la basura ordinaria, la cual se almacena al lado de la portería. En esta basura también se encontraron guantes de examen y otros implementos contaminados.

Con lo evidenciado se determina que en el CRRFS no se está cumpliendo con lo establecido en el Decreto 2676 de 2000 “Por el cual se reglamenta la gestión integral de los residuos hospitalarios y similares” Artículo 3°. Principios. El manejo de los residuos hospitalarios y similares se rige por los principios básicos de bioseguridad, gestión integral, minimización, cultura de la no basura, precaución y prevención.
De otra parte, se determina que siendo el CRRFS una dependencia del DAMA generadora de residuos hospitalarios y esta última la autoridad ambiental Distrital, la entidad no esta dando cumplimiento a lo establecido en el Artículo 7°. Autoridades ambientales. Las autoridades ambientales controlarán y vigilarán la gestión y manejo externo de los residuos hospitalarios y similares incluida la segregación previa a la desactivación, tratamiento y disposición final, con fundamento en el presente decreto y demás normas vigentes, así como los procedimientos exigidos en el Manual para la gestión integral de los residuos hospitalarios y similares y podrán exigir el plan de gestión integral de residuos hospitalarios y similares; y e Artículo 8°.  Obligaciones del generador.” del Decreto en mención.
Con respecto a las actividades relacionadas con: “dotar a los visitantes de los elementos de bioseguridad y prevención…” se observó que los operarios cuentan con elementos de protección personal como tapabocas, guantes, overoles y botas; el personal del centro se encuentra vacunado contra Rabia, hepatitis B y  tétano y de conformidad con lo observado en los contratos, se estableció que se encuentran afiliados y cumplen con las cotizaciones al sistema de seguridad social, mediante el pago de aportes a EPS, de conformidad con lo establecido en el artículo 23 del Decreto 1703 del 02-08-02.

Los protocolos de seguridad utilizados están basados en los protocolos de manejo de fauna del CRRFS.

Contrato de Prestación de Servicios No. 030 del 26 de enero de 2006
Suscrito con Carolina Hartmann González (zootecnista); con el objeto de prestar atención zootécnica en el CRRFS en Engativa. Duración de 6 meses por valor de $37.497.000; actualmente tiene subcontratado un auxiliar y se encuentra en ejecución.  A 20 de abril de 2006, no ha presentado el primer informe bimensual de actividades, establecido en los numerales 2.2 y 2.3 de los términos de referencia; únicamente se ha cancelado el 25% del primer pago, previo informe de interventoría, que da por cumplido a satisfacción el objeto, plazo y costos de los productos contratados.

Mediante este contrato, se desarrollan las actividades relacionadas con la formulación y preparación de las dietas de los animales, las cuales se balancean basada en programas nutricionales. El abastecimiento de alimentos se hace en Corabastos principalmente. El almacenamiento de carnes y algunas frutas se realiza en nevera y congelador. Se observó una gran variedad de alimentos para el suministro a los animales, como frutas, granos, concentrado para mascotas, tortas caseras, y papillas.  Se reportó la suplementación de los animales con Nestum®, Canapet®, Carbonato de Calcio, Ensure®, soya y emulsión de Scout®. Los utensilios utilizados se observaron limpios y en buen estado.

El Centro cuenta con un bioterio, en el cual se mantienen algunos animales para la alimentación de la fauna silvestre; como son aves (pollos y/o gallinas) roedores (curies, ratones y ratas de laboratorio), insectos (grillos y tenebrios), los cuales son dispuestos como presa viva, dentro de un proceso de mantenimiento de las condiciones o características propias de la especie que se alimenta ya sean rapaces (águila de páramo) o de caza como el tigrillo.

No obstante lo anterior, se observa que el área dispuesta para el bioterio es muy pequeña y no cuenta con una adecuada ventilación ni iluminación, lo que puede ocasionar que se presente condiciones de falta de higiene y plagas dentro del mismo.  

Contrato No. 050 de 26 de enero de 2006
Fecha iniciación febrero 3 de 2006, duración 6 meses, suscrito con William Piragua Alarcón (biólogo); objeto “Atención biológica para el CRRFS”; valor $35.800.000; el contratista cuenta con un asistente por subcontrato; se encuentra en ejecución y a 20 de abril no ha presentado el primer informe bimensual de gestión, establecido en el numeral 2.2 de los términos de referencia. Actualmente se ha cancelado el 25% del primer pago, previo informe de interventoría, que da por cumplido a satisfacción el objeto, plazo y costos de los productos contratados.

De conformidad con los términos de referencia, mediante este contrato se desarrollan entre otras, las actividades de rehabilitación biológica de los animales.  En el momento de la visita no se pudo observar que exista un proceso de rehabilitación definido para ningún grupo de animales en el centro. No se cuenta con un programa en particular, ni un destino establecido para ninguno de los animales. No hay evidencia de proyectos en curso, ni planes de manejo para el destino de los animales.  Como se anoto anteriormente, el principal destino para los que han logrado entrar en un programa específico es la reubicación ex situ, a otros lugares de cautiverio como zoológicos principalmente y son escasos los procesos de liberación in situ; aproximadamente un 8% de los animales que ingresan son remitidos para liberación al medio silvestre. 

La revisión de algunas historias clínicas, demostró que hay animales que se encuentran en el centro desde hace varios años, sin haber tenido la oportunidad de entrar en un programa de rehabilitación.

Con respecto a la identificación, algunos animales se encuentran marcados con métodos temporales como la pintura en tortugas. Otros como primates se encuentran tatuados y algunas aves están identificadas con anillos; pero no se cuenta con un sistema de identificación general o un consecutivo por clase de animal, que permita la individualización de los mismos.

En cuanto al aspecto etológico de los animales, no se encontraron registros de evaluación comportamental de los individuos que ingresan al centro, este proceso es básico si se están manejando primates y psitácidos principalmente y debe acompañar cualquier proceso de rehabilitación, cuando se esta  realizando.  

En relación a todas las actividades de enriquecimiento ambiental, adecuación de los encierros etc, en la visita fiscal se determinó que es muy deficiente y no se hace inversión en este aspecto. Los elementos encontrados en las jaulas fueron principalmente, pasto seco procedente de la poda del césped, algunas ramas cortadas de los árboles del centro y cajas de refugio construidas a partir de los guacales donde viene la fruta con la que alimentan a los animales.  El alimento y el agua  se suministran en utensilios plásticos y/o metálicos. Por lo cual se determina que no se esta cumpliendo con lo establecido en los términos de referencia del contrato, numeral 2.1. “…Realizar el enriquecimiento ambiental en todos los módulos del Centro, conforme a cronograma presentado… adquirir los elementos necesarios para la realización del enriquecimiento ambiental de los diferentes encierros..”.
No se observó la implementación de ningún método de suministro de dietas que incentive el proceso de rehabilitación biológica de los animales, posiblemente debido a la falta de un programa definido para dicho fin.

Contrato No. 079 del 26 de enero de 2006
Fecha iniciación febrero 8 de 2006, duración 6 meses, suscrito con Santiago Monsalve Buritaca (Médico Veterinario); objeto atención Veterinaria para el CRRFS; valor $41.032.000; tiene subcontratada a una asistente veterinaria y a una microbióloga encargada de la parte de laboratorio. Actualmente se encuentra en ejecución y a 20 de abril no ha presentado el primer informe bimensual de gestión, establecido en el numeral 2.2 de los términos de referencia. Se ha cancelado el 25% del primer pago, previo informe de interventoría, que da por cumplido a satisfacción el objeto, plazo y costos de los productos contratados.

De acuerdo a los términos de referencia se desarrollan las actividades relacionadas con la evaluación médica, cuidados intensivos y rehabilitación física de los animales; pruebas de diagnóstico clínico, paraclínico; análisis de laboratorio clínico, pruebas radiológicas; procedimientos terapéuticos y quirúrgicos. Se estableció que se realizan dos rondas veterinarias en el transcurso del día (AM/PM), para la revisión de los animales. El área médica cuenta con un laboratorio para realizar las pruebas básicas principalmente coprológicos, extendidos directos de materia fecal y hematología. No se realizan pruebas de química sanguínea,  ni microbiología. 

Se observó que varias de las historias clínicas de los animales se encontraban incompletas, toda vez que no se relaciona si se han realizado exámenes de laboratorio y/o tratamientos  recientes. En las historias revisadas ejemplo la del venado No. 7-106 no se encontró referencia de la desinfección realizada en los cuernos, tres días antes. No había evolución completa de los tratamientos y monitoreos periódicos en ninguna de las historias revisadas. Por tanto no se esta dando cumplimiento a lo establecido en los términos de referencia del contrato en estudio: No. 2.1. Actividades a realizar: numeral 9): “Mantener actualizadas las historias clínicas…”
La alternativa de la eutanasia solo se utiliza para especies exóticas o animales con  enfermedades crónicas o casos especiales de deterioro progresivo de los pacientes. Lo anterior bajo el criterio del médico veterinario. No se contempla la eutanasia para animales con problemas comportamentales o sin posibilidades de rehabilitación o liberación.

El almacenamiento y manejo de los fármacos se encuentra bajo la responsabilidad del Médico Veterinario. El uso de anestésicos se basa principalmente en Detomidina, Ketamina y Xilacina.  El equipo de inyección a distancia consiste en una cerbatana y dardos neumáticos. El botiquín con el que cuenta la clínica se encuentra en buen estado de almacenamiento y cuenta con una provisión adecuada de medicamentos para todas las necesidades básicas, incluyendo distintos grupos farmacológicos como antibióticos, anestésicos, analgésicos, fluidos intravenosos, antiparasitarios, etc. 

Se reportó que el periodo de cuarentena utilizado para aves era de una a dos semanas y se hacia por grupos y no por momento de ingreso de los individuos para facilitar su manejo. Este periodo de cuarentena es insuficiente para esta clase animal y no se ajusta con los protocolos sanitarios implementados para el manejo de fauna silvestre. 

Las observaciones determinadas tanto en la gestión de los contratos asignados a la Asociación para la Defensa de la Macarena durante cinco años, así como en la situación actual, se presenta por la carencia en el CRRFS, de un funcionario responsable, diferente al interventor de los contratos técnicos, quien realiza funciones de coordinación. Esta situación se refleja en la falta de organización y manejo administrativo, que conlleven a una planeación, programación y aplicación de políticas, programas y proyectos en la rehabilitación, reubicación y manejo adecuado de los animales silvestres que ingresan, así como en la toma de decisiones para lograr mejoras y cambios en las instalaciones, compra de equipos necesarios para el funcionamiento  y mantenimiento del Centro.

ANALISIS DE LAS RESPUESTAS
Si bien con respecto a estas observaciones no se ha constituido un hallazgo administrativo, la Entidad en sus respuestas evidencia que se están adelantando cambios tanto en la infraestructura como en la administración y organización del CRRFS, los cuales se espera conlleven al mejoramiento no solo de la situación de desatención y abandono en que se vieron los animales allí decepcionados y alojados, cuando el mismo estuvo bajo la dirección de la Asociación para la Defensa de la Reserva de la Macarena, sino que se contribuya a un sostenimiento y mejoramiento continuo del mismo.

2.3.3.5. Hallazgo Administrativo de incidencia Disciplinaria No 31 en  Convenio IFI - DAMA

Objeto: Cooperación entre el IFI y el DAMA para poner en marcha un sistema que facilite la irrigación de recursos del IFI, programas Propyme a través de entidades intermediarias.

Valor: $1.000.000.000. $300.000.000 destinados para que el IFI constituya por convenios celebrados tanto con el fondo Nacional de garantías como con FUNDESCOL, un fondo de garantías que cubra los riesgos de cartera de créditos que genere la presente línea y que además cubra hasta el 70% de las comisiones que genere la expedición de certificados de garantías por tales entidades y $700.000.000 para reconocer el diferencial de tasa mencionado.

Obligaciones

El DAMA se compromete a entregar al IFI la suma de 1.000.000.000 no reembolsables con el fin de apalancar el programa de crédito por un valor de tres mil ciento cincuenta millones de pesos ($3.150.000.000) a que hace referencia la cláusula 3ª. del presente convenio y reconocerle al IFI el valor del presente de la diferencia en tasa de redescuento a que hace alusión el parágrafo  de la cláusula segunda.

Otro si1: modifica la cláusula segunda: “VALOR: El presente convenio tiene un valor de un mil millones de pesos moneda corriente ($1000.000.000), que podrán ser adicionados de acuerdo a la demanda de crédito. así mismo, las partes acuerdan que el valor del presente convenio el IFI asigne la suma de TRESCIENTOS MILLONES DE PESOS MONEDA CORRIENTE (300.000.000) para que se constituya, por convenio celebrado con el Fondo Nacional de Garantías un fondo de garantías que cubra hasta el 50% de las comisiones que genere la expedición de certificados de garantías por tal entidad y SETECIENTOS MILLONES DE PESOS MONEDA CORRIENTE (700.000.000) para reconocer el valor presente del diferencial establecido en la tabla anexa, calculados entre la tasa de redescuento de la línea ordinaria o multipropósitos del IFI y la tasa de la línea IFI-DAMA.”

Otro si 2: Suscrito el 25 de agosto de 2000, las partes prorrogan el convenio por un año, contado a partir de la suscripción del mismo o hasta el agotamiento total de los recursos suministrados por el DAMA.

Otro si 3: suscrito el 24 de agosto de 2001, con el fin de prorrogar el convenio por un año más, contado a partir del 28 de agosto de 2001.

Otro si 4: suscrito el 28 de agosto de 2002, las partes prorrogan el convenio por un año más a partir del 28 de agosto de 2002 

Informe a corte de mayo de 2003
Se desembolsaron 49 créditos por valor de $2.577.468.688.00, así: 32 créditos dirigidos a la microempresa  por valor de $497.685.068.00 y 17 créditos dirigidos a la pequeña y mediana empresa por valor de $2.079.783.620.00.

De lo anterior se reconoció un valor diferencial de tasa por $233.812.485, arrojando un total disponible de aporte para reconocer diferencial de tasa de $466.187.515.

Con respecto a la partida de los $300.000.000, destinados para la creación de un fondo de garantías que cubra los siniestros de cartera de créditos y cubra el 50% de las comisiones que se generen por la expedición de certificados de garantía, el IFI firmó convenio con el FONDO NACIONAL DE GARANTIAS, el 2 de septiembre de 1998.

Respecto a este fondo se desembolsaron $8.547.478, arrojando un total disponible de aporte para cubrir siniestros de cartera y 50% de las comisiones facturadas por esta línea de crédito por el FNG de $291.452.522.

Mediante decreto 2590 del 12 de septiembre de 2003, se ordenó la disolución y liquidación del INSTITUTO DE FOMENTO INDUSTRIAL IFI.  El término para presentar reclamaciones al IFI, venció el 27 de octubre.

El 18 de febrero de 2003 el Presidente del Instituto de Fomento Industrial- IFI, Alberto Puyana, le informa a la Directora del DAMA, Julia Miranda Londoño que con ocasión de lo establecido por el gobierno Nacional para el desarrollo de la micro empresa y mediana empresa y que la asamblea general de accionistas del IFI, mediante acta 1940 del 27 de enero de 2003, aprobó por unanimidad realizar la operación de cesión de activos, pasivos y contratos a Bancoldex hasta por un valor de $1.5 billones. Haciéndose por tanto necesario liquidar el convenio Interadministrativo.    

Para lo anterior con oficio  radicado El 13 de junio de 2003 el Vicepresidente Administrativo y Secretario General del IFI, Luis Fernando Cruz Araujo, Remite a la Directora del DAMA, Julia Miranda Londoño el acta de terminación del convenio Interadministrativo para la revisión y firma. Proyecto que solo incluía como saldo a favor la suma de $466.187.514.80, sin considerar el excedente o saldo de los $300.000.000 del fondo de garantías.   

Mediante Resolución 015 del 3 de junio de 2004 del Instituto de Fomento Industrial  -IFI, que decide sobre las reclamaciones presentadas oportunamente contra la masa de liquidación, fue rechazada la acreencia solicitada por el DAMA por la causal 45, es decir extemporaneidad. La misma se radico el 5 de abril de 2004.

Contra la anterior Resolución el DAMA, interpuso recurso de reposición, por considerar que: “…los recursos puestos por el dama no constituyen un pago y por consiguiente no extingue obligaciones…” .“…De ninguna manera pueden convertir el convenio de carácter contractual en una acreencia e incluirlo dentro del movimiento financiero general de la liquidación del IFI, puesto que el DAMA no es acreedor quirografario, y por cuanto el IFI obraba como tenedor de los recursos para los fines encomendados en el convenio, recursos que no hacían parte de su patrimonio…”  

El 17 de septiembre de 2004 la Directora del Departamento Administrativo del Medio Ambiente, Yamile Salinas Abdala, interpuso derecho de petición solicitando se desatara el recurso de reposición.

Con oficio del 21100 de 5 de noviembre de 2004, el Gerente liquidador da respuesta indicando que el mismo fue resuelto mediante Resolución 188 del 9 de septiembre de 2004, confirmando la decisión, e indicándole que como fue imposible la notificación personal se surtió a través del edicto, el cual fue desfijado el 20 de octubre de 2004.  

El 17 de diciembre de 2005, se interpuso por parte del DAMA, acción popular ante el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, por los mismos hechos pretendiendo el amparo a los derechos e intereses colectivos a la moralidad administrativa y a la defensa del patrimonio público.

Concepto
Teniendo en cuenta los antecedentes antes relacionados, es claro advertir que la falta de decisión del DAMA, condujo a que en este momento, la liquidación del convenio no se hubiera efectuado antes de la expedición del decreto 2590 del 12 de septiembre de 2003, que dispuso la liquidación del IFI. El 13 de junio de 2003 el Vicepresidente Administrativo y Secretario General del IFI, Luis Fernando Cruz Araujo, remite a La Directora del DAMA, Julia Miranda Londoño el acta de terminación del convenio Interadministrativo para la revisión y firma, sin tener respuesta oportuna a dicho proyecto por parte del DAMA.

En este momento no se puede establecer la cuantía, ni la materialización del daño, pues a pesar de no haber sido reconocida la acreencia por extemporaneidad,  solo se ha reconocido  por parte del IFI, los excedentes correspondientes a los $700.000.000, es decir $466.187.514.80.

Eso, por una parte y por otra, la controversia ha sido sometida por parte del DAMA, a consideración de la jurisdicción de lo contencioso administrativo, mediante la acción la acción popular, interpuesta ante el Tribunal Administrativo de Cundinamarca el 19 de diciembre de 2005.

Si bien el negocio jurídico de tracto sucesivo es obligatoria la liquidación como  lo señala el articulo 60 de la ley 80 de 1993, modificado por el artículo 44 de la ley 446 de 1998, y que de acuerdo con el parágrafo  de la cláusula OCTAVA el contrato establecía que, la liquidación administrativa unilateral se haría por parte del IFI, tampoco se dio cumplimiento a la misma, por el IFI, a pesar de haber presentado un proyecto de liquidación como se indicó anteriormente.   

Ahora bien, para efectos de establecer la caducidad de la acción contractual es menester tener en cuenta lo señalado en el artículo 44 de la ley 446 de 1998, que modificó el articulo136 del CCA: “…d) En los que requieran de liquidación y ésta sea efectuada unilateralmente por la administración, a más tardar dentro de los dos (2) años, contados desde la ejecutoria del acto que la apruebe. Si la administración no lo liquidare durante los dos (2) meses siguientes al vencimiento del plazo convenido por las partes o, en su defecto del establecido por la ley, el interesado podrá acudir a la jurisdicción para obtener la liquidación en sede judicial a más tardar dentro de los dos (2) años siguientes al incumplimiento de la obligación de liquida…;”.

El convenio se celebró el día 28  de agosto de 1997, el término de duración inicial fue de tres (3) años, prorrogables, conforme a la cláusula sexta, plazo modificado por los otrosí 1, 2, 3, 4, hasta el 28 de agosto de 2003. Sí a esta fecha le sumamos dos (2) meses más, por mandato de la ley, se tiene que los dos años de la caducidad deben contarse a partir del día 28 de octubre de 2003, o sea, que la acción caducó el día 28 de octubre de 2005. 

Lo anterior es frente a la acción contractual. Respecto a la responsabilidad fiscal, es claro que esta, en relación a la liquidación del convenio, no es procedente en el momento la iniciación de una investigación fiscal, pues el daño no se ha materializado y la controversia se encuentra sometida a la jurisdicción contenciosa administrativa. La naturaleza de la responsabilidad fiscal es resarcitoria, la ley 610 de 2000, la define como, la obligación de reparar el daño producido sobre el patrimonio público, por parte de un servidor público, o un particular, en ejercicio de actos de gestión fiscal. El daño es el elemento fundamental, esencial en el que se funda la responsabilidad fiscal y en el evento aun no se puede establecer. Lo anterior sin perjuicio que más adelante se pueda iniciar.  

  

Lo que ello sí genera en el momento, es una responsabilidad de tipo disciplinaria como lo señala el artículo 51 de la ley 80 de 1993:”…El servidor público responderá disciplinaria, civil y penalmente por sus acciones u omisiones en la actuación contractual en los términos de la ley…” y el artículo 50 del código disciplinario único:”…Constituye falta disciplinaria grave o leve, el incumplimiento de los deberes…”. Debiéndose por tanto dar traslado a la autoridad competente.
2.3.3.6. Hallazgo Administrativo de Incidencia Disciplinaria No. 32 en cumplimiento del Contrato de prestación de servicios No. 111 del 27 de mayo de 2005

Contratista Corporación Grupo Tayrona por valor de $15.080.000. Se estableció que no obstante, haber realizado el objeto, el cual consistió en “Contratar la realización de un encuentro Distrital de niños y jóvenes por el ambiente”, no se cumplió en su totalidad con la cláusula segunda del contrato OBLIGACIONES, numeral 1) ejecutar el objeto contractual de acuerdo con los términos de referencia elaborados por el  DAMA y la propuesta presentada, así como el numeral 2) Cumplir con las actividades señaladas en el capitulo 2 de los términos de referencia.” En razón a que se determinaron las siguientes irregularidades:

1. Con respecto a la logística requerida para la ejecución de las conferencias y mesas de trabajo, se presentó desorganización, improvisación en las inscripciones de los participantes, falta de asignación de coordinadores de grupos; igualmente no se adelantaron propuestas con temas coherentes al ambiente,  toda vez que discutieron problemas como la drogadicción, alcoholismo, violación de los derechos de niños y jóvenes, hambre, falta de oportunidades, desempleo, violencia infantil e intrafamiliar entre otros. 


Es importante aclarar que si bien no se desconoce la importancia de los temas discutidos, este no era el espacio ni el ambiente para desarrollarlos, toda vez que el objetivo era ambiental.


No se cumplió con la entrega de materiales para todos los participantes del evento; a muchos no se les suministro carpetas, se dieron unos botos distintivos del evento que solamente alcanzaron para los docentes, dejando a los niños con la ilusión de poseer uno.  


En un evento que duro más de diez horas el primer día (de 8:00 a.m. a 6:30 p.m.) solamente se suministro un refrigerio a la salida del evento y el almuerzo que se repartió fue a las 2:00 p.m. con el inconveniente que a los veinte últimos niños (aproximadamente), solamente se les sirvió pega de arroz  y papas fritas de paquete. Con lo antes descrito se esta demostrando que existía improvisación y falta de experiencia para tratar con niños y jóvenes  que tuvieron que realizar un recorrido de más de dos horas para trasladarse desde el sur hasta las instalaciones de la UDCA al norte de Bogotá, después soportar ocho horas de filas para inscribirse, conferencias, paneles y discusiones, para recibir un alimento sin ningún balance de nutrientes y a horas que no corresponde.  

Es de anotar igualmente, que en una jornada tan larga se presentan problemas de concentración y atención por parte de los asistentes, dejándose así de cumplir con el objeto del mismo. 

Durante los dos días que duro el evento, solamente se suministró un refrigerio por día y sin considerar nuevamente que se trataba de un evento, donde se contaba con niños, jóvenes, docentes y otros participantes que tienen un proceso de educación y poseen unos valores, principios y políticas de calidad y conservación del ambiente, se les estaba dando una coca cola y un mini sándwich  empacados en una caja de icopor, que desdice todos los principios de conservación y cuidado del medio ambiente adquiridos por los participantes, especialmente de los niños del grupo PRAE, del DAMA que vienen de un proceso de sensibilización y educación ambiental de más de un año; igualmente se pone en evidencia la falta de capacidad y perfil de los contratistas en el tema.

Con lo antes observado, se está entorpeciendo y desviando el proceso de aprendizaje, lo cual fue manifestado por los docentes de los diferentes centros educativos que asistieron, a través de las encuestas realizadas por el grupo de educación formal del DAMA. De otra parte, también se presentaron quejas del inconformismo y falta de profesionalismo del ejecutor del contrato (Corporación Grupo Tayrona), por parte de los docentes al evento y los contratistas del grupo de Educación formal del DAMA. 

2. En la actividad denominada “Propiciar espacios para la realización de actividades culturales con los participantes del Encuentro, los cuales deben contribuir al acercamiento, creando así lazos entorno al tema ambiental.”  Se estableció que estos espacios se realizaron como una feria de servicios, donde la EAAB, ETB, Jardín Botánico, DABS, EEB y la UDCA se dedicaron a mostrar y ofrecer los servicios que prestan, perdiéndose el real objetivo del evento que era crear lazos entorno al tema ambiental. Lo antes descrito se muestra en el producto  entregado en medio magnético.

Se evidenció claramente que en el Encuentro realizado por el Grupo Tayrona denominado “Encuentro Distrital de Niños y Jóvenes por el Ambiente”, se tergiverso la cultura de cuidado y conservación del ambiente, adquirida por los participantes niños y jóvenes de los PRAEs, como es el caso de un obra de teatro presentada por la EAAB, en la cual se hace evidente que el ahorro y cuidado del agua no es importante para ellos, toda vez que la Empresa muestra que se cuenta con este recurso en forma suficiente y económica”. 
3. Elaborar y entregar a los participantes del encuentro el material de trabajo necesario para el adecuado desarrollo del evento. Esta actividad tampoco se cumplió con eficacia, en razón a que el material suministrado consistió en una carpeta, un esfero y dos hojas blanca; con la observación que las carpetas tenían el logo de un evento realizado en el año 2003 por la Corporación Grupo Tayrona.  El material también estuvo conformado por los folletos que dieron algunas de las entidades que asistieron como la ETB y la EEB, con el agravante que estas contenían la información de los servicios, sin incluir las actividades que desarrollan en Gestión ambiental.

4. En la entrega del certificado de asistencia al evento, también se observan irregularidades, como el desorden al cierre del evento para la entrega del mismo, carencia del nombre del asistente y a muchos de participantes no se les otorgo dicho certificado. Esta situación se puede corroborar con la copia de uno de estos, la cual fue suministrada por el grupo de educación continuada del DAMA.

5. En la última actividad relacionada con “Proponer una agenda de trabajo para la consolidación de acciones futuras; de acuerdo a las propuestas que realicen los diferentes participantes del encuentro”, lo único que se pudo establecer dentro del informe final fue la inclusión de unas actividades para dar seguimiento al encuentro:

· Encuentros infantiles y juveniles por le medio ambiente por localidades

· Capacitación y formación de líderes infantiles y juveniles

· Sistematización de experiencias infantiles y juveniles por el ambiente

· Celebración de los días ambientales

· Concursos de cuento, pintura y fotografía ambiental

· Tertulias con maestros

· Talleres de capacitación para maestros

· Festival cultural por el ambiente

Como se puede evidenciar, se está proponiendo la realización de unas actividades, pero en ningún evento se incluye un plan o programa que contenga los objetivos, metas actividades y estrategias, así como tampoco el tiempo, lugar, recursos y los responsables para la ejecución y desarrollo de las mismas; aspectos que conforman la agenda de trabajo. Por tanto, se incumplió con esta actividad.

Por las observaciones descritas, se concluye que en el contrato No. 111 de 2005, se incumplió con la cláusula segunda OBLIGACIONES, numeral 1) ejecutar el objeto contractual de acuerdo con los términos de referencia elaborados por el  DAMA y la propuesta presentada, así como el numeral 2) Cumplir con las actividades señaladas en el capitulo 2 de los términos de referencia.”  Por tanto se presentan estos hechos irregulares como constitutivos de presunto hallazgo fiscal, por el detrimento ocasionado en valor de $15.080.000 que costo el contrato de prestación de servicios No. 111 de mayo 27 de 2005, celebrado entre el DAMA y la Corporación Grupo Tayrona. Igualmente se determina ineficacia e ineficiencia en el cumplimiento del objeto contractual “contratar la realización de un encuentro Distrital de niños y jóvenes por el ambiente”.

De otra parte, tampoco se cumplió en forma eficaz con la interventoría del contrato en mención, en razón a que el informe presentado en fecha julio 26 de 2005, en el formato E10, se determina cumplimiento por parte del contratista y recibido a entera satisfacción por parte de la interventoría aludiendo que:  “Se llevo a cabo el primer encuentro Distrital de niños, niñas y jóvenes por el ambiente realizado en la Universidad UDCA el 2 y 3 de junio de 2005, al cual asistieron 200 personas de las nueve localidades, donde el DAMA actúa como asesora a los procesos de educación ambiental, e invitados como la Corporación SIE y estudiantes de fuera de Bogotá.” Lo que demuestra la falta de verificación y revisión de las actividades desarrolladas por el contratista.

ANALISIS DE LAS RESPUESTAS

Se acepta la respuesta con respecto al cumplimiento del objeto contractual, en razón a lo evidenciado en la entrega de los productos.  Sin embargo, no se cumplió a cabalidad con las actividades propuestas, ni con la entrega de materiales para todos los participantes del evento; así como tampoco la entrega del certificado de asistencia al evento, donde se observan irregularidades, como el desorden al cierre del evento para la entrega del mismo, carencia del nombre del asistente y a muchos de participantes no se les otorgo dicho certificado; incumplimiento en  suministro de refrigerios, etc.; situaciones que fueron manifestadas por los docentes de los diferentes centros educativos que asistieron, a través de las encuestas realizadas por el grupo de educación formal del DAMA. Por lo anterior  se mantiene la observación con respecto al incumplimiento de la interventoría del contrato en mención, como lo señala el numeral 1º del artículo 26 de La ley 80 de 1993: “… principio de responsabilidad- Los servidores públicos están obligados a buscar el implemento de los fines de la contratación, a vigilar la correcta ejecución del objeto contratado y a proteger los derechos de la entidad, del contratista y de los terceros que puedan verse afectados por la ejecución del contrato…”

De otra parte, también se presentaron quejas del inconformismo y falta de profesionalismo del ejecutor del contrato.
Por lo antes anotado, se consolida un hallazgo administrativo de incidencia disciplinaria, teniendo en cuenta que en este contrato, no se cumplió a cabalidad  por parte de la administración con lo establecido en el numeral 4º,  artículo 4 de la Ley 80/93 “…Adelantaran revisiones periódicas de las obras ejecutadas, servicios prestados o bienes suministrados, para verificar que ellos cumplan con las condiciones de calidad exigidas por los contratistas, y promoverán las acciones de responsabilidad contra estos y sus garantes cuando dichas condiciones no se cumplan.”
2.3.4. Evaluación Financiero -Presupuestal

Esta evaluación en la contratación busca constatar que los certificados de disponibilidad y registro presupuestal que amparan las obligaciones contractuales, se hayan autorizado por parte de funcionario competente (Jefe de Presupuesto o quien haga sus veces), que sea previo al compromiso, acorde a la destinación del recurso y refleje la deducción del contrato en los libros de registro presupuestal, excepto que se trate de contratos celebrados para ejecutarse con recursos de vigencias fiscales futuras, de conformidad con lo previsto en la Ley Orgánica del Presupuesto y con las autorizaciones exigidas.

Resultados

Los expedientes revisados contienen los documentos originales de Certificación de Disponibilidad Presupuestal, proveídos por el Sistema PREDIS y rubricado por el Funcionario encargado del Área de Presupuesto, todos con fecha anterior a la suscripción del respectivo Contrato.

Igualmente, reposa en cada expediente del Contrato, el respectivo Registro Presupuestal emitido por PREDIS y debidamente rubricado por el responsable del manejo Presupuestal y por los valores ejecutados. 

Excepto los contratos manejados por el Fondo Cuenta a través de la Fiducia del Fondo Cuenta, no presentan los antedichos documentos por no ser requeridos. 
2.3.5. Contratación DAMA año 2005
El gráfico No.1 muestra el contexto contractual del DAMA para la vigencia fiscal 2005 tanto en monto de la cuantía como en porcentual, aclarando que las cifras reflejadas fueron extractadas del Informe de Contratación suministrado por la Entidad al Equipo Auditor y que tratándose de una Auditoría Modalidad Especial a la Contratación, el análisis no incluye los gastos de nómina, aportes legales, parafiscales y demás que no requieren de la formalidad reglada para el proceso contractual.       
Como se aprecia en el gráfico No. 1, la mayor parte de los gastos del DAMA es la erogación para el tratamiento de aguas en la PTAR el Salitre, valor cancelado a la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá – ESP, cifra esta que no incluye otros ítems derivados de la cancelación del Contrato No. 15 de 1993. 

GRÁFICO NO. 1

CONTRATACIÓN AÑO 2005

[image: image1.emf]Contratación del DAMA en el año 2005

- Incluido PTAR el Salitre -



PTAR Salitre; 
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Valores en Millones de $


Ha sido observación reiterada en anteriores Informes de Auditoría, el total reportado por el DAMA como Proyectos de Inversión, contiene contratos de servicios personales, órdenes de servicio, órdenes de compra, etc., los cuales no se tratan propiamente de Inversión sino que corresponden a gastos de Funcionamiento de la Entidad.            

El total $13.724’230,1 miles que alcanzó la Inversión en los siete (7) Proyectos del Plan de Desarrollo Bogotá sin Indiferencia, su distribución es la reflejada en el gráfico No. 2 donde se aprecia en forma porcentual lo destinado para cada uno de los proyectos y el Gráfico No. 3 que expresa la cuantía contratada por cada proyecto.   
GRÁFICO NO. 2

PORCENTAJE DE CONTRATACIÓN PARA INVERSIÓN  AÑO 2005
[image: image2.emf]Distribución porcentual de la Contratación del DAMA

según los proyectos de Inversión en el año 2005
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GRÁFICO NO. 3

CUANTÍA DE CONTRATACIÓN PARA INVERSIÓN  AÑO 2005
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En los años 2004 y 2005 el DAMA incurrió en gastos adicionales relacionados con la liquidación del Contrato No. 15/93 suscrito con Bogotana de Aguas y Saneamiento básico – BAS, que concluyó con el pago de la inversión forma anticipada. Los gastos aludidos ascendieron a $2.810,2 millones, de los que $1.481,9 millones fueron efectuados con cargo a Proyectos de Inversión como “Monitoreo de la calidad ambiental y del hábitat”, “Planeación y fortalecimiento de la gestión institucional” y a gastos de funcionamiento por el rubro “Honorarios Entidad”; notándose con ello el debilitamiento del presupuesto aforado para Gastos de Funcionamiento y para Inversión. El Gráfico No. 4 muestra la contratación adicional a liquidación del Contrato No. 15/93.   
GRÁFICO No. 4

CONTRATACIÓN ADICIONAL A LIQUIDACIÓN DEL CONTRATO  15/90
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Se cuestiona la no aplicación del “Manual de Interventoría” del DAMA adoptado mediante Resolución No. 015 de enero de 1998, por cuanto físicamente es imposible atender los asuntos que son competencia del respectivo despacho y adicionalmente asumir la “Interventoría” de un gran número de contratos, por lo que en última instancia esta labor se circunscribe a solo la emisión de un formato de “Recibido a satisfacción”.  

Manual que contempla objetivos generales de supervisión, funciones del interventor; formas de comunicación, responsabilidades del interventor; diagramas de flujo de los distintos contratos del DAMA, sistema de manejo y control de los contratos, normas específicas de los Entes de Control y manejo para las diferentes modalidades de contratación (consultoría, obra, suministro, prestación de servicios e interadministrativos).
Con los datos del Informe de Contratación suministrado por el DAMA al Equipo Auditor, de los 600 contratos reportados (Contrato, adición y/o prórroga por valor de $15.562,6 millones) le fue realizada “Interventoría” por parte del Director, los Subdirectores y Jefe de la Oficina Asesora de Planeación a 502 contratos; y a los restantes 98 contratos, su interventoría fue delegada a otros funcionarios y/o contratistas, observándose su distribución en los Gráficos No.5 y 6.      

GRÁFICO No.5

INTERVENTORÍAS A LA CONTRATACIÓN 

DEL DAMA EN EL AÑO 2005
[image: image5.emf]Número de "INTERVENTORÍAS" por 

Funcionario/Dependencia DAMA 2005

Otros

  

98

Dirección

  

14

Sub. Gestión Local

  

60

Sub. Amb Sectorial

 

 170

Of. Asesora Planeacion

 

 23

Sub. Ecosistemas

   

51

Sub. Juridica

  

93

Sub. Control Vivienda

  

48

Subdirección Ad/va

  

43

0

20

40

60

80

100

120

140

160

180

1 2 3 4 5 6 7 8 9


GRÁFICO No.6

INTERVENTORÍAS A LA CONTRATACIÓN 

DEL DAMA EN EL AÑO 2005
[image: image6.emf]Monto de las "Interventorías" en el DAMA año 2005
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2.3.6. Cuadro de Hallazgos
          




ANEXO N° 1 

	TIPO DE HALLAZGO
	CANTIDAD
	VALOR
	REFERENCIACION

	ADMINISTRATIVO DE INCIDENCIA FISCAL


	4
	$81.081.204.032

$10’057.653

$582’750.311

$26.990.955,1
	2.3.1.7*     

2.3.2.1 

2.3.3.1 

2.3.3.2

	ADMINISTRATIVO DE INCIDENCIA DISCIPLINARIA


	23
	
	2.1.1.1

2.3.1.2 a 2.3.1.6

2.3.2.1 a 2.3.2.10; 2.3.2.12

2.3.2.15

2.3.3.1; 2.3.3.4 (2)

2.3.3.5 y 2.3.3.6

	ADMINISTRATIVO DE INCIDENCIA PENAL
	1
	
	2.3.3.1

	ADMINISTRATIVO


	4
	
	2.3.2.11

2.3.2.13

2.3.2.14

2.3.3.3

	TOTAL HALLAZGOS
	32
	$81.701.002.951


	


*Este hallazgo corresponde a US$31’555.911 de los requerimiento del Distrito en la liquidación del cto 015/94, más US$631.889 de las cajas reductoras; (total US$32.207.800, los cuales a la tasa representativa de mercado del 26 de mayo de 2006 ($2.517,44) equivalen a $81.081.204.032.
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�Artículo 2º, de la Ley 87 de 1993. Objetivos del Sistema de Control Interno
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� INFORME FINAL DE INTERVENTORIA, CONSORCIO CEILAM; FEBRERO DE 2005.


�RESPUESTA AL AUTO 175 DEL 14 DE FEBRERO DE 2002 DEL MINISTERIO DEL MEDIO AMBIENTE
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� Concepto Técnico DPAE radicado RO – 16876 del 10 de enero de 2006 – 2-00110


� Heisler, citado en el documento " Manejo de Áreas Verdes del BID -1998- “.


� Es claro suponer que la arborización presta valiosos servicios ambientales incluida la función básica “ornamental “, de tal manera que debe ser valorada la arborización suficientemente en los diseños urbanísticos, ya que aún se observa la preferencia  por otros elementos que  resultan más fáciles de controlar y manejar paisajisticamente, que la arborización en los espacios públicos.





� Los bosques desempeñan un papel determinante en la fijación y captación de gases efecto invernadero, lo cual fue reconocido en el Protocolo de Kyoto-1997- En el trópico colombiano  1.000 hectáreas  de bosque,, fijan aproximadamente 18.000 toneladas  y liberan  12.00 toneladas de oxígeno al año. El costo de captura  más representativo oscila entre los US 10 y los  US 75, dependiendo de la especie  y la zona  donde se desarrolla  el proyecto. El costo tonelada capturada en Estados Unidos  con proyectos de reforestación  es de US 35 y con aprovechamiento de US150, valores que incluyen el apoyo financiero estatal


� Lancher, W.(1986)Ecological Plant Phisiology.Wiley And Sons. New York. Traducción U.Nuevo Plan ordenamiento Ambiental para la Cuenca Hidrográfica Quebrada la Vieja


� Plan de Ordenamiento Ambiental para la Cuenca  Hidrográfica Quebrada  La Vieja. Análisis Económico Relación Costo Beneficio para la EAAB- Cap 9 Pág. 5


�  Contratos 638/99 y 483/99  para poda de equilibrio, tala y atención de árboles caídos, iniciados en Octubre /99 y vigentes actualmente, en especial el primero para la A 19 entre calles 94 y 161 - aérea de influencia de ciclo ruta-.
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� Plan de Ordenamiento Ambiental para la Cuenca  Hidrográfica Quebrada  La Vieja . Análisis Económico Relación Costo Beneficio para la EAAB- Cáp. 9 Pág. 5


�  Contratos 638/99 y 483/99  para poda de equilibrio , tala y atención de árboles caídos , iniciados en Octubre /99 y vigentes actualmente, en especial el primero para la A 19 entre calles 94 y 161 - área de influencia de ciclo ruta-.


� Teniendo en cuenta que la Cantera Soratama hace parte del Área de Reserva Forestal Protectora, su plan de restauración sólo puede tener por objeto su incorporación al Sistema de Areas Protegidas.


� Res. No. 2172 del 13 de septiembre de 2005 –DAMA-
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